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NOTA  EDITORIAL 


Reformas 

en  el  Presupuesto  del  Poder  Judicial. 


Dentro  de  las  múltiples  aspiraciones 
que  al  presente  se  manifiestan  en  favor 
de  una  renovación  radical  de  nuestros 
sistemas  políticos,  tiene  siempre  un  lugar 
preferente  al  ramo  judicial. 

Se  pide  con  insistencia  que  haya  ad¬ 
ministración  de  justicia  pronta  y  cum¬ 
plida;  que  se  provea  de  jueces  compe¬ 
tentes  y  probos  y,  en  una  palabra,  que 
la  alta  misión  de  mantener  las  normas 
del  derecho,  se  desarrolle  con  la  efi¬ 
cacia  que  hace  de  ella,  la  misión  por 
excelencia  en  los  pueblos  cultos.  Esa 
aspiración  renovadora,  talvez  por  ser 
tan  legítima,  peca  muchas  veces  de  in¬ 
conformidad,  con  todo  lo  actual,  al  juz¬ 
gar  a  través  de  un  cristal  pesimista  la 
calidad  de  nuestras  instituciones  judi¬ 


ciales;  y  como  no  se  establece,  en  la 
generalidad  de  las  críticas,  un  término 
de  comparación,  para  poder  apreciar  si 
ha  habido  adelanto  o  retroceso,  en  el 
desarrollo  de  tan  importante  institución, 
se  concluye  casi  siempre  con  aprecia¬ 
ciones  que  podrían  dar  lugar  a  creer 
que  el  estacionamiento  y  aún  el  retro¬ 
ceso,  preside  en  el  desenvolvimiento 
de  sus  actividades. 

La  realidad,  afortunadamente  es  otra. 
Sin  que  el  progreso  realizado  en  el 
Poder  Judicial  durante  los  últimos  seis 
años  sea  suficiente  a  llenar  los  grandes 
vacíos  de  que  adolece  el  ramo,  no  hay 
que  desconocer  que  se  ha  logrado  mu¬ 
cho  en  el  sentido  de  su  mejoramiento. 
Cuantas  enormes  diferencias  podrían 
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apuntarse  en  una  comparación  de  lo 
que  era  la  administración  de  Justicia 
ai  nrincipiar  el  año  de  mil  novecientos 
veinte,  con  lo  que  hoy  es.  Más  bien 
podría  anotarse  un  saldo  favorable  a  esa 
renovación,  si  se  tiene  en  cuenta  que 
se  ha  llevado  a  cabo  en  un  medio 
rehacio  a  ella  y  en  la  medida  a  que  ha 
dado  lugar  nuestro  estacionamiento 
institucional. 

Dentro  de  las  intenciones  bien  enca¬ 
minadas  para  no  dejar  deficiencias  en 
la  marcha  de  la  administración  de 
Justicia,  no  han  sido  pocos  los  obstáculos 
que  a  menudo  se  presentan.  Unas  veces 
y  esto  es  lo  principal  porque  ella  se 
mueve  dentro  de  un  campo  limitado  y 
la  falta  de  libertad  de  acción  no  permite 
hacer  labor  trascendental.  Y  otras  por¬ 
que,  debido  a  causas  económicas,  no 
se  puede  efectuar  una  selección  rigurosa 
de  los  elementos  que  han  de  colaborar 
en  la  administración  de  tan  importante 
ramo.  Para  remediar  lo  primero,  es 
indispensable  una  reforma  en  la  Ley 
fundamental  de  la  República,  que  en 
estos  días  se  deja  entrever  con  indicios 
de  posibilidad.  Y  para  lo  segundo,  una 
reforma  del  presupuesto  judicial,  de 
manera  que  los  servicios  del  ramo  sean 
remunerados  como  corresponde  a  su 
importancia  y  a  la  categoría  de  las  per¬ 
sonas  que  los  llevan  a  cabo. 

En  este  sentido,  ha  tomado  iniciativa 
la  Corte  Suprema  de  Justicia,  como  se 
verá  por  la  nota  enviada  al  Señor  Mi¬ 
nistro  de  Gobernación  y  Justicia,  cuya 
transcripción  se  hace  en  seguida.  Se 
pone  de  manifiesto  en  ella,  la  dificultad 
con  que  se  tropieza  para  lograr  que  los 
Abogados  sirvan  las  judicaturas  de  Pri¬ 
mera  Instancia,  dificultad  que  no  se 
explica  en  un  país  saturado  de  profe¬ 


sionales,  sino  por  la  exigüedad  de 
los  emolumentos  asignados  a  esos 
cargos. 

La  Corte  Suprema  ha  propuesto, 
además  de  un  aumento  a  los  Magistra¬ 
dos  de  las  Salas,  la  igualación  de  los 
sueldos  de  los  Jueces  de  Primera  Ins¬ 
tancia,  señalando  doscientos  quetzales  a 
cada  uno.  Y  aunque  no  se  llega  a  la 
cantidad  que  debe  ganar  un  profesional, 
atendidas  las  circunstancias  de  vida 
actuales,  es  este  un  primer  factor  en  el 
sentido  de  dignificar  la  carrera  judicial 
y  servirá  de  base  para  poder  dictar,  sin 
lesión  a  la  equidad,  otras  medidas  con¬ 
currentes  al  fin  de  enaltecer  la  misión 
de  los  impartidores  de  la  Justicia  y  de 
crear  una  verdadera  carrera  judicial  en 
la  que,  a  través  de  la  jerarquía  de  los 
cargos,  se  forme  un  personal  idóneo  y 
respetable. 

Por  todas  esas  razones,  el  memorial 
de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  en¬ 
traña  una  importancia  que  no  precisa 
encarecer,  porque  la  comprende  cual¬ 
quiera  que  esté  al  tanto  de  estos  proble¬ 
mas.  Y  es  de  esperar  fundadamente 
que  la  Asamblea,  atendiendo  esas  razo¬ 
nes  de  tan  palpable  conveniencia,  habrá 
de  resolver  conforme  a  la  petición  que 
con  justicia  hace  la  Corte  Suprema. 


Guatemala,  9  de  marzo  de  1927. 
Señor  Ministro: 

Tengo  el  gusto  de  dirigirme  a  Ud. 
para  tratar  de  un  asunto  que,  desde 
hace  tiempo,  preocupa  a  la  Corte  Su¬ 
prema  de  Justicia,  como  creo  que 
también  el  Poder  Ejecutivo  de  la 
República,  sin  que  hasta  la  fecha  se  le 
haya  encontrado  una  solución  que  sa- 
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tisfaga.  Me  refiero  a  las  dificultades 
con  que  se  tropieza  para  lograr  que  los 
profesionales  acepten  el  desempeño  de 
las  judicaturas  de  Primera  Instancia. 

Ultimamente,  como  le  consta  al  Se¬ 
ñor  Ministro,  se' ha  acentuado  aún  más, 
la  renuencia  de  los  abogados  para  servir 
en  la  administración  de  Justicia.  Por 
esta  causa  se  encuentran  vacantes  cuatro 
judicaturas  y,  no  obstante  las  peticiones 
de  ternas  que  el  Ministerio  ha  hecho, 
no  le  ha  sido  posible  a  la  Corte  enviarlas 
porque  la  negativa  de  los  profesionales 
se  ha  opuesto  a  los  buenos  propósitos 
que  siempre  la  han  animado,  de  proveer 
a  esos  cargos  con  personas  honradas  e 
idóneas. 

Existe  para  todos  los  facultativos  la 
obligación  moral  de  corresponder  al 
Estado,  en  forma  de  servicio  profesional, 
a  los  que  obtuvieron  en  las  aulas,  reci¬ 
biendo  instrucción  gratuita.  Pero  puesta 
esa  obligación  frente  a  la  conveniencia 
personal,  esta  se  sobre  pone  y  resta  el 
concurso  de  elementos  que  son  nece¬ 
sarios.  Sería  del  caso  entonces,  la  emi¬ 
sión  de  una  ley  que  hiciera  obligatorio 
el  servicio  por  un  determinado  número 
de  años. 

Pero  no  podría  dictarse  una  dispo¬ 
sición  de  esta  índole  sin  incurrir  en 
falta  de  equidad,  si  previamente  no  se 
mejoraran  las  condiciones  en  que  ac¬ 
tualmente  se  remuneran  los  servicios 
judiciales. 

Buscando  la  causa  de  la  escasez  de 
Jueces  se  advierte,  sin  mucho  trabajo, 
que  se  debe  a  la  poca  retribución  que 
tienen  esos  cargos,  en  desacuerdo  con 
la  Dosición  social  en  que  por  razón  de 
su  categoría  se  encuentra  colocado  el 
funcionario  y  con  las  obligaciones  que 
su  ministerio  le  impone.  El  profesional 


no  encuentra  en  la  remuneración  actual 
ningún  aliciente  económico  y,  por  el 
contrario,  el  ejercicio  de  la  profesión 
le  deja,  con  más  libertad,  la  perspectiva 
de  un  mayor  rendimiento. 

Aparte  de  las  razones  que  por  la  ca¬ 
tegoría  del  Juez  pueden  aducirse  en 
favor  de  una  mejora  de  sus  emolu¬ 
mentos,  hay  que  tener  en  cuenta  la 
importancia  del  cargo  y  las  responsa¬ 
bilidades  que  lleva  anejas.  El  Juez  de 
Instancia,  como  bien  lo  sabe  el  señor 
Ministro,  es  el  asesor  titulado  de  los 
Jefes  Políticos,  desempeña  las  funciones 
de  Auditor  de  Guerra,  asesorando  como 
tal  al  Comandante  de  Armas  y  es  el 
único  responsable  de  las  decisiones  ju¬ 
diciales  en  el  fuero  de  guerra,  aunque 
lleven  también  la  firma  del  otro  miem¬ 
bro  del  tribunal  que  las  dicta.  Como 
primera  autoridad  del  departamento, 
tiene  tanta  categoría  como  un  Jefe 
Político;  y  así  es  efectivamente  cuando, 
según  el  decreto  número  244,  se  le 
encomiendan  las  funciones  de  aquél, 
en  caso  de  falta  absoluta  del  sustituto 
nombrado  por  el  Ejecutivo.  Con  res¬ 
ponsabilidades  que  no  son  menores  a 
las  de  la  otra  autoridad  principal  y  con 
un  trabajo  que  en  muchas  judicaturas 
es  considerable,  justo  es  que  la  remu¬ 
neración  sea  proporcional  a  todas  estas 
circunstancias. 

Esto,  en  cuanto  a  los  Jueces  de  1® 
Instancia.  Otro  tanto  puede  decirse, 
con  mayor  razón,  de  los  Magistrados 
de  las  Salas  de  Apelaciones,  cuya  cate¬ 
goría  es  superior  a  la  de  los  primeros, 
y  por  eso  debe  fijarse  también  la  aten¬ 
ción  respecto  de  ellos,  para  que  sus 
emolumentos  sean  aumentados  en  una 
cantidad  proporcional,  que  sea  sufi- 
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dente  para  mantener  su  dignidad  y 
representación  social. 

Las  consideraciones  apuntadas  son 
suficientes  para  comprender  que  el  pre¬ 
supuesto  judicial  estáurgido  de  una  refor¬ 
ma,  a  manera  de  remunerar  más  equi¬ 
tativamente  el  trabajo,  de  acuerdo  con  la 
calidad  de  las  personas  que  lo  efectúan, 
y  con  la  elevada  misión  de  los  imparti¬ 
dores  de  la  justicia. 

Basada  en  esas  consideraciones,  la 
Corte  Suprema  de  Justicia,  por  mi 
medio,  somete  a  la  consideración  de 
Ud.  el  adjunto  proyecto  de  reformas 
al  presupuesto  para  que,  si  le  parece 
aceptable,  se  sírva  someterlo  a  su  vez, 
a  la  consideración  de  la  Asamblea,  por 
el  órgano  correspondiente. 

Demás  está  encarecer  al  Señor  Mi¬ 
nistro  la  importancia  de  esa  reforma. 


porque  él  estará  penetrado  de  que  cuan¬ 
to  se  haga  en  el  sentido  de  remunerar 
equitativamente  los  servicios  judiciales, 
redundará  en  beneficio  ‘de  la  buena 
administración  de  justicia.  Se  lograría 
así  mismo  quitar  a  lo^  profesionales  el 
pretexto  de  la  mala  paga  en  que  hoy  se 
apoyan  principalmente  para  no  aceptar 
las  judicaturas  de  R  Instancia  depar¬ 
tamentales  y  territoriales,  y  se  podría, 
sin  cometer  injusticias,  dictar  otras 
medidas  tendientes  aliin  que  se  persigue. 

Soy  del  Señor  Ministro,  con  toda 
consideración  y  aprecio,  muy  atento  y 
seguro  servidor, 

R.  E.  Sandoval. 


Señor  Ministro  de  Gobernación 
Justicia. 


Presente. 


y 


CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 

Resoluciones  Criminales. 


CRIMINAL 


Continuación  de  la  resolución  dic¬ 
tada  por  la  Corte  Suprema  de 
Justicia,  en  la  causa  instruida  a 
José  Vicente  Aparicio  y  Peña. 


Como  el  reo  sufriera  una  noche  un  acceso  de 
epilepsia,  y  esta  enfermedad  requería  que  hubiera 
siempre  cerca  de  él  alguna  persona  que  lo  auxi¬ 
liara  en  esos  casos,  se  trasladó  al  número  diez  y 
seis  de  la  décima  cuarta  calle  invitando  a  su  mujer 
a  que  lo  siguiera,  pero  ella  le  dijo  varias  veces 


que  su  madre  no  se  lo  permitía,  a  pesar  de  lo 
cual  lo  visitaba  con  frecuencia,  y  en  '  distintas 
ocasiones  satisfacían  sus  deseos  naturales.”  En  la 
audiencia  del  veintiuno  de  octubre,  volvida  referir, 
en  términos  equivalentes  a  los  de  su  indagatoria 
anterior,  los  incidentes  relativos  a  las  dos  cartas, 
a  saber:  la  que  Lucila  recibió  en  la  puena  de 
calle  y  después  arrojó  al  inodoro,  y  la  otra  que, 
junto  con  un  llavín,  entregó  al  Juez,  y  es  la  que 
estaba  dentro  de  labolsitade  mallas  que  rompieron 
entre  ambos  cónyuges  al  disputársela  mutuamente, 
y  la  misma  cuya  fotografía  hizo  Tomás  Orozco. 
Añadió  que  al  día  siguiente  de  la  escena  de  la 
segunda  carta,  su  mujer  fué  a  visitarlo,  y  le  dió 
la  explicación  que  sigue :  Días  antes  había  llegado 
a  la  casa  de  Barrios  una  mujer  desconocida  para 
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ella  preguntando  si  estaba  allí  el  procesado,  y  al 
rato  de  habérsele  dicho  que  no  estaba  volvió  con 
la  carta  que  entregó  al  chauffeur  para  que  se  la 
diera  a  Aparicio.  Esto  hizo  comprender  a  Lucila 
que  alguna  persona  tenía  interés  en  promover  un 
disgusto  serio  entre  ambos,  y  se  guardó  la  carta 
para  dársela  ella  misma  a  su  marido;  pero  el 
temor  de  causar  a  este  un  disgusto  le  había  retenido 
de  hacerlo  hasta  entonces.  En  aquella  entrevista 
su  mujer  logró  desvanecer  las  sospechas  que  tal 
carta  le  había  inspirado;  pero  después  de  haberse 
marchado  ella,  volvieron  a  asaltarle  las  sospechas, 
“tratando  de  conocer  y  medir  hasta  dónde  podía 
llegar  la  verdad  de  lo  que  su  esposa  le  había  re¬ 
ferido.”  Pocos  días  después,  y  en  otra  entrevista, 
hizo  notar  a  su  esposa  que  ella  tenía  muy  dema¬ 
crado  el  semblante,  a  lo  que  respondió  que  estaba 
muy  enferma  y  el  doctor  don  Luis  Lazo  Arriaga 
le  aconsejaba  hacer  un  viaje.  Entonces  el  reo, 
aprovechando  ¡a  idea  del  doctor  y  con  el  propósito 
de  separar  a  hija  y  madre,  propuso  el  viaje  a  los 
Estados  Unidos,  yendo  los  dos  juntos.  Como 
Lucila  conviniera  en  ello,  Aparicio  se  ocupó  en 
averiguar  todo  lo  necesario  para  ese  viaje,  cuya 
sola  idea  lo  mantenía  “en  un  estado  tranquilo  y 
alentado”  y  le  hacía  “olvidar  las  amargas  sospe¬ 
chas  que  destrían  su  alma.”  El  dos  de  agosto 
volvió  a  visitarlo  su  esposa  llevándole  como  obse¬ 
quio  una  caja  de  cigarros  puros,  una  boquilla  de 
ámbar  y  una  caja  de  galletas.  “Convinieron  fir¬ 
memente  en  el  viaje  a  los  Estados  Unidos;”  y 
hablaron  de  muchas  generalidades,  “en  la  mejor 
buena  armonía,”  lo  que  condujo  al  reo  a  hacer  a 
su  esposa  ‘  un  sin  número  de  demostraciones  que 
juraban  en  medio  de  un  gran  afecto.”  Asegura 
el  reo  que  esta  última  entrevista  y  “la  firmeza  con 
que  habían  resuelto  el  viaje  acentuaban  más  su 
tranquilidad’  ’  y  ‘  aunque  entonces  existía  una  leve 
sospecha  de  los  antecedentes,”  las  continuas 
visitas  y  sus  razonamientos,  le  hacían  creer  en  su 
fidelidad.”  En  esa  misma  audiencia  del  veintiuno 
de  octubre  Aparicio  quiso  hacer  constar  lo  ocu¬ 
rrido  entre  él  y  Ernesto  Barrios.  No  los  unía  una 
franca  amistad,  pues  en  tiempos  anteriores,  estu¬ 
vieron  distanciados  por  algunas  fricciones  que  no 
viene  ai  caso  relatar.”  Barrios  debía  a  Lucila  de 
Aparicio  algún  dinero  garantizado  con  hipoteca  de 
la  finca  Valparaíso.  En  los  primeros  meses  de 
mil  novecientos  veinticuatro,  y  en  el  deseo  de 
obtener  un  crédito  del  Banco  de  Occidente,  a- 
cudió  al  procesado  pidiéndole  que  lo  autorizara 


para  constituir  otra  hipoteca  a  favor  de  dicho 
Banco.  Aparicio  le  respondió  que  cancelar  la 
primera  deuda  era  requisito  indispensable  para 
cualquier  nueva  operación.  Con  motivo  de  tal 
negocio,  y  cuando  el  reo  ya  no  vivía  en  casa  de 
su  esposa,  tuvieron  varias  entrevistas  por  la  calle 
tratando  Barrios,  por  último,  de  cancelar  dicha 
primera  hipoteca.  Vuelve  a  referir  en  seguida  su 
escena  con  el  mismo  Barrios  el  cinco  de  agosto 
(1924)  con  algunas  variantes,  a  saber:  no  fué  él, 
sino  Barrios,  el  que  pedía  las  copas  de  cognac 
que  consumió  en  el  Hotel  Royal;  cuando  Barrios 
le  decía  que  se  murmuraba  en  la  sociedad  acerca 
del  desacuerdo  entre  Aparicio  y  su  mujer,  él  la 
defendía  teniendo  en  cuenta  las  últimas  conver¬ 
saciones  entre  ambos  cónyuges,  pero  cuando  él 
mismo  censuraba  a  Lucila,  Barrios  tomaba  la  de¬ 
fensa  de  ésta  pero  “dejándolo  siempre  herido.” 
Concluye  la  exposición  de  Aparicio  en  aquella 
audiencia,  con  la  relación,  substancialmente  igual 
a  la  de  las  indagatorias  del  sumario,  de  cómo  se 
separó  de  Ernesto  Barrios  aquel  día  al  no  aceptar 
éste  su  invitación  a  almorzar,  cómo  resolvió  ir  a 
ver  a  sus  hijos,  y  su  llegada  al  número  cinco  de 
la  octava  calle  poniente,  cuya  puerta  encontró 
abierta,  y  hasta  el  momento  en  que,  estando  sen¬ 
tado  en  el  canapé  del  dormitorio  estrechando 
entre  sus  brazos  a  Graciela,  los  otros  dos  chicos 
le  sacaron  la  cartera,  que  cayó  al  suelo  regándose 
los  papeles  que  contenía.  Lo  último  que  el  reo 
refirió  en  sus  declaraciones  dadas  en  el  plenario 
acerca  de  sus  relaciones  con  su  mujer,  es  lo  ocu¬ 
rrido  entre  ambos  después  de  quedarse  solos  en 
aquel  cuarto  dormitorio  de  donde  él  salió  en  el 
estado  que  describen  su  suegra  y  los  sirvientes  de 
la  casa,  y  donde  se  encontró  ya  muerta  a  Lucila 
Barrios.  Por  la  manera  como  se  produjo  en  la 
audiencia  del  veintinueve  de  octubre  (1924)  esto 
pertenece  al  capítulo  del  estado  psico-patológico 
del  procesado;  y  sus  respuestas  dadas  al  interro¬ 
gatorio  que  con  el  nombre  de  repreguntas  se  le 
hizo  a  solicitud  del  apoderado  de  la  acusadora, 
pertenecen  al  capítulo  sobre  intereses.  Ambas 
materias  se  reservan  para  sus  respectivos  lugares 
en  gracia  de  la  claridad  de  e.sta  parte  expositiva. 
El  ocho  de  octubre  (1924)  comparecieron  sepa¬ 
radamente  los  expertos  calígrafos  Prudencio  Dávila 
y  Francisco  C.  Milián.  Ambos  aceptaron  el  cargo 
que  les  fué  discernido  en  debida  forma.  En  la 
audiencia  del  once  del  mes  citado,  previa  protesta 
de  producirse  con  verdad,  teniendo  a  la  vista  las 
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piezas  que  ei  juez  Ies  exhibió,  y  después  de  un 
estudio  minucioso,  declararon:  que  las  letras  de 
la  firma  “Lucila  B.  de  Aparicio,”  puesta  en  la 
escritura  pública  de  donación  de  los  tarros,  y 
las  de  las  cartas  dirigidas  a  ‘‘Chente’  ’  y  a  ‘‘Amor- 
cito,’’  y  del  sobre  de  carta  derigido  a  “Felipe 
Márquez  h..  Antigua”  fueron  escritas  por  la 
misma  persona;  y  que  los  caracteres  de  la  carta 
fotografiada  que  forma  los  folios  veinticuatro, 
veinticinco,  veintiséis  y  veintisiete  de  la  pieza 
primera  del  proceso,  asi  como  las  escritas  en  el 
folio  noventa  y  cuatro  (declaración  de  Felipe 
Márquez  hijo,)  en  las  palabras  ‘‘saber,  egoísta, 
mucho,  siempre,  dulce,  reclama,  ansiedad,  ha¬ 
cerlo,  pero  ahora  bien  ya  puedo,”  fueron  también 
escritas  por  la  misma  persona.  De  la  bolsita  de 
mano  hecha  de  malla  que  Aparicio  y  su  señora 
rompieron  cuando  trataban  de  quitársela  el  uno  a 
la  otra,  salieron  una  carta  y  un  llavín.  La  carta 
es  la  que  figura  en  el  proceso  fotografiada.  Res¬ 
pecto  al  llavín,  el  defensor  solicitó  una  inspección 
judicial  “a  efecto  de  establecer  si  con  dicho  llavín 
se  pueden  abrir  las  cerraduras  de  las  puertas  del 
zaguán  de  las  casas”  número  cuatro  y  veinte  de 
las  calles  séptima  y  duodécima  poniente.  Por 
comisión  conferida  al  juez  primero  de  paz,  este 
funcionario  practicó  la  inspección  el  veintiocho  de 
actubre  (1924):  y  encontró  que  con  el  llavín  que  se  le 
había  remitido  se  pudo  abrir  y  cerrar  con  facilidad 
la  puerta  de  calle  de  la  casa  número  veinte  de  la 
duodécima  calle  poniente:  pero  no  la  de  la  casa 
número  cuatro  de  la  calle  séptima  de  dicho  rumbo, 
donde  se  encontró  que  la  boca-llave  no  coincidía 
con  el  llavín  y  ya  no  se  intentó  abrirla.  Es  de 
notarse  que  en  varias  ocasiones  y  repetidas  veces 
durante  el  plenario,  el  procesado  Aparicio,  al 
hacer  referencia  a  la  acusadora  Francisca  Barrios 
viuda  de  Barrios,  ya  no  la  menciona  como  madre 
de  Lucila,  sino  como  persona  que  se  atribuyera 
tal  carácter  y  parentezco.  No  consta  que  se  le  haya 
preguntado  la  razón  para  ese  cambio  de  deno¬ 
minación,  nijjue  él  la  haya  explicado  expontánea- 
mente;  pero  la  maternidad  asi  puesta  en  duda  sí 
consta  en  el  instrumento  público  en  que  dicha 
señora  confirió  poder  general  al  mismo  procesado, 
que  se  relacionará  adelante,  y  en  los  documentos 
auténticos  que  sirven  para  probar  el  nacimiento 
dé  Lucila  el  matrimonio  de  ésta  y  su  defunción. 
Por  lo  que  hace  a  idea  o  proyecto  de  divorcio  de 
los  esposos  Aparicio  Barrios  se  encuentran  en  el 
proceso  las  constancias  siguientes:  el  reo,  al  re¬ 


ferirse  en  una  de  sus  declaraciones  a  la  carta  pre¬ 
sentada  en  fotografía,  dijo  que  pensaba  mostradla 
al  Presidente  de  la  República,  pidiéndole  que  lo 
ayudara  a  obtener  el  divorcio.  Francisca  Barrios 
viuda  de  Barrios,  manifestó  también  en  una  de  sus 
declaraciones  que  el  procesado  deseaba  el  divorcio 
por  mutuo  consentimiento;  pero  que  su  hija 
Lucila  estaba  resuelta  a  no  consentir  en  él  si  pre¬ 
viamente  Aparicio  no  devolvía  los  tarros.  Fi¬ 
gurón  también  en  el  proceso  testimonio  de  otras 
personas  que  ya  expontáneamente,  ya  por  invi¬ 
tación  o  súplicas  de  los  interesados,  trataron  de 
conciliar  a  marido  y  mujer.  Como  las  desave¬ 
nencias  que  había  entre  ellos  provenían  tanto  de 
asuntos  de  familia  como  de  complicaciones  de 
intereses,  esos  testimonios  se  relacionarán  más 
adelante. 

RESULTA:  para  mayor  claridad  al  hacer  re¬ 
lación  de  la  parte  del  plenario  en  materia  de  ne¬ 
gocios,  conviene  subdividirla  en  varios  temas,  a 
saber:  lo  aportado  por  cada  cónyuge  a  la  sociedad 
conyugal;  lo  recibido  por  Aparicio,  ya  por  sí,  ya 
como  tutor  de  sus  hijos  menores  y  propietarios 
de  LOS  TARROS;  poderes  conferidos  al  procesado, 
su  intentada  revocación  y  la  renuncia  de  ellos; 
administración  de  los  tarros:  servidumbre  entre 
esta  finca  y  el  baúl:  y  donación  dé  la  primera 
a  los  menores  Aparicio  Barrios  con  los  conflictos 
que  de  ella  se  originaron.  Conviene  también  ha¬ 
cer  notar  y  tener  presente  que  cuantas  veces  se 
interrogó  al  procesado  sobre  si  la  cuestión  de  in¬ 
tereses  había  sido  el  móvil  conducente  al  hecho 
delictuoso  que  se  juzga,  él  respondió  que  no, 
dando  como  razón  que  en  tal  materia  reinó  siem¬ 
pre  la  mejor  armonía  entre  ambos  cónyuges;  la 
muerta  y  el  sobreviviente.  Por  las  circunstancias 
y  el  lugar  en  que  se  celebró  el  matrimonio,  las 
cuales  ya  se  mencionaron,  se  comprende  fácil¬ 
mente  que  los  gastos  de  la  boda  fueron  hechos 
por  el  Coronel  Barrios;  y  aún  el  mismo  procesado 
dijo  en  una  de  sus  declaraciones  que  don  Luciano 
hizo  el  matrimonio  “a  punta  de  dinero.”  Al 
momento  de  casarse,  Lucila  Barrios  no  tenía 
bienes  presentes  que  introducir  a  la  sociedad  con¬ 
yugal,  ya  que  entonces  tenían  el  carácter  de  futuros 
los  que  le  advinieron  después,  a  la  muerte  de  su 
padre,  y  por  herencia  de  éste.  José  Vicente 
Aparicio  Peña  aseguró  en  sus  declaraciones  haber 
introducido  a  dicha  sociedad,  al  constituirse  por 
la  cele'oración  del  matrimonio,  la  suma  de  diez  y 
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siete  mil  dollars;  pero  sin  mencionar  siquiera  de 
qué  procedía  ese  peculio,  ni  en  qué  cosas  o  valores 
consistía,  ni  dónde  se  encontraban  éstos.  No  se 
estableció  si  se  celebraron  estipulaciones  matri¬ 
moniales.  Adjunta  a  su  alegato  presentó  el  apo¬ 
derado  de  la  acusadora  una  copia  simple  de  la 
cuenta  corriente  de  depósitos  a  la  vista  entre 
Luciano  Barrios  y  Schwartz  y  Compañía,  ban¬ 
queros  cuya  firma  no  aparece'reconocida  ni  lega¬ 
lizada,  en  la  cual  se  expresan  las  cantidades  en¬ 
tregadas  por  el  depositante  y  los  cheques  librados 
por  éste  a  cargo  de  los  depositarios.  Un  buen 
número  de  estos  aparecen  librados  a  favor  de 
José  Vicente  Aparicio  Peña,  del  veinticuatro  de 
mayo  de  mii  novecientos  diez  y  ocho  al  tres  de 
enero  de  mil  novecientos  veintidós,  formando 
todos  ellos  las  sumas  de  ciento  ochenta  y  siete 
mil  setecientos  cuarenta  y  dos  pesos  en  billetes 
y  siete  mil  setecientos  sesenta  dollars;  o  sea  un 
total  de  diez  mil  ochocientos  cinco  quetzales 
y  setenta  centavos.  Al  hacerse  con  la  casa  Herrera 
Hermanos  el  último  arreglo  con  respecto  a  la 
servidumbre  entre  los  tarros  y  el  baúl,  en 
escritura  pública  que  se  detallará  adelante,  el 
procesado  recibió,  como  tutor  de  sus  hijos  me¬ 
nores  y  para  ellos,  cinco  mil  quinientos  quetzales, 
que  aseguró  haber  invertido  en  honorarios  de 
experto,  abogados  y  notarios  que  intervinieron 
profesionalmente  en  el  negocio,  en  reparaciones 
a  los  desagües  de  las  casas  números  noventa  y  dos 
y  noventa  y  cuatro  de  la  séptima  avenida  sur  de 
esta  ciudad,  en  un  pozo  para  el  solar  número 
siete  de  la  octava  calle  poniente,  en  el  pago  de 
una  deuda  a  Rafael  Coloma,  y  en  su  subsistencia 
personal,  sin  mencionar  siquiera  aproximadamente 
la  cantidad  correspondiente  a  cada  una  de  estas 
partidas.  En  una  certificación  que  obra  en  el 
proceso  expedida  por  el  Juzgado  de  Policía  de 
esta  capital,  el  veintitrés  de  octubre  (1924,)  consta 
que  no  se  había  dado  la  licencia  reglamentaria  para 
reparación  de  desagües  en  las  casas  mencionadas. 
El  primero  de  octubre,  dando  respuesta  a  la  quinta 
pregunta  del  interrogatorio  que  formuló  el  Licen¬ 
ciado  Solís.  el  procesado  dijo  que  después  de  la 
muerte  del  Coronel  Barrios,  recibía  las  rentas 
(alquileres)  de  los  bienes  de  su  esposa;  y  que, 
hechos  algunos  pagos  de  intereses,  a  ella  entregaba 
el  sobrante.  También  dando  respuesta  a  posicio¬ 
nes  que  Antonio  Meliá  le  formuló  ante  el  Juzgado 
Tercero  de  Primera  Instancia  de  la  Capital,  el 
procesado,  dijo  el  veinticinco  de  octubre  (1924;) 


que  dió  en  alquiler  a  Meliá  el  solar  número  vein¬ 
tiuno  de  la  octava  calle  poniente,  inmueble  en¬ 
tonces  propiedad  de  Lucila  Barrios  de  Aparicio; 
y  que  en  abril  de  veintitrés  recibió  del  inquilino 
anticipadamente  ios  alquileres  correspondientes  a 
dos  años  y  diez  meses  que  comenzarían  a  deven¬ 
garse  en  junio  de  veinticuatro  cuyo  monto  entregó 
a  su  mujer  ante  el  mismo  inquilino.  Según  el 
contrato  de  alquiler,  que  obra  en  la  causa  en 
escritura  pública  autorizada  por  el  notario  don  A. 
Rivera  P.,  certificada  por  el  Juzgado  Ter¬ 
cero  de  Primera  Instancia,  esos  alquileres  a  razón 
de  seiscientos  pesos,  billetes,  cada  mes,  montan 
a  veinte  mil  cuatrocientos  pesos  en  dicha  moneda; 
y  en  el  mismo  instrumento  se  hizo  constar  que  lo 
alquilado  era  el  solar  “'con  agua  y  una  casita  de 
madera  situada  en  el  interior  del  predio  y  todo  de 
la  pertenencia  de  don  José  Vicente  Aparicio  h.” 
Este  contrato  de  alquiler  celebrado  con  Antonio 
Meliá  consta  también  en  la  causa  en  escritura 
pública  otorgada  en  esta  capital  el  cinco  de  marzo 
de  mil  novecientos  veintitrés  ante  el  notario  don 
Antonio  Rivera  P. ,  cuyo  primer  testimonio  fué 
certificado  por  el  Juzgado  Tercero  de  Primera 
Instancia,  tomándolo  de  un  juicio  de  desocupación 
seguido  por  Francisca  B.  viuda  de  Barrios,  contra 
Antonio  Meliá.  También  obra  en  la  causa  el 
primer  testimonio  de  la  escritura  pública  otorgada 
en  esta  capital  el  dos  de  abril  de  mil  novecientos 
veintitrés  ante  el  notario  don  Max  Cifuentes  M., 
en  la  cual  José  Vicente  Aparicio  Peña,  accionando 
en  nombre  propio,  dió  en  alquiler  a  Carlos  Pellecer 
Linares,  por  el  término  de  dos  años  y  la  renta  de 
setecientos  pesos  billetes  al  mes,  el  solar  número 
diez  y  seis  de  la  séptima  calle  poniente  de  esta 
capital,  mencionando  ese  inmueble  como  perte¬ 
nencia  del  mismo  Aparicio.  El  apoderado  de  la 
acusadora  presentó  diez  o  doce  cartas  dirigidas 
por  Aparicio  al  administrador  de  los  tarros,  en 
que  le  pedia  varios  productos  de  aquella  finca, 
como  quesos,  manteca,  vaca  para  ordeñar  en  ia 
casa,  y  alguna  otra  cosa.  Pero  no  cuidó  de  que 
las  reconociera  el  signatario,  ni  de  que  se  e.sta- 
bleciera  de  manera  legalmente  fehaciente  si  tales 
productos  se  destinaban  a  la  venta,  al  consumo 
de  la  familia,  o  a  qué.  Según  consta  en  copias 
simples  de  escrituras  públicas  debidamente  con¬ 
frontadas  y  firmadas  por  el  notario  autorizante,  el 
veintidós  y  el  veinticuatro  de  enero  de  mil  nove¬ 
cientos  veintitrés,  respectivamente,  Lucila  Barrios 
de  Aparicio  y  Francisca  Barrios  viuda  de  Barrios 
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otorgaron  ante  el  Licenciado  don  Alberto  de 
León,  poderes  generales  al  procesado,  ambas 
accionando  por  sí,  y  la  segunda  también  en  su 
carácter  de  albacea  de  su  difunto  marido  el  Coronel 
Luciano  Barrios.  Esos  poderes  son  amplísimos, 
tanto  de  administración  como  de  representación 
ante  tribunales  y  cualquiera  otra  autoridad,  y  para 
toda  clase  de  negocios.  Contienen  todas  las  facul¬ 
tades  para  las  cuales  la  ley  requiere  que  se  hagan 
constar  en  cláusula  especial  y  sin  más  limitación 
que  la  de  investir  al  apoderado  de  voto  deliberativo 
solamente,  cuando  represente  a  sus  poderdantes 
en  juntas  de  toda  especie.  Tales  son  los  poderes 
que.  según  se  dijo  al  relacionar  las  constancias 
del  sumario,  las  dos  señoras  querían  revocar  en 
marzo  de  mil  novecientos  veinticuatro,  y  que 
según  las  declaraciones  de  los  Licenciados  Lara  y 
Zachrisson  y  el  procesado,  este  renunció  ante  el 
segundo  de  dichos  letrados.  Y  estos  son  también 
los  poderes  a  que  el  procesado  se  refiere  al  decir 
que  estando  investido  de  ellos  no  tenía  necesidad 
de  la  donación  hecha  a  sus  hijos  de  la  finca  los 
TARROS.  Con  re'specto  a  los  gastos  ordinarios  de 
familia,  el  procesado  confiesa  en  sus  declaraciones 
que  cuando  ambas  familias  vivían  en  la  misma 
casa,  el  Coronel  Barrios  nunca  quiso  permitir  que 
él  contribuyera  a  ellos,  lo  cual  trataba  de  compensar 
haciendo  obsequios  de  artículos  artísticos  de  lujo. 
Figuran  en  la  tercera  pieza  de  la  causa,  en  copia 
simple,  dos  escrituras  públicas  otorgadas  ante  el 
notario  don  Ricardo  Sánchez,  en  esta  capital,  la 
una  el  tres  de  febrero  y  la  otra  el  treinta  de  julio, 
de  mil  novecientos  veintitrés,  en  que  Aparicio  y 
su  señora  mancomunada  y  solidariamente  se 
reconocen  deudores  a  Máximo  Sthal  de  la  suma 
total  de  doce  mil  dollars  tomados  a  interés  de 
diez  por  ciento  anual,  constituyendo  en  garantía 
primera  y  segunda  hipotecas  sobre  la  casa  número 
noventa  y  dos  de  la  séptima  avenida  sur,  propiedad 
de  Lucila  Barrios  y  sobre  el  solar  número  siete 
de  la  octava  calle  poniente,  propiedad  de  José 
Vicente  Aparicio  Peña,  ambos  inmuebles  ubicados 
en  esta  capital.  No  consta  a  que  se  destinaba  esos 
doce  mil  dollars  y  por  eso  van  clasificados  en 
esta  subdivisión  de  gastos  de  familia.  Adminis¬ 
tración  de  LOS  TARROS.  El  acusado  aseguró  repe¬ 
tidas  veces  en  sus  declaraciones,  que  respecto  a 
ella  siempre  estuvo  en  perfecto  acuerdo  con  su 
señora;  y  que  él  había  formulado  un  plan  a  pro¬ 
pósito  para  evitar  ‘"filtraciones”  de  los  productos 
de  esa  finca.  Asegura  también,  en  uua  de  dichas 


declaraciones,  que  ya  cuando  él  se  había  apartado 
de  hecho  de  toda  intervención  en  ella,  Lucila  le 
rogaba  que  volviese  a  colaborar  en  el  negocio 
poniendo  en  practica  aquel  plan.  En  varias  de  las 
cartas  de  Aparicio  a  que  antes  se  hizo  referencia, 
dirigidas  al  administrador  de  los  tarros,  se  leen 
recomendaciones  y  órdenes  de  verdadera  admi¬ 
nistración  relativas  a  ventas  de  café,  panela  y 
ganado  vacuno,  a  separación  y  marca  de  éste,  y 
hasta  el  cuidado  y  empleo  de  un  burro  semental. 
Por  medio  de  exhorto  librado  al  Juez  de  Primera 
Instancia  de  Escuintla,  y  despacho  que  este  co¬ 
metió  al  Juez  de  Paz  de  Santa  Lucía  Cotzumal- 
guapa,  fueron  examinados  los  testigos  Raymundo 
Ochoa  y  Pedro  R.  Barrios,  empleados  de  los 
TARROS  y  residentes  en  esa  finca,  conforme  al 
interrogatorio  formulado  por  el  Licenciado  Solís, 
en  su  escrito  del  catorce  de  octubre  de  mil  no¬ 
vecientos  veinticuatro.  Según  sus  testimonios,  en 
que  se  observa  entera  conformidad,  los  esposos 
Aparicio-Barrios  estuvieron  en  los  tarros  a 
principios  de  junio  de  veintitrés,  el  procesado 
quiso  que  el  ganado  vacuno  fuera  marcado  con 
su  letra  de  fuego  (fierro)  particular  y  rio  con  el 
de  la  hacienda;  pero  oponiéndose  a  ello  su  señora, 
tuvieron  un  fuerte  disgusto  en  el  cual,  según 
Barrios,  Aparicio  quiso  pegarle.  Ambos  testigos 
refieren  haber  presenciado  a  principios  de  marzo 
del  mismo  año,  otro  altercado  entre  ambos  cón¬ 
yuges  al  tratarse  de  separar  del  ganado  de  los 
TARROS  los  animales  que,  según  lo  dispuesto  por 
el  Coronel  Barrios,  debían  pasar  a  la  finca  la 
RECOMPENSA,  de  SU  viuda,  Aparicio  quería  que  • 
esos  animales  fueran  tomados  en  suerte,  y  Lucila 
que  se  escogieran  entre  los  finos,  alegando  que  así 
lo  había  ordenado  su  padre.  En  la  exaltación  de  la 
disputa,  Aparicio  llegó  a  decir  que  él  era  el  único 
que  mandaba  allí  por  ser  el  marido,  y  que  ella  no 
podía  disponer  ni  de  la  basura;  y  a  amenazarle 
con  que  si  no  se  callaba  ‘‘la  rompería;”  y  la 
escena  terminó  en  que  la  señora  se  metió  llorando 
en  un  cuarto,  y  el  marido  quedó  paseándose  co¬ 
lérico,  Al  folio  treinta  y  nueve  de  la  tercera  pieza 
de  esta  causa  obra  certificación  de  la  matrícula 
(¡el  fierro  de  marcar  ganados  de  propiedad  de  José 
Vicente  Aparicio  hijo,  el  cual  consiste  en  las  letras 
mayúsculas  J.  V.  A.  enlazadas  en  forma  de  mo¬ 
nograma;  certificación  expedida  por  la  Jefatura 
Política  de  Guatemala,  el  veintidós  de  septiembre 
de  veinticuatro.  Aparicio,  refiriéndose  al  incidente 
de  la  marca  de  ganado,  lo  niega;  y  respecto  al 
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fierro  de  marcar,  asegura  que  lo  mandó  a  hacer 
y  lo  matriculó  solamente  para  marcar  con  él  unos 
caballos  de  carrera  que,  en  su  calidad  de  sportman, 
pensaba  comprar.  De  una  certificación  expedida 
el  veintiséis  de  septiembre  (1924)  por  la  Secretaría 
de  la  Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones 
consta  lo  siguiente.  En  escrito  fechado  el  quince 
de  julio  (1924)  y  dirigido  al  Juez  Segundo  de 
Primera  Instancia  de  este  departamento,  Lucila 
Barrios  de  Aparicio  expone:  que  ha  hecho  a  sus 
hijos  menores  donación  de  la  finca  los  tarros: 
que  esta  finca  produce  superabundantemente  lo 
necesario  para  los  gastos  de  los  menores,  y  el 
mantenimiento  y  mejora  de  la  misma;  que  como 
José  Vicente  Aparicio  h.,  ejerciendo  la  patria 
potestad  sobre  los  menores,  ‘"puede  seguir  expe¬ 
dientes  de  utilidad  y  necesidad  para  vender  o 
hipotecar  o  constituir  otro  gravámen  sobre  la  finca 
“los  tarros,”  o  comprometerla  en  cualquiera 
otra  forma.”  demanda  de  su  mencionado  marido: 
que  no  pueda  enagenar,  gravar,  hipotecar,  ni 
comprometer  en  ninguna  otra  forma  dicha  finca; 
y  pide  al  Juez  que  mande  anotar  en  el  Registro 
de  la  Propiedad  Inmueble  la  demanda,  y  que  se 
le  dé  certificación  de  ella  y  de  su  proveído.  El 
Juez  mandó  dar  traslado  en  vía  ordinaria  y  anotar 
la  demanda.  Al  dar  respuesta,  Aparicio  pidió 
que  se  revocara  por  contrario  imperio  la  provi¬ 
dencia  en  que  se  le  daba  traslado  de  la  demanda, 
por  lo  que  respecta  a  la  anotación  preventiva, 
interponiendo  desde  luego  el  recurso  de  apelación 
si  le  fuera  denegada  la  revocatoria;  y  termina  su 
escrito  con  estas  palabras:  “a  pesar  de  que  ni 
pienso  ni  he  pensado  seguir  expediente  alguno  de 
utilidad  y  necesidad  por  ahora,”  El  Juez  denegó 
la  revocatoria  y  otorgó  el  recurso  en  ambos 
efectos  en  providencia  de  veintiuno  de  julio  (1924) 
cuya  revocatoria  pidió  Lucila  Barrios  de  Aparicio 
en  escrito  de  veinticuatro  del  mismo  mes,  en  el 
cual  manifiesta:  que  el  recurso  debiera  otorgarse 
en  el  efecto  devolutivo  para  que  pudiera  hacerse 
la  anotación  que,  lejos  de  perjudicar  ios  intereses 
de  los  menores,  como  decía  su  marido,  los  fa¬ 
vorecía  impidiendo  enajenación  o  gravamen  in¬ 
necesario.  En  ese  escrito,  y  haciendo  referencia 
al  procesado,  su  mujer  dice:  únicamente  le 
molesta  la  anotación  que,  para  su  gusto,  proce¬ 
dería  después  de  la  sentencia,  es  decir:  después  de 
que  hubiera  tiempo  de  hacer  mangas  y  capirotes 
de  los  bienes,  como  se  dice  vulgarmente.”  La 
Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones,  en  su 


resolución  del  primero  de  septiembre  (1924) 
confirmó  el  auto  apelado.  Con  su  escrito  del 
veintisiete  de  septiembre,  el  defensor  del  reo. 
Licenciado  Imeri,  presentó  dos  borradores:  uno 
de  la  respuesta  de  la  demanda  que  acaba  de 
relacionarse,  borrador  que  es  muy  diferente  de  la 
respuesta  que  se  dió  al  Juez  y  que  certificó  la 
Secretaría  de  la  Corte  de  Apelaciones;  y  el  otro 
de  un  proyecto  de  escritura  pública  en  que  Apa¬ 
ricio  Peña  confiriera  a  su  esposa  poder  especial 
para  administrar  la  finca  los  tarros;  y  la  auto¬ 
rizara  para  comparecer  en  juicio,  y  para  que,  del 
producto  liquidado  anual  de  dicha  finca  tomara 
ella  el  sesenta  y  seis  por  ciento  y  el  treinta  y 
cuatro  por  ciento  restante  lo  depositara  en  la  casa 
bancaria  Rosenthal  e  hijos,  para  los  menores 
Aparicio  Barrios.  Estos  son  los  poderes  que, 
según  expresó  Aparicio,  proponía  cuando,  como 
se  verá  más  adelante,  se  trataba  de  que  fuera 
revocada  la  donación  a  lo  cual  él  se  oponía.  Por 
lo  que  respecta  al  solar  número  siete  de  la  octava 
calle  poniente,  contiguo  a  la  casa  de  habitación 
de  la  familia  Barrios  en  que  fué  muerta  Lucila, 
se  encuentran  agregadas  al  proceso,  en  copias 
simples  firmadas  por  los  notarios  respectivos,  las 
escrituras  públicas  siguientes:  I.  otorgada  en  esta 
capital  el  cinco  de  junio  de  mil  novecientos  veinte 
ante  el  notario  don  Ernesto  Andrade  Z.,  en  la 
cual  Ana  Rueda  de  Reyes  vende  a  José  Vicente 
Aparicio  hijo,  por  el  precio  de  veinte  mil  pesos 
(billetes)  el  mencionado  solar;  y  II.  otorgada  en 
esta  capital  el  ventidós  de  mayo  de  mil  novecientos 
veinticuatro  ante  el  notario  don  Adolfo  Padilla, 
en  la  cual  José  Vicente  Aparicio  hijo,  vende  a 
Rafael  Coloma  el  mismo  solar  por  el  precio  de 
siete  mil  dollars  moneda  americana.  En  escritura 
pública  otorgada  en  esta  capital  el  ocho  de  sep¬ 
tiembre  de  mil  novecientos  veintiuno,  ante  el 
notario  don  Eladio  Menéndez,  copiada  en  papel 
simple,  consta  que  el  Coronel  Luciano  Barrios, 
propietario  de  los  tarros,  por  una  parte,  y  la 
casa  Herrera  Hermanos,  propietaria  de  el  baúl, 
por  otra,  constituyeron  entre  ambos  predios  una 
servidumbre  recíproca  mediante  la  cual  el  dueño 
de  LOS  tarros  cedió  a  perpetuidad  a  los  dueños 
de  EL  BAUL  el  uso  del  agua  de  una  toma,  que 
teniendo  origen  en  el  río  “Sacayá”  atraviesa  la 
finca  “palo  verde,”  ia  cual  ya  reconocía  a  favor 
de  los  tarros  la  servidumbre  respectiva,  y  pro- 
"veía  de  agua  para  todos  los  servicios  de  los  tarros, 
después  de  que  esa  misma  agua  hubiera  pasado 


302 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


por  e!  beneficio  de  los  tarros,  para  que  fuera 
conducida  a  el  baúl,  los  propietarios  de  este 
último  predio  se  obligaron  a  edificar  y  mantener 
en  buen  estado  de  servicio  las  obras  de  arte  ne¬ 
cesarias  para  hacer  efectiva  la  servidumbre;  y 
Herrera  Hermanos,  a  su  vez  se  obligaron  a  dar 
paso  a  través  de  sus  inmuebles  rústicos  al  Coronel 
Luciano  Barrios  y  sus  sucesores,  mientras  sean 
propietarios  de  las  fincas  los  tarros  y  la  re¬ 
compensa,  para  que  estas  gozaran  de  buenas 
comunicaciones.  Esa  escritura  contiene  además 
algunas  estipulaciones  acerca  de  los  trabajos  ne¬ 
cesarios  para  que  el  acueducto  prestara  servicio 
satisfactorio  sin  molestia  para  el  predio  sirviente. 
En  cartas  dirigidas  por  el  procesado  a  Raymundo 
Ochoa  B.,  administrador  de  los  tarros,  el  ocho 
de  marzo,  veintinueve  de  julio  de  mil  novecientos 
veintitrés  y  veintiuno  de  febrero  de  mil  nove¬ 
cientos  veinticuatro,  pero  cuyas  firmas  el  abogado 
de  la  acusadora  no  tuvo  el  cuidado  de  pedir  que 
fueran  reconocidas  judicialmente,  se  leen  párrafos 
como  los  siguientes,  copiados  literalmente:  Re¬ 
firiéndose  a  una  entrevista  que  el  reo  había  obte¬ 
nido  con  el  apoderado  de  Herrera  Hermanos: 
“principié  por  decirle  que  su  administrador  era 
un  hombre  intratable  y  que  no  contestaba  las 
cartas  que  Ud.  le  dirigía,  que  no  habíamos  em¬ 
pezado  la  molienda  por  causa  que  no  estaba 
entrando  nada  de  agua  y  le  hablé  de  las  zanjas 
que  han  habierto  en  el  potrero.  Por  último  le 
dije  que  deseaba  rescindir  esa  escritura  que  habían 
celebrado  con  don  Luciano  y  luego  me  contestó 
que  por  su  cuenta  corría  el  que  nosotros  no  tu- 
biéramos  ninguna  dificultad  con  este  asunto.  Que 
el  mismo  día  que  le  hablé,  escribiría  a  su  admi¬ 
nistrador,  para  que  pasara  a  revisar  la  bocatoma 
y  arreglara  el  que  entre  toda  el  agua  y  que  se 
hablaría  con  Ud.  para  los  pagos  retrasados  de 
Bembenuto,  pues  son  por  cuenta  de  EL  BAUL.  Es 
bueno  que  Ud.  le  diga  a  García  Salas  que  el 
guardián  de  la  toma  gana  tres  o  cuatrocientos 
pesos  mensuales,  hay  vea  Ud.  qué  cantidad  le 
asigna  y  bajo  esta  vase,  que  le  pague  desde  el 
momento  en  que  se  firmó  la  escritura  con  don 
Luciano.  Hay  que  hacer  que  él  mande  pagar  y 
allí  Ud.  le  entregará  un  recibo  y  no  nosotros 
mandar  cobrar.  Además,  hablamos  del  agua  para 
Santa  Lucía  y  me  indicó  que  él  lo  arreglaría.  Ha¬ 
blamos  también  de  las  zanjas  y  le  dije  que  bajo  nin¬ 
gún  punto  admitiría  el  que  éstas  quedaran  desta-* 
padas,  por  el  riesgo  que  corremos  en  que  se  nos 


mate  un  animal,  él  dijo  que  lo  arreglaría,  ya  fuera 
poniendo  tubería  de  cemento  y  después  rellenar  o 
bien  loza.-  Por  último,  me  indicó  que  él  llegaría 
personalmente  a  la  finca  a  presenciar  el  estado  de 
trabajo  de  la  toma.  Si  Ud.  tuviera  alguna  corres¬ 
pondencia  donde  estos  señores  se  comprometen 
hacer  el  trabajo  en  tiempo  determinado,  avíseme 
en  el  acto,  pues  por  no  existir  esta  cláusula  en  la 
escritura,  es  que  yo  no  puedo  rescindir  judicial¬ 
mente  de  este  compromiso.  Junte  toda  la  corres¬ 
pondencia  que  tubiera  de  García  Salas  y  envíemela 
por  correo  certificado,  pues  me  gustaría  conocerla. 
En  caso  que  existiera  alguna  carta  donde  fijen 
tiempo  para  terminar  el  trabajo,  no  le  acepte 
ningún  pago  por  cuenta  de  lo  de  Bembenuto, 
pues  esto  también  se  podría  tomar  como  que  ellos 
no  han  cumplido  con  lo  estipulado,  pero  ya  le 
digo  lo  principal  es  la  cuestión  de  que  hubieran 
fijado  plazo  para  entregar  el  trabajo  cumplido.’ 
“Con  respecto  a  lo  de  la  toma,  le  diré  que  hay 
una  cláusula  muy  terminante  en  la  escritura  que 
dice  poco  más  o  menos  que  los  señores  Herrera 
e.stán  en  la  obligación  de  hacer  la  bocatoma  de 
cemento  armado  y  cal  y  canto.  Así  como  todo 
el  trayecto  de  la  misma.  Este  punto  es  muy 
discutible  y  creo  será  la  parte  donde  yo  me  apoye, 
pues  según  esa  cláusula,  nosotros  tenemos  el 
derecho  de  exigir  que  todo  el  cauce  de  la  toma, 
desde  su  punto  de  partida  hasta  el  lugar  donde 
ellos  la  tomen,  sea  hecha  de  cal  y  canto  con  el 
agravante  para  ellos  de  tenerla  que  ampliar.  No 
dé  respuesta  ninguna  si  volvieren  a  preguntarle 
del  pago  del  guardián,  pues  antes  voy  a  que  el 
Licenciado  de  León  tenga  una  conferencia  con 
Carlos  y  ver  si  podemos  aunque  sea  modificar  la 
escritura,  ya  que  nulificarla  lo  creo  difícil ....  Así 
pues  si  volvieren  a  preguntar  contésteles  verbal¬ 
mente  que  ya  les  dirá,  pero  evite  hasta  donde  sea 
posible  escribir.”  “Tengo  que  comunicarle  que 
hoy  di  principio  al  asunto  del  agua.  Ya  hablé 
con  Carlos  Herrera  y  le  dije  su  obligación  de 
hacer  todo  el  trayecto  de  la  toma  de  mampostería. 
La  cosa  creo  que  se  va  a  poner  tirante  y  mañana 
quedó  de  hablar  liuevamente  conmigo  sobre  el 
particular,  pues  le  advertí  que  si  no  entrábamos 
en  un  arreglo  bien  entendido,  daría  mis  órdenes 
a  efecto  que  suspendieran  inmediatamente  el 
agua.  No  deje  de  estar  a  la  espectativa  de  un  mi 
telegrama  que  le  pondré  si  llega  el  caso  y  entonces 
Ud.  disimuladamente,  .trate  de  derrumbar  un 
pedazo  de  toma  sin  que  nadie  se  aperciba,  para 
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que  el  agua  no  les  llegue  y  cuando  vayan  de  el 
BAUL,  a  ver  en  qué  consiste  el  desperfecto,  Ud.  se 
opondrá  a  que  lo  arreglen,  pues  cuando  le  ponga 
mi  mencionado  telegrama  ya  habré  iniciado  algo 
en  algún  juzgado  y  no  convendría  que  hicieran 
uso  del  agua,  además  hágase  Ud.  como  que  no 
saben  que  ya  tomaron  el  agua  y  si  se  lo  llegaren 
a  decir  que  le  coja  de  sorpresa.  Yo  hasta  hoy 
que  hable  con  Carlos,  le  dije  que  no  permitiría 
que  siguiera  corriendo  el  agua  si  no  antes  se  ter¬ 
minaba  el  asunto.  De  él  salió  decirme  que  ya 
había  tomado  el  agua  y  yo  le  dije  que  me  extra¬ 
ñaba  bastante,  pues  Ud.  nada  me  había  dicho  de 
ese  asunto  y  le  agregué  que  más  bien  creía  yo 
que  lo  que  hubieran  hecho  habría  sido  ensayar  si 
corría  bien  por  el  canal  que  hicieron.  Así,  pues, 
se  lo  comunico  para  que  esté  sabido.  No  dé  res¬ 
puesta  por  escrito  a  ninguna  carta  o  comunicación 
que  le  pongan  de  EL  BAUL  y  que  trate  sobre  este 
asunto.  Conteste  sólo  de  palabra.”  Finalmente, 
el  veinticuatro  de  junio  de  mil  novecientos  veinti¬ 
cuatro  se  celebró  en  esta  capital  ante  el  notario 
don  Federico  Salazar  una  escritura  pública  en  la 
cual  se  consignaron  estipulaciones  que  estable¬ 
cieron  con  mayor  claridad  las  condiciones  de  la 
servidumbre  tarros-baul,  conviniendo  la  casa 
Herrera  Hermanos  en  que  las  obras  de  arte  se 
ejecutarían  conforme  a  un  trazo  que  determinaría 
el  ingeniero  don  Claudio  Urrutia,  en  un  plazo 
que  este  mismo  facultativo  fijaría,  y  con  todo  lo 
necesario  para  evitar  que  algún  animal  de  los 
TARROS  cayera  o  se  perjudicara  en  el  acueducto. 
En  la  cláusula  octava  de  esa  escritura  se  hizo 
constar  que,  como  compensación  adicional  de  las 
prestaciones  que  pesan  sobre  los  tarros.  Herrera 
Hermanos  pagaron,  y  Aparicio  hijo  recibió  para 
sus  representados  (los  menores  Aparicio  Barrios) 
la  cantidad  de  cinco  mil  quinientos  dollars  norte 
americanos;  y  "‘que  este  contrato  no  contiene 
obligaciones  ni  carga  alguna  sobre  los  menores 
hijos  del  señor  Aparicio,  sino  que,  por  el  con¬ 
trario,  les  otorga  derechos  únicamente,  los  cuales 
han  sido  aceptados  por  su  padre  y  tutor  natural.” 
De  esta  relación  se  deduce  claramente  que  la 
casa  Herrera  Hermanos  no  amenazaba  con  litigio 
alguno,  sino  más  bien  condescendió  a  lo  que 
requería  Aparicio,  y  aún  le  pagó  la  suma  men¬ 
cionada,  acerca  de  cuya  inversión  ya  queda  dicho 
cómo  la  explicó  el  procesado.  El  tres  de  octubre 
(1924)  el  Licenciado  don  Eladio  Menéndez  fué 
examinado  conforme  a  interrogatorios  de  muchas 


preguntas  formuladas  por  la  acusación  y  por  la 
defensa,  referentes;  a  la  servidumbre  tarros- 
baul  en  sí  misma;  a  ios  incidentes  provocados 
acerca  de  ella  considerados  como  causa  determi¬ 
nante  de  la  donación  de  los  tarros  a  los  menores 
Aparicio  Barrios;  a  las  tentativas  de  conciliación 
entre  el  reo  y  su  mujer;  a  los  medios  que  se 
buscaban  para  remediar  los  conflictos  que  aquella 
donación  ocasionaba;  una  conferencia  que  a  esos 
respectos  se  tuvo  con  el  Presidente  Orellana;  y 
por  último,  a  establecer  alguna  causa  por  la  cual 
pudiera  objetarse  la  idoneidad  de  dicho  letrado 
como  testigo.  Cada  uno  de  éstos  puntos  del  tes¬ 
timonio  será  extractado  en  el  lugar  que  le  corres¬ 
ponde  según  su  materia.  Por  lo  que  respecta  a  la 
servidumbre  tarros-baul  el  Licenciado  Me¬ 
néndez  expuso:  que  no  es  verdad  que  al  ser 
consultado  sobre  la  interpretación  que  había  de 
darse  a  la  escritura  original  en  que  se  constituyó 
la  servidumbre,  la  cual  fué  otorgada  ante  él, 
hubiese  dado  opiniones  diferentes,  y  por  ellas 
se  hubiera  enemistado  con  el  reo  Aparicio;  que 
no  es  verdad  que  él  manifestara  a  los  esposos 
Aparicio-Barrios  que  los  incidentes  acerca  de  esa 
servidumbre  hicieran  probable  una  demanda  de 
Herrera  Hermanos  sobre  modificación  de  ella  o 
por  daños  y  perjuicios;  ni  que  al  mismo  tiempo 
insinuara  la  conveniencia  de  que,  mediante  algún 
acto  simulado,  se  hiciera  aparecer  la  finca 
LOS  tarros  como  propiedad  de  otra  persona 
mientras  se  arreglaba  lo  de  la  servidumbre;  ni 
que  para  representar  el  papel  de  nuevo  dueño 
propusiera  a  Francisca  viuda  de  Barrios;  ni  que 
al  oír  tal  propuesta  Lucila  Barrios  haya  dicho  que 
en  ese  caso  prefería  hacer  donación  a  sus  hijos. 
Todo  lo  cual  pretendía  establecer  el  procesado. 
En  una  carta  dirigida  por  Lucila  Barrios  a  Ray- 
mundo  Ochoa  B.,  administrador  de  los  tarros, 
el  diez  y  seis  de  Julio  (1924)  y  que  figura  al 
folio  sesenta  y  seis  de  la  tercera  pieza  del  proceso, 
dice  la  signataria  refiriéndose  al  arreglo  sobre  la 
servidumbre  tarros-baul  que  Herrera  Hermanos 
le  han  pedido  que  dé  orden  de  echar  el  agua, 
dá  esta  orden  y  agrega:  ‘  Como  el  hecho  de  ha¬ 
berle  dado  el  dinero  a  Vicente  ya  está  consumado 
ya  no  hay  remedio.”  En  telegrama  de  la  misma 
fecha  también  agregado  al  proceso,  y  dirigido  al 
mismo  Ochoa,  se  lee:  “No  atiendas  órdenes  de 
Vicente.  Asunto  arreglado  amigablemente  hoy 
con  Herrera.  Escribo  dando  instrucciones.” 
Como  ya  se  ha  consignado  en  otra  parte  de  esta 
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relación,  el  procesado  no  llegó  a  expresar  qué 
causa  determinó  el  otorgamiento  de  la  donación 
de  LOS  TARROS;  pues  sin  dar  respuesta  directa  y 
concreta  cuando  se  le  interrogó  sobre  cómo  había 
inducido  a  su  señora  a  que  la  otorgara,  se  limitó 
a  decir:  que  primero  se  quería  que  tal  finca  se 
donara  a  la  viuda  del  Coronel  Barrios,  a  lo  cual 
él  se  opuso;  que  después  rehusó  aceptarla  él 
mismo  porque  no  lo  creía  conveniente  ni  la 
necesitaba  dada  la  amplitud  de  los  poderes  que 
se  le  habían  conferido  y  que  por  último,  después 
de  consultar  a  varios  abogados  cuyos  nombres  no 
menciona,  fué  otorgada  a  favor  de  los  menores 
Aparicio  Barrios.  En  su  escrito  del  dos  de  octubre 
(1924),  el  reo  Aparicio  dice  que  al  dar  respuesta 
a  las  preguntas  que  se  le  dirigieron  la  víspera  se  vió 
obligado  a.  guardar  reserva  acerca  del  origen  de  la 
donación  de  los  tarros,  “tanto  por  no  revelar 
las  repreguntas  que  deben  dirigirse  al  Licenciado 
Menéndez,”  “sino  por  las  continuas  y  altaneras 
interrupciones”  del  Abogado  acusador  y  la  desa¬ 
gradable  impresión  que  en  el  mismo  reo  producía 
la  presencia  de  dicho  letrado.  Parece  que  en 
seguida  fuera  a  expresarse  acerca  del  origen  de  la 
donación;  pero  el  resto  del  escrito  se  contrae  a 
argumentar  contra  la  asistencia  del  mismo  abogado 
acusador  a  las  diligencias  que  con  él  se  practi¬ 
caban.  Ese  escrito  termina  pidiendo  que  lo 
expuesto  en  él  se  tenga  presente  en  su  opor¬ 
tunidad;  y  así  lo  prometió  el  Juez  en  su  proveído. 
Francisca  Barrios  viuda  de  Barrios  declaró  el 
siete  de  agosto  (1924)  que  el  nueve  de  enero, 
cuando  ella  acababa  de  recibir  noticia  de  haber 
muerto  en  Escuintla  una  hermana  suya,  y  se 
sentía  perturbada  por  el  pesar  consiguiente,  su 
yerno  Aparicio,  mostrando  un  rollo  de  papeles 
que  decía  pertenecer  a  un  litigio  promovido  por 
los  antiguos  dueños  de  los  tarros  sobre  propie¬ 
dad  de  esa  finca,  dijo  a  las  dos  señoras  que  para 
salvarla  sería  necesario  que  figurara  como  perte¬ 
neciente  a  alguna  otra  persona  mientras  el  litigio  se 
resolvía.  El  Licenciado  don  Eladio  Menéndez, 
dando  respuesta  a  las  numerosas  preguntas  que  se 
le  dirigieron  por  la  defensa,  negó  haber  aconse¬ 
jado  dicha  donación,  manifestó  que  Lucila  de 
Aparicio  le  había  referido  que  su  marido  la  indujo 
a  otorgarla  diciéndole  que  la  discusión  acerca  de 
la  servidumbre  tarros-baul  podría  degenerar  en 
litigio  en  que  peligraría  el  dominio  de  la  finca,  y 
que  para  evitar  su  pérdida  era  necesario  que 
apareciera  como  propiedad  de  alguna  otra  persona 


durante  la  secuela  del  juicio,  y  dijo  que  la  men¬ 
cionada  señora  había  repetido  esta  explicación  en 
la  conferencia  tenida  con  el  Presidente  de  la 
República,  cuando  aquel  funcionario  tuvo  a  bien 
interponer  sus  buenos  oficios  a  fin  de  reconciliar 
a  ambos  cónyuges:  la  muerta  y  el  sobre-viviente. 
En  el  folio  cuarenta  y  siete  de  la  primera  pieza  de 
esta  causa  está  una  copia  simple  de  la  escritura 
pública  de  donación  de  la  finca  los  taros,  cuya 
parte  substancial  y  condiciones  quedaif  ya  rela¬ 
cionadas  en  párrafo  precedente  de  este  fallo. 
Los  detalles  y  condición  de  esa  operación  que¬ 
daron  consignados  en  aquel  párrafo.  Aquí 
solamente  conviene  presentar  juntas  las  fechas 
siguientes:  el  nueve  de  enero  (1924)  Francisca 
de  Barrios  recibió  la  noticia  de  la  muerte  de  su 
hermana  acaecida  en  Escuintla;  ese  mismo  día 
se  discutió  entre  ella,  su  hija  y  el  marido  de  ésta 
el  modo  de  hacer  que  los  tarros  cambiara 
aparentemente  de  propietario,  se  consultaron 
varios  abogados,  y  se  resolvió  que  tal  inmueble 
fuera  donado  a  los  menores  Aparicio  Barrios;  el 
día  siguiente,  diez  de  enero  se  redactó,  otorgó  y 
firmó  la  primera  escritura  pública  que  contiene  lo 
principal  del  acto;  el  catorce  de  enero  quedó 
firmada  la  escritura  adicional  que  contiene  los 
documentos  de  solvencia,  los  cuales  no  se  habían 
insertado  en  la  primera;  y  el  quince  del  mismo 
enero  ya  quedó  hecha  la  inscripción  en  el  Re¬ 
gistro  de  la  Propiedad  Inmueble.  El  reo  Aparicio 
aseguró  en  varios  pasajes  de  sus  declaraciones 
indagatorias,  que  él  rehusó  aceptar  la  donación 
para  él  mismo;  y  que  no  quería  que  se  hiciera  a 
favor  de  los  menores  por  creerlo  innecesario  e 
inconveniente;  y  que  en  todo  lo  referente  a  la 
finca  LOS  TARROS,  él  y  su  difunta  señora  estu¬ 
vieron  siempre  de  acuerdo  y  en  buena  armonía. 
En  las  declaraciones  de  la  viuda  del  Coronel 
Barrios,  del  Licenciado  Menéndez,  y  del  Generel 
Orellana,  aparece  que  la  señora  de  Aparicio 
manifestó  estar  en  la  creencia  de  que  aquella 
donación  era  temporal  y  no  tenía  más  objeto  que 
el  de  que  la  finca  apareciera  como  propiedad  de 
otra  persona,  mientras  se  arreglaba  el  litigio  a  que 
podría  dar  ocasión  la  servidumbre  tarros-baul. 
Pero  ya  arreglado  el  negocio  con  Herrera  Her¬ 
manos,  y  cuando  la  difunta  Lucila  Barrios  quería 
que  se  revocara  la  donación,  el  reo  opuso  a  ello 
una  obstinada  resistencia.  A  este  respecto  la 
viuda  del  Coronel  Barrios  declaró  que  desde  que 
la  donación  se  hizo,  Aparicio  Peña  comenzó  a 
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dar  mal  trato  a  su  esposa;  el  Licenciado  Me- 
néndez,  que  cuando  él  le  habló  de  revocatoria, 
en  alternativa  de  ceder  a  Lucila  el  usufructo  de 
la  cosa  donada,  encontró  en  Aparicio  una  nega¬ 
tiva  tenaz;  los  sirvientes  de  la  familia  dijeron  que 
sus  amos  tenían  frecuentes  disputas  sobre  las 
propiedades  de  la  difunta,  aunque  ellos  no  podían 
puntualizar  detalles;  y  por  último,  el  General 
don  José  María  Orellana,  dando  respuesta  ante  el 
Juez  de  lá  causa  al  interrogatorio  formulado  por 
el  Abogado  defensor,  dijo  que  al  traer  a  consi¬ 
deración  este  punto  el  reo  no  dió  más  que  res¬ 
puestas  evasivas.  Los  testigos  Ernesto  González, 
Vicente  Azzardo  y  Antonio  Llarena  declararon  el 
veinticinco  de  octubre  que  visitaban  a  Aparicio 
en  su  residencia  anterior  de  la  décima  cuarta  calle 
poniente;  que  tuvieron  ocasión  de  ver  allí,  cuando 
Lucila  Barrios  llegaba  a  conversar  con  su  marido; 
y  que  entre  ambos  se  notaba  buena  inteligencia  y 
armonía.  El  diez  y  seis  de  octubre  (1924)  los 
testigos  Doctor  don  Francisco  Salazar  y  José 
María  Salvadó  declararon  que  dieron  varios  pasos 
para  conciliar  a  los  esposos  Aparicio-Barrios; 
sin  que  su  bondadosa  intervención  haya  tenido 
buen  éxito.  J.  Daniel  Chilel  declaró  también, 
el  diez  y  siete  de  octubre,  que  había  tenido 
buena  amistad  con  el  Coronel  Luciano  Barrios; 
que  por  instancia  de  Lucila  Barrios  habló  dos 
veces  al  reo  en  busca  de  conciliación  sin  lograr 
obtenerla.  A  las  repreguntas  que  le  dirigió  el  reo, 
respondió  diciendo  que  no  es  verdad  que  haya 
solicitado  del  mismo  Aparicio  el  empleo  de  ca¬ 
poral  de  campo  en  los  tarros,  porque  él  es,  a 
su  vez,  dueño  de  fincas  que  le  producen  lo  bas¬ 
tante  para  haber  exhibido  en  la  misma  diligencia 
un  contrato  de  venta  de  mil  quintales  de  café. 
El  mismo  Licenciado  Menéndez  a  quien  ya  se 
ha  aludido  varias  veces  declaró  que  él  habría 
intervenido  gustosamente  como  árbitro  conciliador; 
pero  Aparicio  rehusó  sus  buenos  oficios  mani¬ 
festando  que  no  quería  someter  a  un  extraño  las 
intimidades  de  su  vida  conyugal.  Cuanto  a  los 
antecedentes  del  procesado,  figura  al  folio  pri¬ 
mero  de  la  tercera  pieza  de  la  causa  una  carta 
dirigida  por  el  Abogado  de  la  acusadora  a  don 
Luis  Midence  L.,  pidiéndole  informe  acerca  de 
la  conducta  personal  de  Aparicio  Peña,  en  cuya 
respuesta,  escrita  al  pie  de  la  carta,  se  lee;  co¬ 
nocí  al  señor  Aparicio  en  mi  casa  de  habitación, 
la  que  visitaba ....  Con  ese  motivo  en  varias  y 
distintas  ocasiones  me  hizo  referencias  de  su  vida 


anterior  a  su  matrimonio  y  de  la  que  llevaba  en 
el  presente.  Me  refería  sus  parrandas,  bastante 
frecuentes  en  las  que  tomaban  parte  mujeres  que 
le  pertenecían  y  que  se  jactaba  de  haberlas  des¬ 
honrado,  así  como  también  de  sus  ganancias  y 
pérdidas  en  el  juego.”  “Por  las  noticias  que  de 
él  he  tenido  en  la  sociedad,  si  he  visto  que  no 
me  mentía,  pues  están  acordes  en  todos  sus 
puntos.  Haciéndole  referencia  al  asunto  trabajo, 
puedo  decirle  sin  temor  a  equivocarme;  que  jamás 
lo  conoció,  pues  si  es  verdad  que  estuvo  empleado 
en  el  Banco  Americano,  por  recomendación  de 
su  padre,  le  tuvieron  que  dar  licencia  definitiva, 
que  no  es  muy  honroso  para  un  empleado.  Varias 
veces,  viendo  la  vida  que  llevaba,  sin  hacer 
absolutamente  nada,  le  aconsejaba  que  ayudara  a 
su  suegro  don  Luciano  Barrios,  siquiera  con  ir  a 
dar  una  vuelta  por  las  fincas;  pero  jamás  fué  a 
trabajar  sino  a  pasear.”  La  firma  “Luis  Midence 
L.”  está  legalizada  por  el  Notario  don  Carlos 
Urrutia.  Hay  también  al  folio  segundo  de  dicha 
pieza  una  Cuenta  a  cargo  de  Lucila  Barrios  de 
Aparicio  por  telas,  ropa  de  vestir  y  artículos  para 
comedor,  cancelada  por  la  Casa  A.  Bauer  y 
Compañía,  y  por  el  valor  de  trescientos  veinti¬ 
nueve  quetzales  y  treinta  y  tres  centavos.  Fué 
presentada  por  la  acusación,  sin  reconocimiento 
ni  legalización  de  firma  y  sin  decir  quién  la  pagó. 

RESULTA:  que  durante  el  sumario,  y  res¬ 
pecto  a  la  conferencia  que  ante  él  tuvieron  los 
esposos  Aparicio-Barrios,  el  General  don  José 
María  Orellana,  entonces  Presidente  de  la  Repú¬ 
blica,  dió  su  testimonio  por  medio  de  informe, 
privilegio  que  le  acuerda  la  ley  procesiva.  Pero 
ya  durante  el  plenario,  y  habiendo  presentado  el 
defensor  interrogatorio  de  varias  preguntas,  pres¬ 
cindió  de  dicho  privilegio  e  invitó  al  Juez  de  la 
causa  a  que  pasara  a  interrogarlo  a  la  casa  de 
Gobierno,  donde  se  practicó  la  diligencia  en  la 
misma  forma  de  toda  declaración  de  testigo  y 
con  el  resultado  que  ya  se  relacionó. 

RESULTA:  que  desde  el  primer  momento 
en  que  el  procesado  Aparicio  se  vió  en  presencia 
del  Juez  de  Paz  que  comenzaba  las  primeras 
diligencias,  hacía  visible  una  sobre  excitación 
nerviosa  que  se  manisfestó,  como  ya  queda  con¬ 
signado  en  la  relación  del  sumario,  por  exclama¬ 
ciones  patéticas,  las  cuales  produjo  por  primera 
vez  ai  ser  conducido  ante  el  cadáver  de  su  señora, 


J06 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


y  después  en  repetidos  pasajes  de  sus  declaraciones 
indagatorias.  Conviene  recordar  aquí,  que,  el 
día  5  de  agosto  de  mil  novecientos  veinticuatro, 
al  interrogársele  acerca  del  acto  mismo  de  disparar 
sobre  Lucila  Barrios,  no  acertaba  a  coordinar  sus 
ideas  como  hubiera  sido  necesario  para  dar  res¬ 
puesta  racional  a  las  preguntas  que  se  le  dirigieron, 
aunque  sí  las  coordinaba  al  referirse  a  temas  de 
otra  naturaleza;  es  décir,  a  procedentes  de  rela¬ 
ciones  de  familia  y  de  negocios.  Ya  en  el  plenario 
se  encuentra  el  informe  de  los  Doctores  don 
Carlos  E.  Moray  don  Miguel  T.  Molina,  quienes, 
por  comisión  del  Juez  de  Paz,  examinaron  a 
Aparicio  Peña  el  mismo  cinco  de  agosto  (1924) 
y  dijeron  que  darían  su  informe  por  separado. 
En  su  dictamen  expertal,  dichos  facultativos, 
después  de  fijar  los  dos  extremos  pertinentes  al 
caso,  saber:  si  el  procesado  es  epiléptico,  y  si 
había  obrado  bajo  influencia  mental  de  dicha 
enfermedad  bastante  a  producir  irresponsabilidad 
criminal  en  el  paciente,  establecieron  lo  siguiente: 
HECHOS  OBSERVADOS.  I.  Vuelto  Aparicio 
Peña  al  lugar  de  detención  después  de  confron¬ 
tado  con  el  cadáver  de  su  esposa,  dió  a  conocer 
ante  los  doctores  Castellanos  y  Mora  estado  de 
evidente  sobre  excitación,  ‘‘manifestada  por  ince¬ 
santes  lamentaciones,  llantos,  desesperados  ade¬ 
manes  y  frases  incoherentes.  Todo  el  aparato 
dramático  con  que  los  sujetos  nerviosos  revisten 
sus  estados  de  hiperemotividad.  Además  el  exa¬ 
minado  olía  a  alcohol;  pero  no  estaba  ébrio.” 
II.  a  pesar  de  su  exaltación,  pudo  referir  minu¬ 
ciosamente  detalles  anteriores  e  inmediatos  al 
instante  del  hecho  justiciable,  y  “afirmar,  con 
terca  insistencia,  que  de  dicho  crimen  no  tenía  el 
menor  recuerdo;  que  solo  sabía  haber  sido  provo¬ 
cado  por  las  palabras  imprudentes  de  su  esposa  y 
después  de  un  tiempo  indeterminado  que  en  su 
memoria  había  dejado  un  vacío,  haber  llegado  a 
la  prisión  bajo  la  custodia  de  un  agente  y  haber 
entregado  su  revólver  virgen  “(sic)”  ai  Sargen¬ 
to.”  III.  En  el  curso  de  su  relato  incurría  en 
frecuentes  contradicciones;  ya  expresaba  completa 
ignorancia  de  lo  ocurrido,  preguntando  si  ya 
habría  muerto  su  señora;  ya  manifestaba  pesar 
por  la  desgracia  acaecida,  ya  se  excusaba  diciendo 
que  cualquiera  otro  en  su  lugar  hubiera  hecho  lo 
mismo.  Ya  “afirmaba  tener  noción  de  haber 
cometido  un  crimen,”  y  cuidaba  de  hacer  notar, 
“como  prueba  de  su  inocencia,”  que  su  revólver 
estaba  intacto  cuando  lo  entregó  a  las  autoridades; 


y  sin  embargo  se  expresaba  con  facilidad  y  claridad, 
se  daba  buena  cuenta  de  lo  que  pasaba  a  su  alrede¬ 
dor,  respondía  con  prontitud  y  corrección  a  las 
preguntas  que  se  le  hacían,  y  percibió  la  situación 
general  de  aquel  momento  con  tal  claridad  que 
pocos  días  después  recordó  inmediatamente  la 
fisonomía  y  el  nombre  de  uno  de  los  médicos  que 
lo  examinaron,  a  quien  entonces  fué  presenta¬ 
do.  TEMPERAMENTO  Y  CONDICIO¬ 
NES  PATOLOGICAS  DEL  SUJETO: 

1.  Que  pertenece  a  una  familia  en  la  que 
la  constitución  neuropática  es  muy  conspicua;” 
que  algunos  individuos  de  ella  ‘han  padecido  de 
enfermedades  mentales  francas  y  reconocidas,  y 
otros  son: — o  fueron — personalidades  desequili¬ 
bradas  y,  hasta  cierto  punto,  inadaptables.’  ’  11. 

Que,  según  informes  descriptivos  de  personas 
que  lo  han  conocido,  ‘tiene  un  carácter  emotivo 
inestable,  violento,  propenso  al  exceso  y  salpicado 
de  extravagancias.”  (Los  médicos  se  refieren  en 
confirmación  de  este  concepto  a  la  declaración 
de  Ernesto  Barrios  Solís  y  a  la  carta  de  Miguel 
Midence,  que  ya  se  han  relatado.)  III.  Que  “las 
reacciones  desplegadas  en  este  episodio  culminante 
de  su  vida,  la  impulsividad  con  que  procedió,  el 
teatralismo  y  exageración  de  sus  remordimientos, 
y  el  estado  de  sobre  excitación  en  que  quedó  por 
muchos  días,”  comprueban  “con  toda  evidencia” 
su  temperamento  decididamente  nervioso.  IV 
Informados  de  que  el  sujeto  padece  de  epilepsia, 
los  expertos  médico-legales  creen  que  para  expre¬ 
sarse  de  una  manera  decisiva  debieran  haber 
presenciado  algún  acceso  de  esta  enfermedad; 
pero,  por  la  relación  que  de  ellos  hace  el  paciente, 
la  cual  parece  verosímil  y  coincide  con  las  des¬ 
cripciones  clásicas  del  mal  y  por  los  datos  clínicos 
que  recogieron,  tienen  que  admitir  su  posibilidad. 
V.  En  el  examen  somático  observaron :  semblante 
muy  pálido  y  demacrado;  cierta  brusquedad  de 
movimientos;  reflejos  tendinosos  muy  exagerados; 
pupilas  contraídas  y  reaccionando  vivamente  a  la 
luz;  temblor  fino  y  rápido  en  las  manos,  en  la 
lengua  y  en  los  párpados  y  ligeras  contracciones 
espasmódicas  en  la  musculatura  facial.  Los  facul¬ 
tativos  informantes  se  explican  estos  síntomas 
■por  el  temperamento  nervioso  y  por  el  estado 
emocional”  del  sujeto;  pero  advienen  “que 
también  pudieran  ser  atribuidos  a  la  epilepsia, 
máxime  si  se  toma  en  cuenta  que  el  tipo  morfo¬ 
lógico  de  Aparicio  corresponde  al  que  se  describe 
en  los  epilépticos:  asimetría  cráneo-facial;  cuerpo 
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largo  y  delgado;  implantación  perpendicular  de 
las  orejas;  globos  oculares  prominentes.”  En  el 
curso  de  este  examen  el  procesado  refirió  a  los 
médicos  que  estaba  sufriendo  de  disentería.  El 
doce  de  agosto  volvieron  a  examinarlo.  Estaba 
todavía  muy  excitado,  un  poco  ansioso  y  fácil¬ 
mente  emocionable;  sus  ideas,  sin  la  instabilidad 
de  los  primeros  momentos  eran  todavía  muy 
móviles  notándosele  ciena  tendencia  a  las  expre¬ 
siones  exageradas  y  dramáticas.  Consignadas  las 
observaciones  que  preceden,  los  médicos  legistas, 
bajo  el  epígrafe  de  discusión,  exponen  los  fun¬ 
damentos  que  la  patología,  en  su  estado  actual 
de  adelato  progresivo,  les  proporciona  como  guía 
para  llegar  a  las  conclusiones  requeridas  por  el 
caso,  y,  teniendo  en  cuenta  los  dos  extremos 
mencionados  al  principio  del  relato  de  este  docu¬ 
mento,  razonan  como  sigue,  concretándose  a  la 
epilepsia  por  concretarse  también  solamente  a 
ella  los  indicios  procedentes  del  análisis  del  caso 
presente,  y  quedar  así  eliminada  una  prolija  revi¬ 
sión  de  las  demás  enfermedades  que  afectan  el 
discernimiento  del  paciente.  La  epilepsia  no  es 
una  enfermedad  que  se  manifieste  de  manera 
continua,  sino  por  paroxismos  en  el  curso  de  los 
cuales  pueden  cometerse  actos  penados  por  la 
ley.  Admitiendo  que  la  epilepsia  alegada  por  el 
procesado  sea  una  realidad,  hay  qué  establecer  si 
su  acto  "fué  consecuencia  directa  y  necesaria  de 
uno  de  esos  paroxismos,  o  si  nada  tuvo  qué  ver 
con  ellos,  para  deducir  de  allí  que  se  encontraba 
en  estado  de  locura,  y  es,  por  lo  tanto,  irres¬ 
ponsable;  o  que  no  se  encontraba  en  ese  estado, 
y  queda  sujeto  a  la  sanción  penal.”  Cuatro  son, 
según  el  leal  saber  y  entender  de  los  expertos  las 
“características  que,  sin  lugar  a  duda,  permiten 
distinguir  cuáles  son  los  hechos  cometidos  bajo 
el  imperio  de  un  paroxismo  epiléptico,  cuáles  son 
los  delitos  que  engendra  la  epilepsia:  la  pro¬ 

ducción  súbita,  inesperada,  fulminante;  2®  la 
falta  de  motivo;  3®  la  amnesia;  4^  el  estado 
confucional  postparoxístico;  ”  y  pasan  a  examinar 
si  en  el  acto  que  estudian  y  califican  concurren 
esas  cuatro  condiciones  características.  No  en¬ 
cuentran  subitaneidad  porque  esta  consiste  en 
que,  cuando  menos  se  espera,  cuando  nada  hace 
preveer  su  arrebato,  estando  en  plena  tranquilidad 
normal,  movido  por  una  impulsión  explosiva  que 
es  el  exponente  psíquico  del  ataque,  el  epiléptico 
acomete  de  manera  ciega  e  irrefrenable  a  la  per¬ 
sona  que  le  está  más  cercana,  y  se  entrega  sobre 


ella  a  actos  de  violencia  que  pueden  llegar  hasta 
el  homicidio.  Pero  como  Aparicio  Peña  llegó  al 
delito  después  de  una  escena  tempestuosa,  que  a 
su  vez  había  sido  precedida  por  una  larga  serie  de 
desagrados,  y  hasta  anunciada  por  frases  de  ca¬ 
rácter  amenazante,  los  expertos  declaran  que  no 
concurre  en  el  caso  que  estudian  la  circunstancia 
de  subitaneidad.  Por  lo  que  respecta  a  la  carencia 
Qe  provocación  o  de  motivo,  exponen  que  el 
epiléptico  acomete  a  cualquiera,  y  no  pocas  veces 
son  ¡as  personas  más  allegadas  a  él  las  víctimas 
de  su  impulsión  homicida,  sin  que  preceda  ningún 
antecedente,  ninguna  desavenencia  que  pueda 
tenerse  como  causa.  Como  Aparicio,  según  él 
mismo  confiesa,  dió  muerte  a  su  esposa  por 
'múltiples  razones  y  sobra  de  motivos,  ”  queda 
eliminada  toda  idea  de  que  su  acción  haya  sido  el 
efecto  de  un  mero  impulso  irresistible  e  inmo¬ 
tivado.  Amnesia  o  falta  de  memoria.  Los  médicos 
legistas  describen  esta  circunstancia  diciendo: 
“El  epiléptico  es  sincero  en  su  amnesia,  no  hay 
incongruencia  ni  contradicción  en  sus  respuestas 
cuando  más  tarde  se  le  interroga,  su  actitud  es 
ostensiblemente  la  de  una  persona  que  no  sabe  de 
qué  se  le  está  hablando,  ni  trata  de  explicar  nada, 
ni  sostiene  que  ha  olvidado  porque  para  él  nada 
ha  ocurrido,  y  -cómo  puede  olvidarse  de  lo  que 
no  ocurre  .f”  Pero  encuentran  que  la  amnesia 
alegada  por  Aparicio  es  muy  particular:  se  refiere 
única  y  exclusivamente  al  crimen,  respeta  todo 
hasta  lo  más  insignificante  que  pasó  antes  y  des¬ 
pués;  y  consignan  que  en  la  segunda  entrevista 
que  con  él  tuvieron,  “había  olvidado  algunos 
detalles  (como  la  entrega  del  revólver  virgen) 
que  en  un  principio  sí  recordaba;  es  decir:  que 
su  amnesia  crecía,  se  extendía  a  otros  hechos,  al 
revés  de  lo  que  sucede  en  todas  las  amnesias 
que  no  dependen  de  una  enfermedad  orgánica 
progresiva.”  Así,  pues,  declaran  que  la  amnesia 
de  Aparicio  no  tiene  los  caracteres  de  aquella 
que  es  consecuencia  de  un  acceso  epiléptico. 
ESTADO  CONFUSIONAL.  Describen  el  que 
sigue  invariablemente  ai  paroxismo  epiléptico 
diciendo  que  es  “un  estado  de  torpeza  intelectual 
en  el  que  el  enfermo  es  incapaz  de  coordinar 
bien  sus  ideas,  de  percibir  lo  que  ocurre  a  su 
alrededor,  de  discurrir  fácilmente  y  con  propiedad, 
de  comprender  y  de  responder  con  lógica,”  es¬ 
tado  que.  por  ser  de  transición  entre  la  lucidez  y 
la  inconsciencia  se  llama  ‘‘estado  crepuscular.” 
Desde  el  primer  instante  echaron  de  menos  en 
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Aparicio  ese  estado  tan  peculiar,  porque  se  daba 
cuenta  de  todo,  supo  meditar  sus  respuestas,  y 
“si  profirió  algunas  frases  incoherentes  e  hizo 
otros  actos  desordenados,  fué  más  bien  por  el 
estado  de  sobreexcitación  en  que  se  pone  un 
sujeto  nervioso  cuando  ha  cometido  un  delito  y 
sabe  muy  bien  que  lo  ha  cometido.’’  Después  de 
estas  reflexiones,  consideran  descartada  la  hipó¬ 
tesis  de  que  el  hecho  realizado  por  Aparicio  Peña 
tenga  como  origen  un  estado  de  locura  durable  o 
transitorio.  Se  preguntan  si  esto  quiere  decir  que 
el  procesado  es  un  individuo  normal  y  excento 
de  toda  tara  psicopatológica  dándose  la  respuesta 
de  que  el  sindicado,  “como  neurópata  y  talvez 
epiléptico,  tiene  un  carácter  violento,  irascible, 
impulsivo,  que  lo  hace  estar  más  expuesto  a  las 
reacciones  delictuosas  que  un  hombre  de  otro 
temperamento.’’  Opinan  que  “no  es  dueño  de 
refrenar  sus  pasiones  como  un  individuo  bien 
equilibrado;”  sino  que  le  falta  algo  de  aquel 
poder  auto  conductor  que  permite  al  hombre 
sereno  ajustar  sus  actos  a  la  moral  del  medio 
ambiente.  Y  después  de  manifestar  que  consi¬ 
deran  al  procesado  en  el  caso  típico  de  aquellos 
individuos  a  quienes,  según  opinión  de  varias 
autoridades  de  la  ciencia  médico  legal,  conviene 
aplicárseles  el  principio  de  responsabilidad  a- 
tenuada,  que  aunque  ya  preconizado  por  la 
ciencia  todavía  no  está  admitido  por  las  leyes 
vigentes,  terminan  formulando  las  cuatro  con¬ 
clusiones  que  siguen:  1®  José  Vicente  Aparicio 
no  se  encontraba  en  estado  de  alienación  mental 
cuando  dió  muerte  a  su  esposa  Lucila  Barrios  de 
Aparicio.  2^  El  delito  por  él  consumado  no  tuvo 
por  causa  un  paroxismo  epiléptico.  3®  Su  cons¬ 
titución  psicológica,  su  temperamento  nervioso, 
su  probable  epilepsia,  son  factores  que  atenúan  su 
responsabilidad.  4^  Sólo  la  exacta  determinación 
de  los  móviles  exteriores  que  lo  impulsaron  a  la 
delincuencia  permitirá  apreciar  hasta  dónde  in¬ 
fluyeron  en  ella  los  factores  arriba  mencionados. 
A  solicitud  de  la  defensa,  el  Juzgado  de  Primera 
Instancia  dirigió  al  Doctor  don  Juan  J.  Ortega 
un  oficio  pidiéndole  que  informara  sobre  dos 
puntos,  a  saber:  si  ‘‘Aparicio  sufre  alguna  enfer¬ 
medad.  desde  cuándo,  si  es  curable,  y  si  sus 
efectos  pueden  atenuarse  con  un  tratamiento 
médico  apropiado;  y  si  por  su  constitución  y 
temperamento”  es  nervioso,  violento,  apasionado 
y  capaz  de  sufrir  fuertes  emociones.  “El  Doctor 
Ortega  dió  respuesta  el  seis  de  octubre  (1924) 


refiriendo  que  el  año  de  mil  novecientos  diez, 
llamado  a  consulta  por  los  Doctores  don  Manuel 
Aparicio  y  don  Miguel  Valladares  para  esclarecer 
el  diagnóstico  de  la  enfermedad  que  entonces 
sufría  Aparicio  Peña,  y  después  de  haberlo  ob¬ 
servado  varias  veces  y  en  diferentes  ataques, 
encontraron  los  tres  médicos  que  se  trataba  de 
epilepsia  esencial,  llegando  a  determinar  ese 
diagnóstico  por  exclusión  de  las  otras  formas  en 
que  se  presenta  la  epilepsia  sintomática.  Contra¬ 
yéndose  a  las  preguntas  del  Juez,  el  informante 
manifiesta:  que  el  procesado  era  epiléptico  en 
mil  novecientos  diez:  que  tal  enfermedad,  en 
concepto  de  la  generalidad  de  los  tratadistas  de  la 
materia,  es  incurable;  y  que  sus  síntomas  pueden 
atenuarse  con  un  tratamiento  médico  apropiado. 
Por  lo  que  respecta  al  segundo  punto  consultado 
por  el  Juez,  el  informante  no  puede  responder 
categóricamente,  porque  desde  que  observó  en  el 
año  mencionado  a  Aparicio  Peña  no  ha  vuelto  a 
tratarlo  profesionalmente.  El  defensor  pidió  tam¬ 
bién  que  se  recogiera  el  dictamen  de  los  Doctores 
don  Luis  Toledo  Herrarte  y  don  Rafael  Mauricio; 
pero  el  Juez  denegó  esa  diligencia,  y  la  Corte  de 
Apelaciones  confirmó  su  providencia  denegatoria. 
El  nueve  de  octubre  (1924)  los  Doctores  Mora 
y  Molina  ratificaron  ante  el  Juez  de  la  causa  su 
informe  del  trece  de  septiembre  y  dieron  sus 
respuestas  a  un  interrogatorio  de  treinta  y  seis 
preguntas  formulado  por  el  defensor  Licenciado 
Imeri,  dando  esta  diligencia  el  resultado  de  que 
los  dos  médicos  forences  confirmaran  en  todos 
sus  conceptos  el  informe  que  acaban  de  ratificar. 
El  veintitrés  de  octubre  (1924)  cuatro  recluidos 
de  la  Penitenciaría  Central,  llamados  Julio  Porras, 
Ramiro  Lainfiesta,  Guillermo  Balz  y  Octavio 
Porras  declararon  a  solicitud  del  defensor  como 
sigue:  el  primero  refirió  que  el  quince  del  mis¬ 
mo  mes,  como  a  las  cuatro  de  la  tarde  pasó 
a  la  celda  ocupada  por  Aparicio  Peña  a 
pedirle  que  le  copiara  a  máquina  una  carta. 
Sentados  los  dos  en  una  banca,  Aparicio  empren¬ 
dió  conversación  sobre  distintos  temas,  entre  ellos 
del  viaje  de  su  esposa  a  la  Antigua  y  de  los  puros 
que  le  llevó  de  regalo  a  su  habitación  sin  que  el 
testigo  pusiera  gran  atención  y  respondiendo  solo 
con  monosílabos.  Aparicio  comenzó  a  pasearse 
por  la  celda  con  las  .manos  en  la  cabeza,  como  si 
ésta  le  doliera,  ‘‘derrepente,  y  en  un  instante, 
dió  un  grito  agudo,  se  llevó  las  manos  a  la  parte 
de  atras  y  se  lanzó  sobre  el  que  habla  agarrándolo 
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fuertemente  del  cuello  como  para  ahorcarlo.” 
El  testigo  tuvo  que  emplear  un  gran  esfuerzo  para 
desasirse  y  arrojar  al  suelo  a  Aparicio,  pero 
viendo  al  momento  de  salir  de  la  celda  que  Apa¬ 
ricio  se  revolcaba  convulsivamente,  llamó  a  gri¬ 
tos  a  Octavio  Porras,  practicante  de  la  enferme¬ 
ría,  y  volvió  al  interior  de  la  celda  para  defender 
al  paciente  de  los  golpes  que  daba  con  la  cabeza 
contra  el  suelo.  Dijo  haber  observado  que  du¬ 
rante  la  convulción  Aparicio  tenía  las  quijadas 
trabadas,  las  manos  cerradas  y  crispadas,  los  mús¬ 
culos  tensos,  y  la  mirada  desviada,  y  le  salía  de 
la  boca  espuma  sanguinolenta.  Al  llegar  Porras, 
entre  éste  y  el  testigo,  pusieron  a  Aparicio  en  su 
cama;  Guillermo  Balz  lo  ayudó  a  contener  al 
paciente,  mientras  Porras  fué  a  la  enfermería  a 
traer  éter,  aplicándole  el  cual  logró  que  se  cal¬ 
mara,  pronunciaba  palabras  incoherentes,  como: 
“Dónde  estoy?  i  Dónde  está  mi  mujer?  Lu¬ 
cila  mía,  ven.  Pero,  qué  pasa?  ¿Porqué,  por 
qué?”;  y  se  quedaba  dormido,  después  de  pro¬ 
nunciar  esas  frases.  Porres  refirió  lo  precedente 
a  la  convulción  a  los  otros  tres  testigos.  Porras 
y  Balz  confirman  lo  que  con  referencia  a  cada 
uno  de  ellos  narra.  Porres;  pero  con  la  notable 
diferencia  de  que  el  primero  de  estos  asegura 
que,  pasadas  las  convulciones,  Aparicio  durmió 
con  sueño  ligero  durante  cosa  de  cinco  minutos,  y 
fué  al  despertar  cuando  pronunció  las  palabras 
incoherentes.  Lainfiesta  declaró  que  desde  su 
celda  había  visto  que  Porras  salía  de  la  de  Apari¬ 
cio  con  unos  frascos  en  la  mano,  e  informándose 
de  lo  sucedido,  entró  y  vió  que  el  paciente  estaba 
acostado  en  la  cama  sudando  y  quejándose  con 
la  cabeza  amarrada.  Después  le  contaron  que 
le  había  dado  un  ataque.  En  respuestas  dadas  a 
cartas  que  les  dirigió  el  Licenciado  Solís,  René 
Goubaud  y  el  General  Federico  Aguilar  V. , 
informaron:  que  estaban  presentes  en  la  casa 
número  cinco  de  ia  octava  calle  poniente  el  cinco 
de  agosto  cuando  llevaron  a  José  Vigente  Apa¬ 
ricio  Peña  a  que  reconociera  el  cadáver  de  su 
mujer;  y  pueden  asegurar  que  en  aquel  momento 
Aparicio  no  estaba  ébrio,  porque  a  cada  uno  de 
ellos  babló  rogándole  que  influyera  con  la  madre 
de  la  difunta  a  efecto  de  que  permitiera  que  el 
acusado  acariciara  a  su  mujer  muerta,  a  lo  cual 
no  consintió  la  viuda  del  Coronel  Barrios.  Ambas 
respuestas  están  firmadas  y  las  firmas  reconocidas 
ante  Notario. 


RESULTA:  que,  vencido  el  término  de  prue¬ 
ba,  agregadas  a  la  causa  las  que  rindieron  las 
partes,  escuchados  los  alegatos  de  estas  y  citadas 
para  sentencia,  se  mandaron  practicar,  para  mejor 
fallar,  varias  diligencias  que  ya  quedan  relacio¬ 
nadas;  y  depués  de  haberse  aceptado  la  renuncia 
que  del  cargo  de  defensor  del  procesado  presentó 
el  Licenciado  don  Fabián  S.  Imeri,  quien  fué 
substituido  por  el  de  igual  título  don  Raúl  Ruiz 
Castanet,  el  Juzgado  Sexto  de  Primera  Instancia 
profirió  su  sentencia  del  nueve  de  junio  de  mil 
novecientos  veinticinco,  en  la  cual  declara:  que 
José  Vicente  Aparicio  Peña  es  reo  de  parricidio, 
por  el  cual  le  correspondería  la  pena  de  muerte; 
que  abonándole  la  circunstancia  atenuante  de¬ 
terminada  por  el  inciso  primero  del  artículo  21 
del  Código  Penal,  le  impone  la  de  quince  años 
de  prisión  correccional  inconmutable  reducida  en 
una  cuarta  parte  con  las  demás  accesorias  que 
son  de  ley;  y  lo  obliga  a  satisfacer  las  responsa¬ 
bilidades  civiles  y  a  reponer  el  papel  de  la  causa 
al  del  sello  fiscal  correspondiente.  De  esta  sen¬ 
tencia  apelaron  el  apoderado  de  la  acusadora,  el 
reo  y  su  defensor.  El  recurso  fué  otorgado  en 
ambos  efectos. 

RESULTA:  que  la  Sala  Primera  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  al  recibir  el  proceso  y  en  auto 
del  diez  y  siete  de  junio  (1925)  confirió  traslado 
a  la  parte  acusadora.  El  abogado  de  esta,  Li¬ 
cenciado  Solís,  evacuó  la  audiencia  haciendo 
comentarios  de  la  sentencia  de  Primera  Instancia 
en  términos  que  se  califican  por  sí  mismos; 
reproduciendo  su  alegato  ante  el  Juez,  que  pre¬ 
sentó  impreso  un  folleto  al  cual  se  había  dado 
amplia  circulación;  y  pidiendo  que  se  revoque 
dicha  sentencia,  y  se  dicte  la  que  corresponde 
según  la  ley.  El  veintiséis  de  junio  se  dió  traslado 
al  Procurador  Defensor  de  la  Sala.  Antes  de  que 
fuera  evacuado,  y  después  de  algunas  gestiones 
extemporáneas,  el  reo  pidió  que  se  excusara  de 
conocer  en  la  causa  el  Magistrado  propietario  de 
la  Sala  Primera  Licenciado  don  Francisco  .Vle- 
néndez,  suponiendo  que  por  ser  hermano  del  Lie. 
don  Eladio  Menéndez  no  juzgaría  con  imparciali¬ 
dad.  El  Magistrado  aludido,  a  quien  se  hizo  saber 
la  solicitud,  manifestó  que  nunca  ha  abrigado  el 
menor  prejuicio  contra  el  reo  ni  contra  ninguna 
persona;  que  no  considera  motivo  legal  de  recu¬ 
sación  el  alegado  por  el  reo;  pero  que  “para  evitar 
falsas  interpretaciones,”  se  excusa  de  conocer  en 
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la  causa,  y  deja  al  arbitrio  de  los  vocales  hábiles  la 
resolución  del  incidente.  Tramitado  este  como 
corresponde,  ambas  partes  admitieron  la  excusa; 
y  los  Magistrados  hábiles  de  la  Sala  resolvieron  el 
cinco  de  octubre  (1925)  tener  por  separado  del 
conocimiento  de  este  proceso  al  funcionario  que 
se  excusó,  y  llamar  al  Fiscal  Licenciado  don 
Alfonso  Hernández  Polanco  para  integrar  el  tri¬ 
bunal.  El  primero  de  julio,  estando  aún  pen¬ 
dientes  los  traslados  que  se  habían  conferido  para 
substanciar  la  segunda  instancia,  el  reo  pidió  que 
se  abriera  la  causa  a  prueba  con  el  objeto  de  que 
se  recibiera  el  dictamen  expertal  de  los  Doctores 
Ortega,  Toledo  Herrarte  y  Mauricio,  que  había 
propuesto  en  Primera  Instancia  y  le  había  sido 
denegada;  y  para  obtenerlo  invocó  el  artículo  667 
del  Código  de  Procedimientos  Penales,  que  dice 
como  sigue:  “No  obstante  lo  dispuesto  en  los 
anteriores  artículos,  deberán  practicarse  en  la 
segunda  instancia  todas  aquellas  pruebas  que  soli¬ 
citadas  por  el  reo  o  su  defensor  sean  conducentes 
a  juicio  del  tribunal,  a  la  defensa  del  procesado.” 
El  Procurador  Defensor  se  adhirió  a  esta  solicitud 
al  evacuar  su  audiencia  el  treinta  y  uno  de  julio, 
anticipando  desde  entonces  su  protesta  de  que  en 
caso  de  denegatoria  interpondría  el  recurso  de 
casación  por  quebrantamiento  de  forma.  El  Mi¬ 
nisterio  Público  en  su  pedimento  del  veintiséis  de 
septiembre  (1925)  fué  del  mismo  parecer,  indi¬ 
cando  que  para  evitar  nulidades  se  mandara  prac¬ 
ticar  la  diligencia  solicitada,  en  uso  de  la  facultad 
que  le  confiere  la  segunda  parte  del  artículo  663 
del  Código  citado.  En  su  resolución  del  diez  de 
octubre  la  Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apelaciones 
mandó  recibir  la  prueba  de  expertos  que  el  reo 
había  propuesto,  y  para  ese  efecto  abrió  la  causa 
a  prueba  por  el  término  de  veinte  días.  El  apo¬ 
derado  de  la  acusadora  solicitó  en  su  memorial 
del  quince  de  octubre,  que  se  recibiera  también 
como  prueba  pericial  el  dictamen  de  los  Doctores 
don  Ricardo  Alvarez,  don  Rodolfo  Robles  y  don 
Carlos  Padilla,  padre,  sobre  los  mismos  puntos 
sujetos  al  estudio  de  los  expertos  propuestos  por 
la  defensa.  La  Sala  teniendo  en  consideración  que 
la  apertura  a  prueba  acordada  habría  de  contraerse 
a  la  práctica  de  la  diligencia  que  se  había  pedido 
en  Primera  Instancia,  y  no  a  otra  nueva,  denegó 
la  solicitud. 

RESULTA:  que  en  providencia  del  veinte  de 
octubre,  puesta  al  pié  de  una  solicitud  del  reo,  la 


Sala  mandó  recibir  el  informe  pericial  propuesto, 
teniendo  como  expertos  a  los  Doctores  don  Juan 
J.  Ortega  y  don  Rodolfo  Robles,  y  que  se  les 
hiciera  saber  para  su  aceptación  y  demás  efectos. 

RESULTA:  que  en  diligencias  practicadas  el 
veintidós  del  mismo  mes  cada  uno  de  los  Doctores 
Ortega  y  Robles  aceptó  el  cargo  que  se  le  había 
conferido,  prometió  ejercerlo  fielmente  según  su 
leal  saber  y  entender,  y  le  fué  discernido  en 
forma.  En  providencia  del  veintiséis  del  mismo 
octubre  la  Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apelaciones 
comisionó  al  Juez  (Sexto  de  Primera  Instan¬ 
cia  de  este  Departamento),  quien  señaló  el  día 
treinta  y  uno  para  que  a  su  presencia  y  en  la  Pe¬ 
nitenciaría  Central  los  expertos  hicieran  el  reco¬ 
nocimiento  del  reo.  A  la  práctica  de  la  diligencia 
no  estuvo  presente  el  Doctor  Ortega,  sino  sola¬ 
mente  el  Doctor  Robles,  quien  comenzó  por  inte¬ 
rrogar,  a  presencia  del  Juez  y  su  Secretario,  al 
farmacéutico  empírico  encargado  del  botiquín,  del 
presidio,  Julio  Zavala,  y  a  Luis  F.  Mazariegos, 
compañero  de  prisión  del  procesado;  y  estos  dos, 
dando  respuesta  a  las  preguntas  del  médico, 
hicieron  la  narración  descriptiva  que  sigue:  Za¬ 
vala,  sin  expresar  fecha  dice:  que  el  reo  estaba 
en  la  cama,  donde  lo  tenían  asido  fuertemente; 
se  debatía  en  convulsiones,  “lanzando  y  reco¬ 
giendo  los  miembros;”  arrojaba  espuma  sangui¬ 
nolenta  por  la  boca  con  respiración  estertorosa, 
y  privado  de  conocimiento.  Después  de  una  hora 
más  o  menos,  se  calmaron  las  convulciones,  y  el 
enfermo  quedó  en  sopor  absoluto,  ajeno  a  todo 
lo  exterior,  sin  dar  ninguna  señal  de  oír  lo  oue  se 
le  decía,  y  con  los  ojos  fijos  en  estravío  conver¬ 
gente,  y  las  pupilas  sumamente  dilatadas.  Todo 
esto  antes  de  haberle  administrado  ningún  me¬ 
dicamento.  ”  Mazariegos  presenció  dos  ataques 
sufridos  por  Aparicio.  En  ambos  el  paciente  dió 
un  grito  agudo  y  estridente;  cayó  rígido;  y  des¬ 
pués  tuvo  convulciones,  arrojando  espuma  san¬ 
guinolenta  por  la  boca,  con  los  ojos  fijos.  Este 
testigo  no  notó  si  las  pupilas  estaban  dilatadas. 
Durante  el  ataque,  que  duró  como  tres  cuartos 
de  hora,  más  o  menos,  el  reo  estaba  completa¬ 
mente  ageno  a  todo  lo  exterior,  quedó  en  sopor 
completo  y  con  respiración  estertorosa.  El  médico 
explicó  lo  que  es  “respiración  estertorosa,” 
imitándola;  y  Mazariegos  dijo  que  exactamente 
así  era  la  de  Aparicio,  agregando  que  después 
del  ataque  el  reo  queda  dormido,  y  despierta 
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atontado  sin  tener  memoria  ninguna  de  lo  pasado. 
Estos  dos  testigos  ratificaron  su  dicho  asegurando 
que  entienden  el  sentido  de  todas  las  palabras 
técnicas  consignadas.  Aprovechando  la  coin¬ 
cidencia  de  que  el  Licenciado  don  Julio  Gómez 
Robles  era,  al  momento  de  practicarse  esta  dili¬ 
gencia,  Juez  Sexto  de  Primera  Instancia,  y  había 
sido  el  Juez  de  Paz  que  instruyó  las  primeras 
diligencias  en  agosto  de  mil  novecientos  veinti¬ 
cuatro,  el  Doctor  Robles  le  dirigió  la  siguiente 
pregunta:  “siendo  una  base  sólida  para  mi  infor¬ 
me  que  el  reo  no  tenga  memoria  ninguna  de 
haber  él  dado  personalmente  muerte  a  su  esposa, 
y  siendo  Usted,  Señor  Juez,  un  hombre  cons¬ 
ciente,  instruido,  inteligente  y  versado  en  inte¬ 
rrogatorios  y  psicología  de  criminales,  sírvase 
después  de  reflexionar  bien,  de  la  importancia  de 
su  respuesta  y  tratando  de  recordar  los  hechos 
que  estén  bien  claros  en  su  memoria,  ya  que  es 
un  deber  de  todo  ciudadano  de  ayudar  a  la  verdad, 
responderme  a  la  siguiente  pregunta:  ¿Cree  Ud. 
firmemente  según  su  conciencia  que  Aparicio 
Peña  no  tenía  memoria  en  el  instante  preciso  del 
primer  interrogatorio,  de  haber  él  dado  muerte 
personalmente  a  su  esposa?  El  Licenciado  Robles 
respondió;  “El  estado  de  confusión  en  que  se 
encontraba  el  reo  en  los  primeros  momentos, 
me  hacen  creer  conforme  a  mi  conciencia  que 
Aparicio  Peña,  dada  la  desorientación  mental  en 
que  lo  encontré  carecía  de  memoria  del  hecho, 
siendo  esta  una  apreciación  puramente  personal.” 
Con  esto,  y  con  manifestar  el  Doctor  Robles  que 
informaría  por  separado,  quedó  terminada  la 
diligencia,  que  firmaron  el  Juez,  el  Médico  y  el 
Secretario;  pero  no  los  testigos  interrogados  por 
el  Doctor  Robles,  A  solicitud  del  defensor  se 
señaló  nueva  audiencia  la  del  tres  de  noviembre 
(1925)  para. que  el  Doctor  Ortega  practicara  el 
examen  del  procesado.  En  el  acta  de  la  diligencia 
consta  que  el  Doctor  Ortega,  después  de  exa¬ 
minar  al  reo  José  Vicente  Aparicio  hijo,  y  según 
su  leal  saber  y  entender,  confirmó  que  dicho 
sujeto  es  un  epiléptico,  y  ofreció  que  por  se¬ 
parado  daría  su  informe  escrito  ‘de  todos 
los  puntos  y  detalles’’  en  que  basa  su  afirmación. 
En  su  informe,  el  Doctor  Robles  comienza 
por  hacer  saber  a  los  jueces”  que  el  mundo 
entero  científico,  acepta  que  todo  IMPULSO 
EPILEPTICO  es  irresistible  y  el  hombre  que  lo 
sufre  totalmente  irresponsable,  y  que  lo  único 
que  caracteriza  este  impulso  es  que  el  ejecutante 


NO  GUARDA  DEL  HECHO  MEMORIA.” 
Pasa  a  dar  una  definición  de  lo  que  es  la  epilepsia, 
a  enumerar  tres  temas  que  es  necesario  tener  en 
cuenta  para  conocer  al  epiléptico,  a  saber:  su 
estado  mental  ordinario  o  carácter;  sus  disturbios 
mentales  pequeños  o  grandes;  y  la  demencia 
epiléptica,  de  las  cuales  considera  imposible  hacer 
un  estudio  compieto  en  su  informe,  y  anuncia 
que  tomará  solamente  lo  que  interese  al  caso,  es 
decir:  las  bases  sólidas  en  que  se  apoyará,  las  que 
califica  así  por  que  serán  “todas  locuciones  cita¬ 
das  de  autores.”  Estudiando  cada  uno  de  los 
tres  temas,  expresa:  que  el  epiléctico  “bien  puede 
ser  un  hombre  sumamente  cuerdo  y  bruscamente 
volverse  loco,  demencia  que  puede  durar  un 
segundo,  un  minuto,  una  hora  o  más  y  después 
vuelve  a  ser  el  hombre  inteligente,  correcto  y 
honorable;”  que  “estos  disturbios  mentales  pue¬ 
den  sobrevenir  bruscamente  a  todos  los  epilépticos 
una  vez,  o  repetirse  muchas  veces;”  que  la 
manía  epiléptica  simple  “es  frecuentemente  post- 
paroxística :  después  de  un  acceso  completo  e 
incompleto  el  enfermo  tiene  bruscamente  deli¬ 
rio  y  agitación:  va,  viene,  desplaza  los  obje¬ 
tos  situados  a  su  alcance  sin  razón  y  sin  método, 
repite  indefinidamente  las  mismas  palabras,  las 
mismas  frases;”  que  si  se  le  interpela  responde 
breve,  pero  correctamente,  y  ‘‘ESTA  PARTI¬ 
CULARIDAD  ES  MUY  IMPORTANTE.” 
Asegura  el  doctor  informante  que  estas  circuns¬ 
tancias  retratan  a  Aparicio  en  el  interrogatorio 
que  se  le  hizo  después  de  cometido  el  acto  por 
el  cual  se  le  procesa.  Toma  como  prueba  con¬ 
cluyente  para  él  el  informe  de  Julio  Zavala  y 
Luis  F.  Mazariegos  y  ia  apreciación  personal  del 
Licenciado  Gómez  Robles  tales  como  se  con¬ 
signaron  en  el  acta  de  treinta  y  uno  de  diciembre. 
Por  último,  y  después  de  insertar  opiniones  de 
autoridades  científicas,  según  las  cuales  el  epi¬ 
léptico  que  ha  ejecutado  algún  acto  bajo  el 
impulso  de  su  dolencia  unas  veces  lo  ha  olvidado 
por  completo,  otras  lo  recuerda  vagamente,  y 
otras  haciendo  esfuerzos  sobre  sí  parece  que 
llegara  a  recordarlo,  o  casi  convencido  por  lo  que 
se  le  dice  y  se  le  pregunta  trata  de  llenar  el 
HUECO  DE  SU  MEMORIA,  y  parece  que 
recordara  su  acto:  después  de  dar  por  cierto  que 
Aparicio  fué  interrogado  por  primera  vez  a  los 
cinco  minutos  de  haber  disparado  sobre  su  mujer; 
y  después  de  consignar  que  en  este  caso  existen 
“los  dos  caracteres  únicos  que  nos  permiten  saber 
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la  verdad,”  a  saber:  "falta  de  memoria  del 
hecho  y  estado  de  incoherencia  cinco  minutos 
después  del  acto  impulsivo,”  declara:  que,  en  su 
concepto.  "José  Vicente  Aparicio  P.,  debe  ser 
considerado  por  un  epiléptico  irresponsable  por¬ 
que  todo  parece  demostrar  que  su  acto  fué  come¬ 
tido  por  impulso  erresistible  epiléptico;”  y  da 
respuesta  a  las  dos  preguntas  que  se  le  dirigieron 
como  sigue.  A  la  primera:  "si  en  el  instante  en 
que  (Aparicio)  disparó  su  revólver  se  hallaba 
totalmente  privado  del  uso  de  la  razón,  proce¬ 
diendo  sin  conocimiento  y  movido  por  un  impulso 
irresistible  e  involuntario,”  con  esta  frase:  ‘que 
sí  procedió  movido  por  un  impulso  irresistible  e 
involuntario.”  A  la  segunda:  "Si  el  estado 
psicológico  del  señor  Aparicio  en  aquel  momento 
trágico,  fué  movido  por  una  impulsión  epiléptica, 
o  si,  sin  excluir  la  posibilidad  de  que  haya  sufrido 
un  paroxismo  impulsivo,  perdió  momentánea¬ 
mente  el  uso  de  la  razón,  por  su  temperamento 
epiléptico,  nervioso,  emotivo,  violento,  por  las 
circunstancias  que  precedieron  inmediatamente  al 
hecho  y  por  todas  las  que  concurrieron  en  el 
mismo  acto,”  con  esta  otra  frase:  “que  sí,  ha¬ 
ciendo  la  salvedad,  que  la  pérdida  de  su  total 
responsabilidad  no  fué  momentánea  y  que  puede 
considerarse  que  aún  en  el  momento  del  inte¬ 
rrogatorio  del  Juez,  es  decir:  poco  más  o  menos 
cinco  minutos  después  de  cometido  el  acto,  no 
era  aún  responsable.”  Este  informe  del  Dr.  Robles 
lleva  la  fecha  de  tres  de  noviembre  de  mil  nove¬ 
cientos  veinticinco.  El  Doctor  Ortega,  que  tam¬ 
bién  examinó  al  procesado  en  la  Penitenciaría, 
dió  su  informe  el  cuatro  del  mismo  noviembre. 
Primero  repite  lo  que  refirió  en  su  primer  informe 
acerca  de  haber  examinado  al  procesado  Aparicio 
más  de  diez  años  antes  y  cuando  todavía  era 
menor  de  edad  en  consulta  con  los  Doctores 
Padilla,  Valladares  y  Aparicio  (don  Manuel)  y 
más  tarde  con  los  Doctores  don  Mariano  J. 
López  y  don  Alberto  Enríquez  Toro.  La  primera 
vez  pudo  formar  diagnóstico  seguro  de  que  dicho 
procesado  sufre  de  epilepsia  esencial  ‘"enfermedad 
grave  e  incurable.”  Confirmó  este  diagnóstico 
en  la  segunda  vez,  y  en  mil  novecientos  veinti¬ 
trés,  cuando  lo  vió  en  ocasión  en  que  trató  al 
Coronel  Barrios.  Expone  que  los  epilépticos  son, 
a  veces  taciturnos  y  retraídos;  a  otras  obsequiosos, 
mimosos  y  "llenos  de  efusión  y  de  duizura.” 
Pero  estas  diferencias  "no  se  refieren  más  que  a 
las  DISPOSICIONES  EXTERIORES.”  En 


el  fondo  “son  todos  o  casi  todos  los  epilépticos 
irritables,  sujetos  a  crisis  de  cóleras^  súbitas, 
violentas  y  furiosas  durante  las  cuales  NO  SON 
DUEÑOS  DE  SI,”  h^ce  notar  que  el  paro¬ 
xismo  epiléptico  se  presenta  a  veces  en  su  plenitud 
recorriendo  todas  sus  fases, .  Tónica,  Clónica,- 
caetera  y  otras  en  accesos  muy  cortos  y  sin 
convulciones,  pero  que,  "por  su  corta  duración, 
su  violencia  y  la  manera  súbita  de  presentarse  son 
verdaderas  crisis  epilépticas  llamadas  EQUIVA¬ 
LENTES  EPILEPTICOS,  y  que  tienen,  "para 
el  clínico,  el  mismo  valor  que  una  crisis  típica.” 
Se  han  observado  ‘  en  esta  última  forma,  actos 
de  gran  delincuencia,  como  el  homicidio,  el  in¬ 
cendio,  ”  delitos  del  orden  sexual  y  otros,  res¬ 
pecto  a  los  cuales  el  informante  adopta  la  opinión 
de  Regis:  "que  los  impulsos  de  los  epilépticos 
llevan  en  sí  la  huella  del  estado  patológico  de 
que  dependen:  rapidez  de  aparición,  violencia 
ciega  y  brutal,  rapidez  y  brevedad,  inconsciencia 
automática,  amnesia,  reiteración  similar  intermi¬ 
tente  o  periódica.”  Por  lo  que  respecta  a  hechos 
establecidos  acerca  del  caso,  el  Doctor  Ortega 
escribe:  "El  estado  amnésico  post-paroxístico  y 
de  confusión  que  forma  uno  de  los  elementos  del 
impulso  epiléptico,  fué  comprobado  por  el  Juez 
que  instruyó  las  primeras  diligencias,  pues  mani¬ 
fiesta:  que  cuando  interrogó  al  señor  Aparicio, 
sus  respuestas  eran  confusas  y  con  síntomas  aiu- 
cinatorios,  y  que,  hasta  después  de  haber  trans¬ 
currido  más  de  veinte  minutos,  logró  encarrilando 
la  declaración,  que  expusiera  los  hechos  que 
constan  en  el  acta  respectiva.”  ‘También  aparece 
en  la  causa,  que  Aparicio  no  dijo  una  palabra; 
no  supo  nada  de  lo  que  ocurrió,  cuando  lo  llevaron 
frente  al  cadáver  de  su  esposa.”  De  lo  relacionado 
acerca  de  la  epilepsia  de  los  antecedentes  pato¬ 
lógicos  y  temperamento  del  procesado,  y  de  las 
causas  que,  a  su  juicio,  "ocasionaron  el  drama 
que  terminó  con  la  muerte  de  doña  Lucila  Ba¬ 
rrios  de  Aparicio,”  el  Doctor  Ortega  concluye: 
19  que  en  el  instante  en  que  Aparicio  disparó  su 
revólver  se  hallaba  bajo  la  influencia  de  un  ataque 
epiléptico  o  de  su  equivalente,  que  lo  privó  del 
uso  de  la  razón,  y,  en  consecuencia,  del  cono¬ 
cimiento.”  2°  que  del  estudio  que  hemos  hecho 
del  temperamento  morboso  de  Aparicio,  así  co¬ 
mo  de  las  causas  que  deben  haber  originado 
el  desequilibrio  de  sus  facultades  mentales, 
se  deduce  que  fué  un  violento  impulso 
epiléptico  inconsciente  la  causa  que  lo  privó 
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de  la  razón  en  aquél  momento  trágico.” 
El  veinte  de  noviembre  a  las  tres  de  la  tarde  fué 
recibido  en  la  Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apela¬ 
ciones  un  escrito  del  Licenciado  don  Eliseo  Solís, 
en  el  cual  consigna  comentarios  diversos  y  formula 
varios  argumentos  acerca  del  informe  de  los 
Doctores  Robles  y  Ortega  y  acompaña  un  estudio 
de  dichos  informes  preparado  por  los  Doctores 
Mora  y  Molina,  en  el  que  rebaten  punto  por¬ 
punto  las  opiniones  de  los  dos  facultativos  mencio¬ 
nados  aquí  en  primer  lugar,  y  concluyen  su  estu¬ 
dio  así:  “Recapitulando  nosotros  también  para 
oponer  nuestras  conclusiones  a  las  del  Doctor 
Robles,  diremos:  19  que  la  realidad  de  un 
“impulso  irresistible  e  involuntario”  no  es  admi¬ 
sible  desde  el  momento  que  hubo  premeditación, 
provocación,  previa  querella,  conciencia  del  hecho 
como  para  poder  recordarlo  y  tratar  de  excusarlo, 
conservación  del  juicio.  2°  que  no  hubo  impul¬ 
sión  epiléptica  por  las  mismas  razones  anterior¬ 
mente  expuestas  y  porque  faltaron  la  repentinidad 
del  acto,  su  brutalidad  o  ferocidad,  el  estado  cre¬ 
puscular  post-paroxístico.  ”  “Debemos  sin  embar¬ 
go,  insistir  por  espíritu  de  justicia  en  lo  que 
decíamos  en  nuestro  informe  del  ano  pasado: 
Aparicio,  como  epiléptico,  no  es  un  individuo 
normal;  no  es  un  sujeto  capaz  de  dominar  sus 
pasiones  tan  bien  como  un  sujeto  sano;  no  es 
responsable  más  que  a  medias  del  crimen  que 
consumó.  Estas  circunstancias  deben  ser  tenidas 
muy  en  cuenta  al  aplicarle  la  pena,  porque  no 
sería  justo  que  se  le  tratara  como  a  un  hombre 
indemne  de  toda  anomalía  psicológica,”  En 
providencia  del  veintiuno  del  mismo  noviembre 
la  Corte  de  Apelaciones  mandó  agregar  a  sus 
antecedentes  tanto  el  escrito  como  el  estudio.  En 
providencia  del  veinticuatro  de  noviembre  (1925), 
y  a  solicitud  del  defensor,  la  Sala  Primera  mandó 
pedir  el  informe  del  Doctor  don  Federico  Azpuru 
España,  quien,  como  se  ha  consignado  ai  rela¬ 
cionar  las  constancias  del  sumario,  observó  al  reo 
el  cinco  de  agosto  de  mil  novecientos  véinticuatro. 
No  hay  constancia  de  que  se  haya  discernido  el 
cargo  de  dicho  facultativo,  cuyo  informe  con  su 
firma  legalizada  por  el  Notario  don  Manuel 
Coronado  Aguilar,  fué  presentado  por  el  defensor 
el  veintiséis  del  mes  citado  a  las  cuatro  de  la 
tarde,  y  mandado  agregar  a  sus  antecedentes. 
El  Doctor  Azpuru  principia  por  “hacer  una 
aclaración  o  rectificación  referente  a  algunas 
inexactitudes  que  contiene  el  acta  levantada  por 


el  Señor  Juez  2^  de  Paz,”  la  cual  copia  y  ya  fué 
relacionada.  Dice  haber  sido  requerido  por  un 
agente  de  Policía  de  orden  de  dicho  Juez  a  las 
tres  y  media  y  no  a  las  seis  de  la  tarde;  que  en 
ese  momento  concurrió  a  la  segunda  sección  de 
dicho  servicio  donde  estaban :  el  prevenido  y  el 
Comandante  de  la  Sección,  un  agente  y  el  Secre¬ 
tario,  pero  no  el  Doctor  Mora  a  quien,  según 
.sabe,  se  requirió  más  tarde  (a  las  6  p.  m.);  que 
procedió  al  reconocimiento,  pero  que  su  informe 
no  fué  pedido  entonces,  sino  hasta  la  fecha  del 
mismo:  que  Aparicio  no  le  pidió  veneno,  ni  que 
lo  pasaran  por  las  armas  ni  se  arrojaba  contra  las 
paredes,  sino  que  cuando  pudo  hacer  que  contes¬ 
tara  a  su  interrogatorio,  “emitió  frases  lacónicas, 
tiernas  y  cariñosas  para  su  esposa  e  hijos.” 
Refiere  el  Doctor  que  “procurando  calmar  un 
tantó  su  estado  nervioso  (de  Aparicio)  y  después 
de  un  largo  rato”  pudo  obtener  algunos  datos  de 
lo  que  había  hecho  durante  las  primeras  horas  de 
la  tarde  hasta  el  momento  de  llegar  a  ver  a  su 
esposa;  refirió  algo  acerca  de  su  conversación 
con  ella,  que  desde  el  momento  en  que  ella, 
repudiando  su  cariño  le  confesó  que  tenía  un 
amante,  ya  no  supo  más.  Analizó  con  todo 
cuidado  el  estado  de  su  memoria,”  y  pudo 
“comprobar  que  real  y  efectivamente  no  se 
acordaba  de  nada  acerca  del  momento  trágico 
que  tuvo  por  resultado  la  muerte  de  su  esposa.” 
Después  de  las  acostumbradas  consideraciones 
acerca  de  la  epilepsia,  de  los  impulsos  epilépticos, 
y  de  la  importancia  de  estos  en  Medicina  Legal, 
concluye:  “CREO  QUE  EL  SR.  APARICIO 
EN  EL  MOMENTO  DE  DISPARAR  SU 
REVOLVER  LO  HIZO  POSEIDO  DE  UN 
IMPULSO  EPILEPTICO  REFLEJO  Y  CO- 
.VIO  TAL,  SUBITO,  IRRESISTIBLE  E 
INCONSCIENTE.” 

RESULTA:  que,  conferidos  los  traslados 
procedentes,  y  oídos;  las  partes  oficiales,  el 
defensor  y  el  acusador;  y  llamados  autos  para 
sentencia,  la  Sala  Primera  de  Apelaciones  dictó 
su  ejecutoria  del  diez  y  nueve  de  abril  de  mil 
novecientos  veintiséis,  en  la  cual  confirma  la 
sentencia  de  Primera  Instancia  “con  la  modifi¬ 
cación  de  que  la  pena  que  corresponde  al  delin¬ 
cuente,  es  la  de  quince  años  de  prisión  correc¬ 
cional  inconmutable.” 

RESULTA:  que  contra  la  sentencia  de  Según- 
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da  Instancia  que  acaba  de  relacionarse  se  han 
interpuesto  dos  recursos  de  casación,  como  sigue: 
el  uno  por  el  reo,  con  auxilio  del  Licenciado  don 
Raúl  Ruiz  Castanet,  en  escrito  fechado  el  veinti¬ 
dós  de  abril  de  mil  novecientos  veintiséis,  alegando 
que  en  dicha  sentencia  ejecutoria  se  han  infrin¬ 
gido  las  leyes  siguientes:  artículos  16  y  18  del 
Decreto  Legislativo  número  1,366;  artículos  20, 
inciso  noveno  77,  79,  80,  4  y  293  del  Código 
Penal;  162  del  de  Procedimientos  Penales.  Esta 
misma  parte,  en  su  memorial  del  veintiséis  de 
abril,  y  manifestándose  temerosa  de  que  su  primer 
escrito  no  hubiera  sido  presentado  en  tiempo, 
porque  la  notificación  al  acusador  se  había  hecho 
posteriormente  (el  veinticuatro  de  abril),  reiteró 
el  recurso  que  ya  había  interpuesto,  diciendo  que  lo 
interponía  de  nuevo.  Se  le  mandó  hacer  saber  que 
el  recurso  se  estaba  ya  tramitando  a  virtud  de  su 
primer  memorial.  El  otro,  por  la  parte  acusadora 
en  escrito  que  suscribió  el  Licenciado  don  Eliseo 
Solís,  apoderado  de  Francisca  Barrios  viuda  de 
Barrios,  el  treinta  de  abril;  escrito  en  el  cual, 
manifestando  que  la  pena  que  debe  imponerse  al 
reo  es  lá  de  muerte,  y  asegurando  “por  la  centé¬ 
sima  vez”  que  no  quiere  hacer  daño  a  nadie, 
alega  que  en  la  sentencia  de  Segunda  Instancia  se 
han  infringido  las  leyes  siguientes:  artículos  21, 
inciso  décimo  y  78  del  Código  Penal/  y  el  2  del 
Decreto  Legislativo  número  458. 

CONSIDERANDO:  que  en  ninguna  de  las 
constancias  del  proceso  hay  prueba,  ni  indicio 
siquiera,  de  que  el  acusado  obrara  bajo  violencia 
física  o  moral  que  en  él  se  ejerciera,  caso  en  que 
quedaría  excento  de  responsabilidad  criminal, 
porque  para  que  tal  violencia  hubiera  existido 
sería  necesario  que  alguna  tercera  persona  la 
hubiese  empleado  compeliéndolo,  obligándolo, 
violentándolo  para  que  ejecutara  el  acto  delictuoso. 
Por  esta  razón  no  es  aplicable  el  inciso  noveno 
del  artículo  20  del  Código  Penal;  y  la  Sala  sen¬ 
tenciadora  no  ha  podido  incurrir,  ni  incurrió,  en 
infracción  de  esta  ley. 

CONSIDERANDO:  que  los  incisos  pri¬ 
mero,  séptimo  y  décimo  del  artículo  21  del 
Código  Penal  tampoco  han  sido  infringidos  por 
las  razones  respectivas  que  se  expresan  a  con¬ 
tinuación.  Primera:  El  inciso  primero  de  dicho 
artículo  establece  que  se  calificarán  como  cir¬ 
cunstancias  atenuantes  ‘las  expresadas  en  el 


artículo  anterior  (que  es  el  20  del  Código  citado) 
cuando  no  concurran  todos  los  requisitos 
necesarios  para  excluir  la  responsabilidad  cri¬ 
minal  o  eximir  de  ella  en  sus  respectivos  casos.” 
La  causa  eximente  de  responsabilidad  criminal 
que  se  ha  alegado  en  el  presente  caso  no  contiene 
diversos  requisitos  que  hayan  de  concurrir  para 
determinarla,  como  sucede  en  las  establecidas  por 
los  incisos  cuarto,  quinto,  sexto  y  séptimo  del  mis¬ 
mo  anículo  20  del  Código  Penal.  Segunda:  El 
inciso  79  del  Art.  21  del  Código  que  acaba  de  ci¬ 
tarse  establece  como  circunstancia  atenuante  ‘‘la 
de  obrar  por  estímulos  tan  poderosos  que  natural¬ 
mente  hayan  producido  arrebato  u  obsecación.” 
La  Sala  sentenciadora,  al  aceptar  según  su  cri¬ 
terio  la  parte  de  la  confesión  que  favorece  al  reo 
de  haber  delinquido  impulsado  por  la  declaración 
paladina  de  su  mujer  de  haberle  retirado  el  amor 
jurado  para  darlo  a  otro,  y  al  calificar  esa  decla¬ 
ración  como  estímulo  suficiente  para  causar  en 
cualquiera  arrebato  y  obsecación,  y  con  mayor 
razón  en  aquél  que  por  causa  de  enfermedad  ha 
adquirido  un  temperamento  nervioso,  impulsivo 
y  violento,  el  cual  las  intimidades  conyugales  de 
seis  años  debieron  ser  bastantes  para  haberlo  bien 
conocido  por  la  esposa  que  lo  provocó,  hizo 
correcta  aplicación  del  mencionado  precepto  le¬ 
gal,  y  correcta  aplicación  del  artículo  614  del 
Código  de  Procedimientos  Penales,  el  cual  pres¬ 
cribe  que  “cuando  la  confesión  fuere  calificada  y 
no  hubiere  pruebas  ni  en  pro  ni  en  contra  de  las 
circunstancias  que  la  califiquen  o  modifiquen,” 
el  tribunal  admitirá  la  confesión  del  reo  en  la 
parte  que  lo  favorece  teniendo  en  cuenta  la  con¬ 
ducta  anterior  del  mismo  reo.  del  ofendido  y  los 
antecedentes  que  hubiere  entre  ellos,  pues  esa 
ley  no  requiere  para  esto  que  la  confesión  haya 
sido  expontánea.  3?  El  artículo  21  del  Código 
Penal  establece  en  su  inciso  décimo  que  es  cir¬ 
cunstancia  atenuante  “la  confesión  expontánea 
del  reo  cuando  sin  ella  procediere  su  absolución.” 
Según  aparece  claramente  en  la  parte  expositiva 
de  esta  sentencia,  el  reo,  que  fué  interrogado 
varias  veces  y  por  extenso  dándosele  todas  las 
oportunidades  de  manifestar  cuanto  le  pareció 
conveniente,  no  llegó  a  producir  una  confesión 
expontánea,  ya  que  hasta  cuando  se  le  preguntó 
cuál  había  sido  el  verdadero  motivo  de  su  crimen 
respondió  que  la  locura  de  los  celos  que  en  aquél 
momento  vió  confirmados,  y  cuando  se  le  tomó 
confesión  con  cargos  manifestó  que  aunque  en 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


315 


la  causa  aparecen  fuertes  presunciones  en  su 
contra,  y  estas  le  hacen  sospechar  que  haya  co¬ 
metido  tal  delito,  pero  en  su  fuero  interno,  está 
convencido  de  su  inocencia;  conceptos  que  de¬ 
muestran  que  la  confesión  hecha  por  José  Vi¬ 
cente  Aparicio  Peña  carece  de  la  expontaneidad 
requerida  por  la  ley  que  acaba  de  transcribirse. 
Además,  esas  presunciones,  bien  calificadas  por 
el  reo  mismo,  y  que  nacen  de  lo  declarado  por 
la  madre  de  la  víctima,  ¡os  sirvientes  de  la  familia 
y  el  agente  de  Policía  que  hizo  la  captura,  reúnen 
todas  las  condiciones  prescritas  por  el  Código  de 
Procedimientos  Penales  en  sus  artículos  595,  596, 
597  y  601.  Así  pues,  la  ley  que  se  examina  no 
es  aplicable  al  caso  que  se  juzga,  y  no  ha  podido 
ser  infringida  por  el  Tribunal  de  Segunda  Ins¬ 
tancia. 

CONSIDERANDO;  que  las  razones  con¬ 
tenidas  en  los  dos  párrafos  anteriores  demuestran 
que  no  es  aplicable  al  presente  caso  el  artículo 
80  del  Código  Penal,  porque  no  se  trata  de  un 
hecho  que  no  sea  del  todo  excusable  por  falta  de 
alguno  de  los  requisitos  cuya  concurrencia  se 
exige  para  eximir  de  responsabilidad  criminal,  y 
en  el  cual  concurran  el  mayor  número  de  ellos. 
Por  consiguiente,  no  ha  podido  infringirse,  ni  se 
infringió,  dicha  ley  en  la  sentencia  recurrida. 

CONSIDERANDO:  que  no  se  ha  infringido 
el  articulo  293  del  Código  Penal,  porque  el  cinco 
de  agosto  de  mil  novecientos  veinticuatro  ya  no 
estaba  vigente  a  causa  de  haberse  reformado  por 
el  Decreto  Legislativo  número  458,  y  porque  el 
Decreto  Legislativo  número  1,366  contiene  la 
misma  derogatoria  en  sus  artículos  5  y  18. 

CONSIDERANDO:  que  no  se  ha  infringido 
el  artículo  4  del  Código  Penal,  porque  el  artículo 
2  del  Decreto  Legislativo  número  458  y  el  5  del 
1,366  imponen  la  misma  pena  al  delito  que  se 
juzga,  y  porque  el  segundo  de  dichos  decretos 
no  contiene  ninguna  disposición  que  a  este  res¬ 
pecto  sea  favorable  al  procesado  la  cual  pudiera 
retrotraerse. 

CONSIDERANDO:  que  no  se  ha  infringido 
el  artículo  2  del  Decreto  Legislativo  número  458, 
porque  esta  ley  impone  al  reo  de  parricidio  la 


pena  indivisible  de  muerte,  y  en  el  presente  caso 
existe  una  circunstancia  atenuante  que  debe  apli¬ 
cársele,  lo  cual  hace  que  no  pueda  imponérsele 
dicha  pena  si  no  es  modificada  por  lo  dispuesto 
en  el  articulo  7  del  mismo  decreto. 

CONSIDERANDO :  que  no  se  han  infrin¬ 
gido  los  artículos  7  del  Decreto  Legislativo  nú¬ 
mero  458,  ni  el  16  del  1,366,  porque,  siendo 
imposible  aumentar  la  pena  de  muerte  en  el  caso 
de  concurrir  circunstancias  agravantes,  la  ate¬ 
nuante  se  aplica  convirtiendo  dicha  pena  en  la  de 
quince  años  de  prisión  correccional,  y  de  esta 
manera  es  como  se  equiparan  esas  dos  penas 
entre  las  cuales  hay  tanta  diferencia,  ya  que  en 
caso  de  tener  que  aumentar  la  pena  proporcional¬ 
mente  a  alguna  circunstancia  agravante,  habría 
de  convertirse  la  pena  de  muerte  en  la  de  veinte 
años  de  prisión  correccional  si  hubiera  de  inter¬ 
pretarse  dicho  artículo  7  como  lo  pretenden  el 
reo  y  su  abogado. 

CONSIDERANDO:  que  en  la  sentencia 
recurrida  se  citan  con  abundancia  las  leyes  que  le 
sirven  de  fundamento,  y  por  eso  no  se  ha  infrin¬ 
gido  en  ella  el  artículo  162  del  Código  de  Proce¬ 
dimientos  Penales, 

POR  TANTO:  la  Corte  suprema  de  Justicia, 
en  observancia  de  las  leyes  citadas  y  del  artículo 
690  del  Código  de  Procedimientos  Penales,  decla¬ 
ra  improcedente  los  dos  recursos  de  casación  a 
que  se  ha  hecho  referencia;  e  impone  a  cada 
uno  de  los  dos  recurrentes  la  pena  de  un  mes  de 
arresto,  conmutable  a  razón  de  cinco  quetzales 
por  cada  día,  siendo  esta  pena  por  lo  que  respecta 
al  reo  Aparicio  adicional  a  la  impuesta  por  la 
ejecutoria  recurrida. 

Notifíquese. 

Con  certificación  de  lo  resuelto,  devuélvanse 
los  antecedentes  a  donde  corresponde. 

R.  E.  Sandoval.  —  Quirino  Flw'es  y  Flo¬ 
res.— José  Serrano  Maños. — Abel  Paredes. — 
J.  F.  Rodrigues.  —  Rafael  Castellanos  A.” 
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CRIMINAL 

Contra  Mariano  Orozco  Fuentes,  por  el 
delito  de  homicidio. 

Hay  lugar  al  recurso  de  casación, 
cuando  no  se  aprecian  conforme 
a  la  ley  las  circunstancias  que 
concurren  en  Id  comisión  de  un 
delito. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guate¬ 
mala,  cinco  de  Marzo  de  mil  nove¬ 
cientos  veintisiete. 

Vista  por  recurso  de  casación  y  con 
sus  respectivos  antecedentes  la  senten¬ 
cia  de  veintisiete  de  noviembre  del  año 
próximo  pasado,  proferida  por  la  Sala 
4^  de  Apelaciones,  en  la  causa  instrui¬ 
da  contra  Mariano  Orozco  Fuentes, 
por  el  delito  de  homicidio;  a  quien 
condena  a  sufrir  la  pena  de  trece  años 
cuatro  meses  y  diez  días  de  prisión  co¬ 
rreccional  inconmutables,  rebajada  en 
una  tercera  parte  por  el  indulto  conce¬ 
dido  por  el  Decreto  Gubernativo 
926,  reformando  de  esta  manera  la  que 
dictó  el  Juez  de  Instancia  de  San 
Marcos,  de  la  cual  se  hará  mérito  en 
seguida. 

RESULTA:  que  el  cuatro  de  mayo 
de  mil  novecientos  veinticuatro,  a  las 
diez  de  la  mañana  se  presentó  al  Juz¬ 
gado  Municipal  de  San  Cristóbal  Cu¬ 
cho  el  Alcalde  Auxiliar  de  la  aldea  Las 
Majadas,  dando  parte  de  que  ese  mis¬ 
mo  día,  a  las  seis  de  la  mañana,  María 
Bautista  le  había  comunicado  que  como 
a  las  diez  de  la  noche  anterior,  en  su 
casa  de  habitación  Andrés  Vásquez  ha¬ 
bía  sido  herido  por  Mariano  Orozco. 
Con  esta  denuncia  se  mandó  instruir 


la  correspondiente  averiguación;  y 
después  de  ratificado  el  parte,  la  auto¬ 
ridad  se  constituyó  en  la  casa  de  José 
Orozco,  .en  donde  encontró  acosta¬ 
do  en  una  cama  a  Andrés  Vásquez,  de 
dieciocho  años  de  edad,  indígena, 
quien  respondiendo  a  las  preguntas  que 
se  le  hicieron,  manifestó:  que  serían 
como  las  diez  de  la  noche  cuando  Ma¬ 
riano  Orozco  llegó  á  su  casa  (él  la  lla¬ 
ma  posada)  y  tocó  la  puerta  y  como 
ninguno  le  respondió,  la  empujó  brus¬ 
camente  y  la  abrió  y  entró  dirigiéndose 
a  donde  el  declarante  estaba  durmien¬ 
do,  desenvainó  su  puñal  y  lo  hirió;  el 
dicente  se  levantó  y  se  defendió  con  la 
ropa  de  dormir;  pero  después  salió  hu¬ 
yendo;  que  entonces  se  levantó  lase- 
ñora  María  Bautista  y  le  quitó  el  puñal 
a  Orozco.  El  Juez  instructor  dió  fe 
de  haber  visto  que  el  ofendido  presen¬ 
taba  una  herida  en  el  costado  derecho 
y  otra  en  el  dedo  meñique,  y  que  la 
camisa  y  los  calzoncillos  los  tenía  em¬ 
papados  de  sangre. 

RESULTA:  que  María  Bautista, 
de  veinticinco  años  de  edad,  declaró: 
que  el  día  indicado,  como  a  las  diez 
de  la  noche,  llegó  Mariano  Orozco  a 
su  casa  de  habitación  preguntando  por 
aguardiente,  pero  como  no  le  contes¬ 
taron  abrió  la  puerta  a  empujones  y  se 
dirigió  a  la  cama  donde  dormía  el  mo¬ 
zo  Andrés  Vásquez,  a  quien  hirió  con 
un  puñal  que  llevaba  en  la  mano;  ella 
al  ver  ésto,  se  levantó  y  arrojándose 
sobre  Orozco,  le  quitó  el  puñal,  ha¬ 
biendo  sufrido  dos  pequeñas  heridas, 
una  en  la  mano  derecha  y  otra  en  el 
brazo  izquierdo,  por  lo  cual  salió  al 
patio  a  pedir  auxilio  a  los  vecinos,  pero 
ninguno  llegó,  y  Orozco  salió  gritan¬ 
do  y  se  fué  para  su  casa. 
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RESULTA:  que  de  orden  del  Al¬ 
calde  U  Municipal  de  San  Cristóbal 
Cucho,  el  empírico  Carmen  B.  Mon¬ 
zón,  reconoció  en  la  persona  de  An¬ 
drés  Vásquez,  dos  heridas,  una  en  el 
costado  derecho,  de  pulgada  y  media 
de  largo  por  tres  cuartos  de  pulgada  de 
ancho,  sobre  una  de  las  costillas,  y  otra 
pequeña,  en  el  dedo  meñique  de  la 
mano  derecha. 

RESULTA:  que  indagado  el  reo 
Mariano  Orozco,  dijo:  no  haber  es¬ 
tado  nunca  preso  por  ningún  delito; 
que  el  sábado  tres,  (día  en  que  tuvo  lu¬ 
gar  el  hecho  que  se  pesquisa)  se  encon¬ 
traba  en  casa  de  María  García,  con  mo¬ 
tivo  de  la  muerte  de  su  compadre  Juan 
V.  Orozco  y  que  se  asoció  de  Tranqui¬ 
lino  Vásquez,  Felipe  Orozco,  Ciriaco 
Miranda  y  Martín  Ruiz,  con  quienes 
tomó  unos  tragos,  que  después  de  se¬ 
pultar  el  cadáver,  se  fué  para  su  po¬ 
sada,  sin  darse  cuenta  de  otra  cosa;  y 
que  conoce  a  Andrés  Vásquez  con  quien 
no  tiene  ningún  antecedente. 

RESULTA;  que  remitidas  las  dili¬ 
gencias  al  Juzgado  de  Instancia  de 
San  Marcos,  éste  mandó  ampliar  las 
declaraciones  recibidas  y  la  indagatoria 
del  sindicado,  a  quien  se  redujo  a  pri¬ 
sión  provisional  por  el  delito  de  homi¬ 
cidio,  con  motivo  de  tener  conoci¬ 
miento  de  oficio  de  que  el  lesionado 
había  fallecido.  También  se  pidió  in¬ 
forme  de  la  autopsia  al  Director  del 
Hospital  General  de  San  Marcos. 

RESULTA:  que  del  informe  de  la 
autopsia  practicada  en  el  cadáver  de 
Andrés  Vásquez,  aparece:  que  pre¬ 
sentaba  en  la  región  lumbar  y  en  el  oc¬ 
tavo  espacio  intercostal  derecho,  una 


herida  de  cinco  centímetros  de  largo 
por  diez  de  profundidad,  producida 
con  arma  blanca.  Presentaba  también 
contusiones  en  la  cara  y  manchas  cada¬ 
véricas  en  todo  el  cuerpo.  La  herida 
interesó:  el  peritoneo,  el  hígado  y  el 
intestino  grueso,  siendo  la  muerte  oca¬ 
sionada  por  hemorragia  interna  y  peri¬ 
tonitis  aguda  por  perforación,  es  decir, 
a  causa  de  la  mencionada  herida. 

RESULTA;  que  Sabino  Vásquez, 
hermano  del  occiso,  se  constituyó  for¬ 
mal  acusador  del  reo  Orozco,  habién¬ 
dosele  tenido  como  tal  en  virtud  de 
providencia  de  fecha  quince  de  mayo 
de  mil  novecientos  veinticuatro. 

RESULTA:  que  en  ampliación  de 
su  indagatoria,  el  reo  manifestó:  que 
el  día  tres  de  mayo  (1924)  a  las  diez  de 
la  noche,  se  encontraba  en  su  casa  de 
habitación,  ubicada  en  “Las  Majadas,” 
jurisdicción  de  Cucho;  que  durante  el 
día  asistió  a  los  funerales  de  su  compa¬ 
dre  Juan  Esteban  Orozco,  quien  fué 
sepultado  a  las  dos  de  la  tarde,  y  con 
ese  motivo  tomó  aguardiente  con  ex¬ 
ceso  hasta  embriagarse,  y  así  se  dirigió 
a  su  casa,  no  recordando  si  le  pasó  algo 
de  particular;  que  como  se  encontraba 
en  completo  estado  de  embriaguez,  no 
recuerda  si  cometió  el  delito  que  se  le 
imputa;  que  es  falso  el  hecho  de  que 
María  Bautista  le  haya  quitado  el  pu¬ 
ñal  que  se  le  exhibe,  el  cual  no  reco¬ 
noció  en  el  acto  de  su  indagatoria,  por 
que  según  dijo,  no  es  de  su  propiedad. 
Se  hizo  constar  que  en  ese  “momento, 
el  reo  se  sorprendió  y  se  puso  apenado 
al  ver  el  referido  puñal.” 

RESULTA:  que  examinados  Juan 
Fuentes,  Cleto  Velásquez  y  Victoriano 
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González,  propuestos  por  el  reo  en  es¬ 
crito  presentado  el  28  de  junio,  decla¬ 
raron  :  que  el  día  tres  de  mayo  estu¬ 
vieron  en  compañía  del  prevenido  co¬ 
mo  a  las  cuatro  p.  m.,  en  la  aldea  “Las 
Majadas,”  con  el  objeto  de  asistir  al 
entierro  de  Juan  Esteban  Orozco,  re¬ 
gresando  del  cementerio  a  la  casa  de 
los  dolientes,  como  a  las  cinco  y  media 
de  la  tarde,  según  Fuentes  y  Velásquez, 
y  a  las  cinco  poco  más  o  menos,  según 
González;  que  desde  esa  hora  estuvie¬ 
ron  tomando  aguardiente  hasta  como 
las  doce  de  la  noche,  hora  en  que  por 
encontrarse  el  sindicado  Orozco  com¬ 
pletamente  impotente,  dispusieron  lle¬ 
varlo  a  su  casa,  de  donde  se  retiraron 
como  a  las  doce  y  media,  habiéndolo 
dejado  dormido.  Agregando  Fuentes, 
que  el  día  siguiente  tuvo  ocasión  de 
verlo  ya  casi  bueno,  disponiéndose 
para  su  trabajo.  También  dijeron  que 
del  delito  que  se  pesquisa  nada  les 
consta. 

RESULTA:  que  se  elevó  la  causa  al 
estado  de  plenario,  tomándose  al  reo 
confesión  con  cargos  y  se  le  dedujo  el  de 
homicidio,  con  el  cual  no  se  conformó, 
habiendo  solicitado  en  dicha  diligencia 
que  de  oficio  se  le  nombrará  defensor. 

RESULTA:  que  según  informes 
que  obran  en  el  proceso,  la  partida  de 
defunción  del  occiso,  no  se  encontró  ni 
en  el  Registro  Civil  de  San  Cristóbal 
Cucho,  ni  en  el  de  San  Pedro  Sacate- 
péquez. 

RESULTA:  que  de  oficio  se  nom¬ 
bró  defensor  del  reo,  al  Licenciado  don 
J.  Lorenzo  Hurtado  P.,  quien  aceptó 
dicho  cargo,  por  lo  cual  se  le  discernió 
debidamente. 


RESULTA:  que  el  acusador  Sabino 
Vásquez  manifestó:  que  su  hermano 
Andrés,  falleció  en  la  aldea  “Las  Ma¬ 
jadas,”  municipio  de  San  Cristóbal 
Cucho,  el  ocho  de  mayo  del  año  1924; 
que  el  mismo  día  fué  trasladado  al  Hos¬ 
pital  de  la  cabecera  (San  Marcos)  para 
su  autopsia,  y  luego  conducido  a  San 
Pedro  Sacatepéquez,  donde  fué  sepul¬ 
tado  a  las  ocho  de  la  noche;  y  que  el 
dicente  no  se  da  cuenta  de  si  la  partida 
de  defunción  fué  asentada  en  el  Regis¬ 
tro  Civil  de  alguno  de  los  lugares  men¬ 
cionados. 

RESULTA:  que  se  corrieron  los 
primeros  traslados  y  al  evacuarlos,  el 
acusador  después  algunas  consideracio¬ 
nes,  terminó  pidiendo  que  se  condena¬ 
ra  al  delincuente;  y  el  defensor  solicitó 
que  se  abriera  la  causa  a  prueba  por 
diez  días.  El  Tribunal  concedió  el 
termino  de  cuarenta  días  para  la  prueba. 

RESULTA:  que  examinados  Cirilo 
Ramírez  y  Gregorio  Dionisio,  dijo  el 
primero  que  conoce  al  reo,  de  hace 
como  cinco  años;  que  es  un  hombre 
honrado  y  trabajador,  que  se  ocupa  en 
trabajos  de  agricultura;  que  a  veces 
toma  licor  cuando  hay  alguna  fiesta, 
pero  que  no  tiene  por  costumbre  hacer¬ 
lo,  no  siendo  ébrio  habitual;  que  no  ha 
oído  decir  que  el  reo  se  haya  visto  en¬ 
vuelto  en  ningún  crimen  y  mucho  me¬ 
nos  que  estuviera  preso  por  ninguna 
causa.  El  segundo  se  expresó  casi  en 
iguales  términos,  indicando  que  conoce 
al  sindicado  hace  como  treinta  años. 
El  Alcaide  de  la  cárcel  informó  de  la 
buena  conducta  del  reo  durante  su  re¬ 
clusión. 

RESULTA:  que  vencido  el  térmi¬ 
no  probatorio,  se  mandó  correr  tras- 
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lado  al  defensor  del  reo,  y  después  de 
evacuado,  alegando  en  su  favor  lo  que 
creyó  pertinente,  se  llamaron  autos 
para  sentencia. 

RESULTA;  que  para  mejor  fallar, 
el  Juez  mandó  practicar  algunas  dili¬ 
gencias  más  y  pidió  la  partida  de  de¬ 
función  del  occiso  al  Registrador  Civil 
de  la  cabecera  de  San  Marcos,  y  para  el 
caso  de  no  encontrarla,  en  el  propio 
auto,  mandó  que  se  hiciera  la  inscrip¬ 
ción  respectiva  en  el  lugar  donde  hu¬ 
biese  sido  enterrado. 

RESULTA:  que  examinada  Maca- 
ria.  García,  dijo:  que  nada  le  consta  de 
vista  respecto  al  hecho  que  se  pesquisa 
y  que  lo  supo  por  referencias  que  le 
hizo  el  Alcalde  Auxiliar  de  “Las  Ma¬ 
jadas”  (lugar  de  su  domicilio) ;  que  el 
tres  de  mayo  citado  falleció  su  esposo 
Juan  Esteban  Orozco,  y  que  ocurrie¬ 
ron  a  su  casa  con  ese  motivo  muchas 
personas  de  la  aldea,  entre  ellas  Maria¬ 
no  Orozco,  compadre  de  su  referido 
esposo;  que  poco  más  o  menos  como  a 
las  tres  de  la  tarde,  se  verificó  el  entie¬ 
rro  del  cadáver,  regresando  los  acom¬ 
pañantes  como  hora  y  media  después  a 
la  casa  de  la  que  declara,  donde  se  les 
obsequió  únicamente  una  copita  de 
aguardiente,  retirándose  todos  como  a 
las  seis  de  la  tarde;  que  la  casa  de  la 
dicente  dista  de  la  de  Orozco  (Maria¬ 
no)  como  media  milla  y  de  la  de  Ma¬ 
ría  Bautista  una  legua;  que  ignora  si  el 
reo  se  quedó  cerca  de  su  habitación, 
pues  como  ella  estaba  con  su  pesar,  no 
se  dió  cuenta  de  más. 

RESULTA:  que  Sabino  Vásquez 
dijo:  que  su  hermano  Andrés  de  su 
apellido,  acusó  como  su  heridor  a  Ma¬ 


riano  Orozco,  pues  vivió  todavía  tres 
días  después  de  ocurrido  el  hecho  de¬ 
lictuoso  que  motivó  estas  diligencias; 
que  el  cadáver  de  su  citado  hermano 
fué  trasladado  de  San  Cristóbal  Cucho 
a  la  cabecera  (San  Marcos)  y  después 
de  su  reconocimiento  en  el  Hospital, 
llevado  a  San  Pedro  Sacatepéquez,  don¬ 
de  fué  sepultado,  y  la  partida  de  defun¬ 
ción  probablemente  fué  asentada  en  el 
lugar  últimamente  mencionado,  aun¬ 
que  no  lo  puede  asegurar  porque  él 
se  encontraba  ausente,  pero  que  un 
primo  del  occiso  llamado  Tranquilino 
Vásquez  acompañó  el  cadáver. 

RESULTA:  que  según  informe  del 
Registro  Civil  de  San  Marcos,  la  par¬ 
tida  de  defunción  del  occiso  no  fué 
asentada  en  sus  libros;  y  el  Juez  en 
vista  de  tal  omisión,  ordenó  la  inscrip¬ 
ción  en  el  Registro  correspondiente. 

RESULTA:  que  practicado  careo 
entre  el  sindicado  y  María  Bautista, 
ambos  ratificaron  sus  respectivas  decla¬ 
raciones,  asegurando  la  Bautista  que  su 
careado  fué  quien  entró  a  su  casa  y  a- 
gredió  a  Andrés  Vásquez;  y  agregó 
que  de  su  casa  a  la  de  Orozco  hay  me¬ 
dia  legua  y  es  camino  barrancoso.  El 
reo  dijo  que  no  se  da  cuenta  de  lo  que 
su  careada  asegura,  pues  como  ha  dicho 
se  encontraba  en  completo  estado  de 
ebriedad. 

RESULTA:  que  Ciriaéo  Miranda, 
dijo:  que  del  hecho  que  se  averigua, 
nada  le  consta:  que  estuvo  en  compa¬ 
ñía  de  Mariano  Orozco  con  motivo  del 
fallecimiento  de  Juan  Esteban  Orozco 
en  “Las  Majadas,”  el  dos  o  tres  de 
mayo  (1924)  estando  también  otras 
personas:  que  el  entierro  tuvo  lugar 
como  a  las  dos  de  la  tarde,  y  después 
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regresaron  a  la  casa  mortuoria,  donde 
les  obsequiaron  una  comida  y  una  co¬ 
pita  de  licor  y  acto  continuo,  cada  uno 
se  fué  para  su  casa;  que  el  declarante 
no  vio  a  qué  hora  se  retiró  el  procesado 
de  la  casa  mortuoria,  pues  todavía  lo 
dejó  en  ella. 

RESULTA:  que  al  ser  examinado 
Tranquilino  Vásquez  expuso:  que  es 
primo  de  Andrés  y  Sabino  de  su  ape¬ 
llido;  que  el  cuatro  de  mayo  (1924)  el 
Alcalde  auxiliar  de  “Las  Majadas”  de 
donde  el  declarante  es  vecino  lo  llamó 
para  que  fuera  a  casa  de  María  Bautista, 
en  la  que  se  encontraba  herido  Andrés 
Vásquez;  que  al  interrogar  a  éste  por 
el  motivo  de  su  estado,  le  dijo  que 
como  a  las  diez  de  la  noche  anterior, 
estando  acostado  en  aquella  casa,  con 
un  candil  encendido  todavía,  llegó 
Mariano  Orozco  y  lo  agredió  con  un 
cuchillo  pero  no  le  dijo  si  estaba  bueno 
o  ébrio:  el  que  ahora  declara  cree  que 
en  este  último  estado  no  pudo  llegar 
Orozco  a  la  referida  casa  que  dista  de 
la  del  reo  como  media  legua  y  es 
camino  bastante  barrancoso;  que  el 
tres  del  mes  citado  estuvo  con  el  proce¬ 
sado  y  otros  vecinos  de  la  aldea  en  los 
funerales  de  Juan  Esteban  Orozco  a 
quien  enterraron  a  las  tres  de  la  tarde, 
regresando  la  comitiva  a  la  casa  mor¬ 
tuoria  donde  les  sirvieron  comida  y 
también  una  copa  de  licor;  que  el 
deponente  fué  el  primero  en  retirarse 
dejando  a  los  demás  concurrentes  y  no 
se  dió  cuenta  de  si  Orozco  estaba  o  nó 
ébrio  ni  de  quiénes  se  acompañó. 

RESULTA,  que  tomada  declaración 
a  Felipe  Orozco  dijo:  que  por  el  mes 
de  mayo  indicado,  no  recuerda  la 
fecha,  era  Alcalde  auxiliar  de  “Las 


Majadas”  y  acompañó  al  alcalde  de 
dicha  Aldea,  a  la  casa  de  María  Bau¬ 
tista  a  reconocer  al  herido  Andrés 
Vásquez,  quien  dijo:  que  estando  ya 
acostado  la  noche  anterior,  llegó  Ma¬ 
riano  Orozco  y  lo  hirió  con  un  cuchi¬ 
llo.  El  deponente  agregó;  que  el  mes 
citado  falleció  su  suegro  Juan  V.  Oroz¬ 
co,  verificándose  el  entierro  a  las  dos 
de  la  tarde,  regresando  los  concurrentes 
a  las  tres,  a  la  casa  mortuoria  donde  Ies 
sirvieron  una  comida  y  muy  poco 
aguardiente,  después  se  retiraron  y  el 
que  declara  no  notó  si  el  prevenido 
estaba  ébrio. 

RESULTA;  que  se  agregó  al  pro¬ 
ceso  la  partida  de  defunción  de  Andrés 
Vásquez;  y  con  fecha  diez  y  seis  de 
julio  de  mil  novecientos  veinticinco,  el 
Juez  dictó  un  auto  declarando  nulo 
todo  lo  actuado  desde  la  providencia  en 
que  se  mandó  dar  traslado  al  defensor 
del  reo,  y  enderesando  el  procedimiento 
corrió  traslado  por  seis  días  a  cada  una 
de  las  partes  para  alegar  de  bien  probado. 

RESULTA:  que  en  sustitución  del 
Licenciado  J.  Lorenzo  Hurtado  P.  se 
nombró  defensor  del  reo  a  don  Ramón 
M.  Rodríguez  a  quien  se  discernió  el 
cargo. 

RESULTA:  que  aprovechados  los 
traslados,  el  Juez  para  mejor  fallar  man¬ 
dó  examinar  a  María  García,  Tranqui¬ 
lino  Vásquez,  Felipe  Orozco,  Ciriaco 
Miranda  y  Martín  Ruiz,  que  se  prac¬ 
ticara  careo  entre  el  sindicado  y  María 
Bautista  y  que  se  pidiera  la  partida  de 
defunción  o  se  repusiera  en  su  caso. 
Todos  los  nombrados  ratificaron  sus 
respectivas  deposiciones -a  excepción  de 
Rufe,  que  no  declaró  en  la  causa,  y  la 
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Secretaría  puso  razón  de  que  la  partida 
de  defunción  del  occiso  se  encontraba 
agregada  a  los  autos. 

RESULTA;  que  el  diez  y  siete  de 
noviembre  de  mil  novecientos  veinti¬ 
cinco,  el  Juez  dictó  sentencia  conde¬ 
nando  al  reo  por  el  delito  de  homici¬ 
dio,  a  la  pena  de  diez  años  de  prisión 
correccional,  compensando  la  circuns¬ 
tancia  atenuante  de  embriaguez  con  la 
agravante  de  abusar  el  reo  de  superio¬ 
ridad  en  términos  que  el  ofendido  no 
pudo  defenderse;  haciendo  las  demás 
declaraciones  de  derecho  y  mandando 
certificar  lo  conducente,  para  proceder 
por  falso  testimonio  contra  los  testigos 
Juan  Fuentes,  Cleto  Vásquez  y  Victo¬ 
riano  González. 

RESULTA;  que  apelada  la  sentencia 
por  el  reo  y  su  defensor,  se  elevaron 
los  autos  a  la  Sala  4^  de  Apelaciones 
donde  se  tramitó  la  Segunda  Instancia 
de  conformidad  con  la  ley,  dándose 
intervención  al  Fiscal  y  Procurador,  de 
los  cuales  el  primero  pidió  que  se  con¬ 
firmara  la  sentencia  en  virtud  de  que 
las  presunciones  en  que  se  funda  con¬ 
vencen  de  que  Orozco  fué  el  autor  de 
las  lesiones  que  sufrió  Vásquez;  y  el 
segundo  pidió  que  se  revocara  porque 
no  existe  plena  prueba  para  condenar 
al  procesado.  Citadas  las  partes  para 
sentencia  se  dictó  la  de  que  se  hizo  mérito 
al  principio,  contra  la  cual  el  reo  con 
auxilio  del  Abogado  don  Leandro  Ve- 
lásquez,  introdujo  el  recurso  de  casa¬ 
ción  por  estimar  que  fueron  violados 
los  artículos  66  y  22,  incisos  7?  y  12  del 
Código  Penal;  581,  inciso  8^,  233,  364, 
239,  498,  589,  595  y  596  del  Código  de 
Procedimientos  Penales. 


CONSIDERANDO:  que  al  esti¬ 
mar  la  Sala  sentenciadora  que  en  el  de¬ 
lito  que  se  averigua  concurre  la  agra¬ 
vante  contenida  en  el  inciso  7^  del  ar¬ 
tículo  22  del  Código  Penal,  ha  come¬ 
tido  error  de  derecho  al  tenor  de  lo 
expresado  en  el  inciso  5*?  del  artículo 
676  del  Código  de  Procedimientos  Pe¬ 
nales;  pues  la  agravante  indicada  se  re¬ 
fiere  a  cuando  el  agente  al  cometer  el 
delito  o  antes  de  dar  principio  a  su  eje¬ 
cución  emplea  medios  de  tal  naturaleza 
que  debiliten  la  defensa  o  que  abusen 
de  superioridad  en  términos  de  que  el 
ofendido  no  pueda  defenderse  con  pro¬ 
babilidades  de  repeler  la  ofensa;  y  el 
tribunal  de  Segunda  Instancia  al  apli¬ 
car  dicha  circunstancia  sin  que  concurra 
con  los  requisitos  indispensables  para 
su  existencia,  violó  el  mencionado  in¬ 
ciso  que  la  contiene,  ya  que  de  la  causa 
no  se  desprende,  ni  hay  mérito  para 
juzgarlo  así,  que  el  enjuiciado  haya 
ve  ificado  algún  acto  o  acudido  a  algún 
medio  tendiente  a  conseguir  el  fin  a 
que  tal  circunstancia  se  refiere,  como  es 
el  de  debilitar  o  imposibilitar  la  defen¬ 
sa  de  la  V  ctima.  Artículo  687  Código 
de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO:  que  con  el  re¬ 
conocimiento  que  hizo  el  Juez  de  ins¬ 
trucción  de  las  primeras  diligencias 
respecto  de  la  herida  sufrida  por  An¬ 
drés  Vásquez,  y  con  el  informe  médico 
legal  en  que  se  hizo  constar  que  la  he¬ 
rida  sufrida  por  dicho  individuo  fué  la 
que  le  causó  la  muerte,  se  encuentra 
plenamente  comprobado  la  preexisten¬ 
cia  del  delito  de  homicidio,  por  el  que 
se  juzga  a  Mariano  Orozco  Fuentes. 
Artículos  259,  270  y  607  del  Código 
de  Procedimientos  Penales. 
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CONSIDERANDO:  que  con  la 
declaración  de  María  Bautista,  a  quien 
debe  estimarse  como  testigo  idóneo  por 
haberse  cometido  el  delito  en  el  inte¬ 
rior  de  su  casa  de  habitación  y  está  en 
todo  de  acuerdo  con  la  sindicación  que 
desde  un  principio  y  ante  varias  perso¬ 
nas  hizo  el  ofendido  acerca  de  que  el 
autor  del  delito  era  Mariano  Orozco 
Fuentes,  y  como  tal  produce  semiple¬ 
na  prueba;  con  las  presunciones  gra¬ 
ves,  concordantes  y  precisas  que  se  des¬ 
prenden  de  las  declaraciones  contra¬ 
dictorias  del  procesado,  quien  dijo  pri¬ 
mero  que  el  día  del  suceso  después  del 
entierro  de  Juan  Bautista  Orozco  se  fué 
para  su  posada,  sin  decir  que  le  hubiese 
acontecido  algo  de  particular  ni  que 
hubiese  estado  ébrio;  pues  sólamente 
había  tomado  unos  tragos,  posterior¬ 
mente  que  en  la  noche  y  hora  en  que 
se  cometió  el  delito  se  encontraba  en 
su  casa  de  habitación  situada  en  “Las 
Majadas,”  jurisdicción  de  Cucho,  di¬ 
ciendo  esta  vez  que  había  tomado 
aguardiente  en  exceso  hasta  embria¬ 
garse  y  así  se  dirigió  para  su  casa;  lue¬ 
go  propuso  como  testigos  a  Juan  Fuen¬ 
tes,  Cleto  Velásquez  y  Victoriano  Gon¬ 
zález,  para  acreditar  que  estando  impo¬ 
tente  por  la  ebriedad,  ellos  lo  llevaron 
a  su  casa;  con  la  actitud  del  reo  ante  el 
grave  cargo  que  se  le  hace  como  autor 
del  delito  manifestado  que  no  recor¬ 
daba  nada  por  una  parte,  y  por  otra 
negando  rotundamente  que  la  señora 
Bautista  le  haya  quitado  el  puñal  en  el 
momento  de  la  perpetración  del  mis¬ 
mo,  palideciendo  y  conmoviéndose  vi¬ 
siblemente  a  la  vista  del  arma  homici¬ 
da:  y  por  último,  que  no  da  cuenta  de 
lo  que  la  señora  Bautista  asegura  por¬ 
que  se  encontraba  en  completo  estado 
de  ebriedad;  con  la  circunstancia  de 


no  sindicarse  a  ninguna  otra  persona 
como  autora  del  delito;  y  con  las  de¬ 
claraciones  de  Macaria  García,  Felipe 
Orozco,  Ciriaco  Miranda  y  Tranquili¬ 
no  Vásquez,  relativas  a  que  todos  los 
asistentes  a  la  casa  de  la  primera  se  re¬ 
tiraron  después  del  entierro,  habién¬ 
doseles  obsequiado  únicamente  una 
copa  de  aguardiente  y  una  comida, 
queda  plenamente  demostrado  que  el 
I  autor  del  hecho  que  se  pesquisa  es  Ma¬ 
riano  Orozco  Fuentes.  Artículos  571, 
572,  575,  589,  595,  596,  597  y  601  del 
Código  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO:  que  en  el  de¬ 
lito  de  que  se  trata  hay  que  apreciar  la 
concurrencia  de  las  circunstancias  a- 
gravantes  de  haberse  ejecutado  de  no¬ 
che  y  en  la  propia  morada  del  ofendido 
sin  que  éste  haya  provocado  el  suceso, 
por  lo  cual  procede  imponer  al  reo  la 
pena  asignada  al  homicidio,  aumenta¬ 
da  en  una  tercera  parte;  no  haciéndose 
mérito  de  la  atenuante  de  la  embria¬ 
guez  no  solo  porque  no  está  bien  justi¬ 
ficado  que  el  reo  se  hubiese  encontrado 
en  ese  estado  cuando  delinquió,  sino 
también  porque  de  los  tres  testigos  que 
propuso  para  comprobar  que  no  le  es 
habitual,  de  los  cuales  declararon  dos, 
uno  debe  desecharse  porque  en  su  de¬ 
claración  asegura  que  Orozco  sí  toma 
licor  cuando  hay  alguna  fiesta,  y  no  se¬ 
ría  propio  aplicar  esta  denominación  a 
los  funerales  y  enterramiento  de  un  ca¬ 
dáver,  y  el  otro  porque  dice  que  no 
duda  que  Orozco  tomara  licor  aunque 
no  lo  hace  con  frecuencia;  pero  aunque 
tal  circunstancia  se  aplicara,  en  nada 
alteraría  la  pena,  pues  tendría  que  com¬ 
pensarse  con  una  de  las  dos  agravantes 
ya  indicadas,  quedando  vigente  otra 
que  por  sí  sóla  es  suficiente  para  el  au- 
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mentó  de  la  tercera  parte  de  la  pena. 
Articulo  22,  incisos  12  v  18,  77  v  78 
del  C.  P. 

CONSIDERANDO:  que  de  la  cau¬ 
sa  se  deducen  indicios  suficientes  para 
dudar  de  la  veracidad  de  las  declaracio¬ 
nes  de  los  testigos  Juan  Fuentes,  Cleto 
Velásquez  y  Victoriano  González,  por 
cuya  razón  es  indispensable  que  se  ini¬ 
cie  la  sumaria  correspondiente  a  fin  de 
averiguar  si  han  incurrido  o  no  en  el 
delito  de  falso  testimonio.  Artículos 
212  del  Código  Penal,  233,  234  del  Có¬ 
digo  de  Procedimientos  Penales. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema 
de  Justicia,  con  fundamento  en  las  le¬ 
yes  citadas  y  en  lo  que  disponen  los 
Artículos  729  y  735,  686  Código  de 
Procedimientos  Penales,  295,  33,  46, 
58,  Código  Penal,  casa  y  anula  la  sen¬ 
tencia  recurrida  y  resolviendo  en  lo 
principal,  declara:  Primero,  que  Ma¬ 
riano  Orozco  Fuentes  es  reo  del  delito 
de  homicidio  cometido  en  la  persona 
de  Andrés  Vásquez;  Segundo,  que  por 
esa  infracción  legal  le  impone  la  pena 
de  trece  años,  cuatro  meses,  de  prisión 


correccional  inconmutables,  que  con 
abono  de  la  sufrida  extinguirá  en  la  Pe¬ 
nitenciaría  del  Centro.  Tercero,  de 
dicha  pena  le  rebaja  una  tercera  parte 
en  aplicación  del  indulto  concedido 
por  el  Decreto  número  926,  quedando 
en  consecuencia  reducida  a  ocho  años, 
diez  meses  y  20  días.  Cuarto,  se  le 
condena  al  pago  de  las  responsabilida¬ 
des  civiles  provenientes  del  delito. 
Quinto,  se  le  suspende  en  el  ejercicio 
de  sus  derechos  políticos  durante  el 
tiempo  de  la  condena.  Sexto,  se  le 
exonera  de  la  reposición  del  papel  em¬ 
pleado  en  la  causa;  y  Séptimo,  manda 
abrir  procedimiento  criminal  contra 
Juan  Fuentes,  Cleto  Velásquez  y  Vic¬ 
toriano  González,  por  el  delito  de  falso 
testimonio. 

Notifíquese  y  con  certificación,  de¬ 
vuélvase  la  causa  al  tribunal  de  su  ori¬ 
gen. 

R.  E.  Sandoval. —  Qairino  Flores 
y  Flores. —  José  Serrano  Muñoz. — 
Abel  Paredes. —  J.  F.  Rodríguez. — 
J.  Luis  Balcdrcel.” 


Decreto  INúmero  940 


LAZARO  CHACON, 
Presidente  de  la  República, 

CONSIDERANDO: 

Que  reducida  a  propiedad  particular 
la  casi  totalidad  del  territorio  de  la  Re¬ 
pública,  es  conveniente  y  necesaria  la 
titulación  de  los  bienes  del  Estado  y  de 
los  de  las  Municipalidades,  por  exigir¬ 
lo  así  su  calidad  de  personas  jurídicas. 


POR  TANTO: 

en  uso  de  las  facultades  que  le  confiere 
el  Decreto  Legislativo  N?  1,440,  de 
veintinueve  de  abril  anterior, 

DECRETA: 

Artículo  1° — Se  establece  el  Registro 
de  los  bienes  del  Estado  y  Municipa¬ 
les,  anexo  al  Registro  de  la  Propie¬ 
dad  Inmueble,  debiéndose  abrir  al  efec- 
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to  libros  especiales  para  la  inscripción 
de  los  bienes  del  Estado,  con  las  for¬ 
malidades  de  ley  y  con  separación  por 
Departamentos. 

Artículo  2^ — Los  Alcaldes  Munici¬ 
pales,  en  haz  del  Síndico  Procurador, 
procederán  a  medir  y  deslindar  con  ci¬ 
tación  de  los  colindantes,  todas  las  pro¬ 
piedades  urbanas  del  Estado  y  las  Mu¬ 
nicipales  que  carezcan  de  título 
inscrito  a  inscribible. 

La  mensura  se  hará  por  el  sistema 
métrico  decimal. 

Artículo  39 — Practicada  la  medida  y 
deslinde,  se  presentará  el  expediente  de 
tales  operaciones  al  Juez  de  Primera 
Instancia  respectivo  y  con  su  aproba¬ 
ción,  el  Alcalde  procederá  al  otorga¬ 
miento  de  la  correspondiente  escritura 
ante  el  Escribano  del  Gobierno  en  la 
Capital,  y  ante  un  Notario  en  los  de¬ 
partamentos. 

Las  escrituras  deberán  tener  todas  las 
formalidades  de  ley  para  su  registro. 

Las  controversias  que  ocurran  se  ven¬ 
tilarán  en  juicio  declarativo  ante  el  Juez 
competente. 

Artículo  49— Los  Registradores  de  la 
Propiedad  Inmueble  no  cobrarán  nin¬ 
guna  clase  de  derechos  por  las  opera¬ 
ciones  sobre  bienes  del  Estado,  que  ve¬ 
rifiquen  en  virtud  de  esta  Ley. 

Del  presente  Decreto  se  dará  cuenta 
a  la  Asamblea  Nacional  Legislativa  en 
sus  próximas  sesiones  ordinarias. 

Dado  en  la  Casa  del  Gobierno:  en 
Guatemala,  a  los  veinticuatro  días  del 
mes  de  enero  de  mil  novecientos  vein¬ 
tisiete. 

L.  CHACOK. 

El  Secretario  de  Estado  en  el 
Despacho  de  Gobernación  y  Justicia. 

E.  MEKEMDEZ. 


icnerdo  de  la  Presidencia  de  la  Corte 
Suprema  de  Justicia,  para  el  año 
de  1927. 

Número  18. — Guatemala,  quince  de 
marzo  de  mil  novecientos  veintisiete. 

El  Presidente  de  la  Corte  Suprema 
de  Justicia, 

CONSIDERANDO: 

Que  según  el  artículo  511  del  De¬ 
creto  Gubernativo  número  921  corres¬ 
ponde  a  los  Jueces  departamentales  de 
Primera  Instancia  la  inspección  de  las 
oficinas  del  Registro  Civil  establecidas 
en  las  cabeceras  departamentales;  que 
es  del  caso  designar  para  las  cabeceras 
donde  hay  varios  Jueces,  a  quien  de 
ellos  corresponde  hacer  tal  inspección, 
así  como  excitar  a  los  demás  para  que 
cumplan  con  la  disposición  a  que  se 
hace  referencia. 

POR  TANTO: 
ACUERDA: 

Adicionar  el  acuerdo  número  dos, 
de  fecha  doce  de  enero  del  año  en  curso, 
en  la  siguiente  forma: 

Primero:  comisionar  a  los  Jueces 
Tercero  y  Primero  de  Primera  Ins¬ 
tancia  de  la  Capital  y  Ouezaltenango, 
respectivamente,  para  que  procedan  a 
inspeccionar  las  oficinas  del  Registro 
Civil  en  las  ciudades  donde  ejercen  sus 
funciones. 

Segundo:  oficiar  a  todos  los  Jueces 
departamentales  para  que  procedan  en 
igual  sentido,  en  cada  una  de  las  cabe¬ 
ceras  de  departamento. 

Comuniqúese. 

Sandoval. 

J.  Luis  Balcdrcel. 
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CODIGO  CIVIL 

DE  LA  REPUBLICA  DE  GUATEMALA 


LIBRO  PRIMEIRO  -  1920 


(CONTINUACION) 


■  ■  '  TITULO  VI 

Paternidad  y  filiación 
PARRAFO  I 
Mijos  legítimos 

Art.  232. — Se  presumen  legítimos  los  hijos  na¬ 
cidos  después  de  ciento  ochenta  días,  a  contar 
desde  la  celebración  del  matrimonio,  o  desde  la 
reunión  de  los  cónyuges  legalmente  separados,  y 
también  los  nacidos  dentro  de  los  trescientos  días 
siguientes  a  la  disolución  del  matrimonio  o  a  la 
separación  de  los  cónyuges,  judicialmente  de¬ 
cretada 

Contra  esta  presunción  no  se  admite  otra  prueba 
que  la  de  haber  sido  físicamente  imposible  al  ma¬ 
rido  tener  acceso  con  su  mujer  en  los  primeros 
ciento  veinte  días  de  los  trescientos  que  prece¬ 
dieron  al  nacimiento. 

Art.  233. — La  legitimidad  del  hijo  nacido  den¬ 
tro  de  los  ciento  ochenta  días  después  de  la  cele¬ 
bración  del  matrimonio  no  puede  impugnarse: 

1° _ Si  el  marido,  antes  del  matrimonio,  tuvo 

conocimiento  de  la  preñez; 

29 —  Si  estando  presente  en  el  acto  de  la  ins¬ 
cripción  firmó  o  consintió  que  se  firmara  a  su 
nombre  la  partida  de  nacimiento  del  hijo,  en  el 
Registro  Civil; 

39 — Si  por  documento  público  o  privado  hubiere 
sido  reconocido  el  hijo.  * 

Art.  234. — El  marido  no  podrá  desconocer  a 
los  hijos  alegando  el  adulterio  de  la  madre,  aun¬ 
que  ésta  declare  contra  la  legitimidad.  Pero  si 
además  del  adulterio  de  la  mujer,  el  parto  le  hu¬ 
biese  sido  ocultado,  el  marido  podrá  probar  todos 


los  hechos  que  justifiquen  el  desconocimiento 
del  hijo. 

Art.  235.  —  Sólo  el  marido,  mientras  viva, 
podrá  reclamar  contra  la  legitimidad  del  hijo 
concebido  o  nacido  durante  el  matrimonio. 

Art.  236. — Si  el  marido^uere  menor  de  edad 
o  incapacitado,  podrá  ejercitar  ese  derecho  por 
medio  de  su  representante  legal. 

Art.  237. — Toda  reclamación  del  marido  con¬ 
tra  la  legitimidad  del  hijo  nacido  de  su  mujer, 
deberá  intentarse  en  juicio,  dentro  de  sesenta  días, 
contados  desde  la  fecha  en  que  tuvo  conocimiento 
del  parto. 

La  residencia  del  marido  en  el  lugar  del  naci¬ 
miento  del  hijo  hace  presumir  que  lo  supo  inme¬ 
diatamente,  salvo  si  estuviere  legalmente  separado 
de  su  mujer. 

Si  al  tiempo  del  nacimiento  no  se  hallaba  el 
marido  presente  en  el  lugar  donde  se  verificó  el 
parto,  se  presumirá  que  lo  supo  inmediatamente 
después  de  su  vuelta  a  la  residencia  de  su  mujer, 
salvo  si  hubiere  habido  ocultación  del  parto. 

En  el  caso  del  artículo  234  los  sesenta  días  se 
comenzarán  a  contar  desde  que  se  reúnan  las  dos 
circunstancias,  que  el  marido  haya  sabido  el  na¬ 
cimiento  del  hijo  y  el  adulterio  de  su  mujer. 

Estos  plazos  no  corren  contra  el  marido  in¬ 
capacitado. 

Art.  238. — El  marido  que  no  hubiese  pedido 
la  nulidad  de  su  matrimonio,  fundándola  en  la 
causal  del  inciso  4°  del  artículo  122,  no  puede 
tampoco  apoyar  en  la  misma  causa  la  negativa  de 
ser  suyo  el  hijo  nacido  durante  el  matrimonio. 

Art.  239. — Cuando  hubiere  muerto  el  marido 
o  se  hubiere  declarado  la  presunción  de  su  muerte 
sin  objetar  judicialmente  la  filiación,  pero  sin  ha¬ 
ber  expirado  el  término  que  para  ello  le  concede 
el  artículo  237,  podrán,  tanto  sus  herederos  como 
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sus  ascendientes  promover  dicha  reclamación  por 
las  mismas  causas  que  el  marido. 

Los  herederos  así  como  los  ascendientes  no 
pueden  objetar  la  legitimidad  del  hijo  porque  éste 
haya  nacido  antes  de  ciento  ochenta  días  de  la 
celebración  del  matrimonio,  pero  sí  podrán  con¬ 
tinuar  la  acción  promovida  por  el  padre. 

Art.  240. — Los  hereaeros  o  los  ascendientes 
usarán  de  este  derecho  dentro  de  dos  meses  con¬ 
tados  desde  la  muerte  del  marido  o  del  nacimiento 
del  hijo,  si  éste  fuere  póstumo. 

Art.  241. — Si  los  interesados  hubieren  entrado 
en  posesión  efectiva  de  los  bienes  sin  contradición 
del  pretendido  hijo  legítimo,  podrán  oponerle  la 
excepción  de  ilegitimidad  en  cualquier  tiempo  que 
él  o  sus  herederos  les  disputaren  sus  derechos. 

Art.  242. — La  legitimidad  del  hijo  nacido  des¬ 
pués  de  trescientos  días  de  la  disolución  del  ma¬ 
trimonio  podrá  impu^harse  por  cualquiera  a  quien 
perjudique. 

Art.  243. — El  hijo  puede  en  todo  tiempo  pedir 
que  se  declare  su  filiación  y  este  derecho  nunca 
prescribe  respecto  de  él.  Por  muerte  de  ios  hijos 
tal  derecho  pasa  a  los  nietos,  y  respecto  de  ellos 
también  es  imprescriptible. 

Art.  244. — Los  herederos  de  los  hijos,  o  de  los 
nietos  en  su  caso,  pueden  continuar  las  acciones 
pendientes  sobre  filiación;  pero  solamente  podrán 
comenzarlas  en  caso  de  que  el  hijo  o  nieto  hu¬ 
biesen  muerto  antes  de  llegar  a  la  mayor  edad,  o 
si  al  entrar  en  ésta,  adolecieren  de  incapacidad 
legal  y  murieren  en  ese  estado. 

La  acción  de  los  herederos  prescribe  en  dos 
años  contados  desde  la  muerte  del  hijo  o  nieto. 

Art.  245. — Sobre  la  filiación  legítima  no  puede 
haber  transación  ni  compromiso  en  árbitros,  pero 
puede  haber  una  u  otro  sobre  los  derechos  pecu¬ 
niarios  que  pudieran  deducirse  si  la  filiación  llegare 
a  ser  legalmente  declarada,  sin  que  las  concesiones 
que  se  hagan  al  que  se  dice  hijo,  importen  la  ad¬ 
quisición  del  estado  de  hijo  legítimo,  ni  las  que 
haga  éste  imponen  renuncia  de  su  estado. 

Art.  246. — En  cuanto  a  los  derechos  y  obliga¬ 
ciones  de  la  madre,  ninguna  diferencia  hay  en 
que  los  hijos  sean  o  no  legítimos. 

Art.  247. — La  mujer  legalmente  separada  o  di¬ 
vorciada  que  se  creyere  en  cinta,  debe  denunciarlo 
en  el  término  de  sesenta  días  desde  su  separación 
o  divorcio  al  Juez  o  al  marido;  y  éste  podrá  pe¬ 
dir  que  el  Juez  dicte  las  disposiciones  necesarias 


para  comprobar  la  efectividad  del  parto  en  el  tiem¬ 
po  legal  para  que  el  hijo  pueda  ser  reputado 
legítimo. 

Art.  248. — Dentro  de  los  sesenta  días  siguientes 
a  la  muerte  del  marido,  su  viuda  que  se  creyere 
en  cinta,  debe  denunciarlo  al  Juez  de  1^  Instancia 
de  su  domicilio,  para  que  dicte  las  providencias  a 
que  se  refiere  el  artículo  anterior. 

PARRAFO  II 

Prueba  de  la  filiación  legitima 

Art.  249. —  La  filiación  de  los  hijos  legítimos 
se  prueba  por  las  actas  del  Registro  Civil.  A  falta 
de  ellas  o  si  fueren  defectuosas,  incompletas  o 
falsas,  se  probará  la  filiación  por  la  posesión  no¬ 
toria  de  estado  o  por  cualquier  medio  ordinario 
de  prueba.  Sin  embargo,  la  testimonial  sólo  se 
admitirá  cuando  haya  principio  de  prueba  por 
escrito  o  cuando  las  presunciones  ó  indicios  que 
arrojen  los  hechos,  sean  fundados  para  determinar 
su  admisión. 

El  principio  de  prueba  por  escrito  resulta  de  ios 
registros,  de  los  papeles  domésticos  del  padre  o 
de  la  madre,  de  los  documentos  públicos  y  de  los 
privados  escritos  de  puño  y  letra  de  las  partes 
interesadas. 

Las  personas  nacidas  antes  de  la  institución  del 
Registro  Civil  podrán  comprobar  su  filiación  por 
medio  de  los  registros  parroquiales. 

Art.  250. — La  posesión  de  estado  de  hijo  legí¬ 
timo  consiste  en  que  sus  padres  lo  hayan  tratado 
como  tal,  proveyendo  a  su  subsistencia  y  edu¬ 
cación  o  presentándolo  en  ese  carácter  a  sus  deudos 
y  amigos;  y  en  que  éstos  y  el  vecindario  de  su 
domicilio  en  general,  lo  hayan  reputado  por  hija 
legítimo  de  sus  padres, 

PARRAFO  III 
Legitimación 

Art.  251.  —  El  único  medio  de  legitimación  del 
hijo  natural  es  el  matrimonio  de  sus  padres. 

Art.  252. — Las  disposiciones  de  este  párrafo 
sobre  la  legitimación  en  cuanto  a  extranjeros, 
sólo  serán  aplicables  a  los  hijos  cuyos  padres  ten¬ 
gan  o  hubiesen  tenido  su  domicilio  en  la  Repú¬ 
blica  al  tiempo  de  la  celebración  del  matrimonio. 

Art.  253. — Los  hijos  que  tengan  la  calidad  de 
guatemaltecos  aunque  sus  padres  sean  extranjeros 
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y  la  ley  del  domicilio  de  éstos  no  reconozca  el 
subsiguiente  matrimonio  como  medio  de  legiti¬ 
mación,  quedarán  legitimados  conforme  a  las 
leyes  de  la  República. 

Art.  254. — El  matrimonio,  aunque  sea  decla¬ 
rado  nulo,  legitima  a  los  hijos  si  uno  de  los  cón¬ 
yuges  por  lo  menos,  tuvo  buena  fe  al  tiempo  de 
celebrarlo. 

Art.  255. — Para  legitimar  aun  hijo,  los  padres 
deben  reconocerlo  expresamente  antes  de  la  cele¬ 
bración  del  matrimonio  o  en  el  acto  mismo  de 
celebrarlo  o  durante  él,  haciendo  en  todo  caso 
el  reconocimiento  ambos  padres,  juntos  o  sepa¬ 
radamente. 

Art.  256. — Si  el  hijo  fué  reconocido  por  el  pa¬ 
dre  antes  del  matrimonio  y  en  el  Registro  Civil 
consta  el  nombre  de  la  madre,  no  se  necesita  del 
reconocimiento  expreso  para  que  la  legitimación 
surta  sus  efectos  legales. 

Art.  257.— Cuando  por  sentencia  firme  de  fi¬ 
liación  respecto  al  padre  y  por  el  Registro  Civil 
en  cuanto  a  la  madre,  conste  que  el  hijo  lo  es  de 
ambos,  el  matrimonio  produce  ipso-jure  la  le¬ 
gitimación. 

Arr.  258. — Los  hijos  legitimados,  tienen  los 
mismos  derechos  que  los  legítimos. 

Art.  259. — Pueden  ser  legitimados  los  hijos 
que  al  tiempo  de  celebrarse  el  matrimonio  hayan 
fallecido  dejando  descendientes. 

Art.  260. — La  legitimación  del  hijo  aprovecha 
a  sus  descendientes. 

PARRAFO  IV 
Hijos  naturales 

Art.  261. — Son  hijos  naturales  los  que  no  na¬ 
cen  de  matrimonio  ni  están  legitimados. 

Art.  262. — Los  hijos  nacidos  fuera  de  matri¬ 
monio  podrán  ser  reconocidos  por  sus  padres,  o 
por  uno  de  ellos,  y  tendrán  la  calidad  de  hijos 
naturales  respecto  del  padre  o  madre  que  los  haya 
reconocido. 

Art.  263. — El  reconocimiento  voluntario  de 
los  hijos  naturales  podrá  hacerse  por  compare¬ 
cencia  en  el  Registro  Civil,  por  escritura  pública 
o  por  testamento.  El  reconocimiento  legalmente 
hecho  surtirá  todos  sus  efectos  aunque  con  poste¬ 
rioridad  sea  revocado  el  acto  en  que  se  hizo 
constar. 


Art.  264.— El  reconocimiento  que  hiciere  el 
padre  sin  noticia  y  confesión  de  la  madre,  no 
tiene  efecto  sino  respecto  de  él. 

Art.  265. — Cuando  el  padre  o  la  madre  hicie¬ 
ren  el  reconocimiento  separadamente,  no  estarán 
obligados  a  revelar  el  nombre  de  la  persona  con 
quien  hubieren  tenido  el  hijo.  En  ningún  caso 
será  permitido  al  padre  hacer  reconocimiento  de 
hijos  naturales  atribuyendo  la  maternidad  a  una 
mujer  casada. 

Art.  266.— El  hijo  mayor  de  edad  no  puede 
ser  reconocido  sin  su  consentimiento.  Si  el  reco¬ 
nocido  es  menor  de  edad  podrá  rechazar  el  reco¬ 
nocimiento  cuando  sea  emancipado  o  cumpla 
veintiún  años;  pero  deberá  hacerlo  dentro  de  dos 
años,  contados  desde  la  emancipación  o  mayo¬ 
ridad,  si  antes  tenía  noticia  del  reconocimiento, 
y  en  otro  caso  desde  que  la  tuvo  y  quedará  obli¬ 
gado,  si  rechaza  el  reconocimiento,  a  devolver  el 
valor  de  los  alimentos  recibidos. 

Art.  267. — El  reconocimiento  que  haga  el  pa¬ 
dre  o  la  madre  podrá  ser  disputado  en  judo  por 
cualquiera  que  tenga  interés  en  ello,  pero  no  podrá 
ser  impugnado  por  quien  lo  hizo  ni  por  sus  he¬ 
rederos.  Cualquiera  reclamación  del  hijo  respecto 
de  su  reconocimiento  también  podrá  ser  impugnada 
por  quien  tenga  interés  en  ello. 

Art.  268. — Sólo  se  permite  la  investigación  de 
la  paternidad  ilegítima  en  los  casos  siguientes; 

19 — Cuando  se  presente  documento  firmado 
por  el  presunto  padre,  en  que  de  una  manera 
inequívoca  reconozca  directa  o  indirectamente 
su  paternidad; 

29 — Cuando  se  halle  el  hijo  en  posesión  notoria 
de  tal  estado  en  las  condiciones  que  fija  el  artículo 
250; 

39 — Cuando  en  caso  de  violación,  rapto  o  es¬ 
tupro,  la  época  de  la  concepción  coincida  con  la 
del  delito  y  el  nacimiento  hubiere  ocurrido  en  los 
términos  del  artículo  232; 

49 — Cuando  el  hijo  hubiere  nacido  después  de 
ciento  ochenta  días  de  la  celebración  del  matri¬ 
monio  declarado  nulo  y  contraído  de  mala  fe  por 
ambos  cónyuges;  o  dentro  de  los  trescientos  días 
siguientes  a  la  fecha  de  su  anulación; 

59 — Cuando  los  padres  hayan  vivido  maridable¬ 
mente  en  una  misma  casa,  siempre  que  la  mujer 
sea  de  conducta  honesta  y  que  el  hijo  nazca 
después  de  ciento  ochenta  días  de  comenzada  la 
vida  común  o  dentro  de  los  trescientos  días  si¬ 
guientes  a  la  separación. 
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Art.  269 _ Después  de  muerto  el  presunto  pa¬ 

dre  o  madre  no  se  podrá  promover  juicio  sobre 
la  investigación  de  la  paternidad  o  maternidad, 
sino  mediante  demanda  acompañada  de  la  prueba 
documental  que  la  funde  y  en  que,  de  una  manera 
inequívoca  se  reconozca  la  paternidad  o  maternidad 
salvo,  en  cuanto  al  padre  del  hijo  postumo, 
respecto  del  cual  regirá  lo  dispuesto  en  el  artículo 
que  precede. 

Art.  270. — Es  permitido  al  hijo  natural  y  a  sus 
descendientes  investigar  la  maternidad,  la  cual 
puede  probarse  por  cualquiera  de  los  medios 
ordinarios;  pero  la  indagación  no  procederá  cuan¬ 
do  tenga  por  objeto  atribuir  el  hijo  a  una  mujer 
casada. 

Sin  embargo,  el  hijo  natural  podrá  hacerlo: 

19 — Si  la  maternidad  se  deduce  de  una  sentencia 
del  orden  civil  o  criminal; 

29 — Si  resulta  de  una  declaración  escrita  hecha 
por  ambos  padres. 

Art.  271. — La  investigación  de  la  paternidad 
o  maternidad  podrá  ser  promovida  judicialmente 
por  el  hijo,  sus  ascendientes,  descendientes  y  he¬ 
rederos.  Si  la  acción  fuere  promovida  por  medio 
de  apoderado,  éste  deberá  estar  provisto  de  facultad 
especial.  Si  el  hijo  es  menor  de  edad  o  incapa¬ 
citado,  podrán  entablar  esta  acción  sus  legítimos 
representantes. 

Art.  272.  — La  sentencia  ejecutoria  que  declare 
probada  la  filiación,  produce  todos  los  efectos  del 
reconocimiento  voluntario. 

Art.  273. — Los  hijos  naturales  tienen  respecto 
de  la  madre  los  mismos  derechos  y  obligaciones 
que  da  el  reconocimiento  en  cuanto  al  padre, 
sin  necesidad  de  que  por  parte  de  ella  se  haga 
expresamente. 

Art.  274. — Se  necesita  el  reconocimiento  ex¬ 
preso  de  la  madre  cuando  ésta  ha  estado  ignorada 
o  desconocida. 

TITULO  VII 
PARRAFO  I 
Patria  potestad 

Art.  275. — La  patria  potestad  es  la  autoridad 
que  las  leyes  reconocen  en  los  padres,  sobre  la 
persona  y  bienes  de  sus  hijos,  mientras  sean  me¬ 
nores  de  edad. 

Art.  276. — El  padre  y  la  madre  ejercen  con¬ 


juntamente  la  patria  potestad;  pero  al  padre  es  a 
quien  especialmente  corresponde,  durante  el  ma¬ 
trimonio,  como  jefe  de  la  familia,  dirigir,  repre¬ 
sentar  y  defender  a  sus  hijos  menores  tanto  en 
juicio  como  fuera  de  él.  La  madre  debe  ser  oída 
en  todo  cuanto  interese  a  sus  hijos.  En  caso  de 
ausencia  u  otro  impedimento  del  padre,  hará  sus 
veces  la  madre  y  en  defecto  de  aquél,  la  patria 
potestad  en  toda  su  plenitud  pasa  a  la  madre. 

Art.  277. — Cuando  hubiere  oposición  entre 
los  intereses  de  los  padres  y  los  del  hijo,  la  repre¬ 
sentación  de  éste  no  la  tendrán  aquellos.  El  Juez 
en  este  caso  le  nombrará  un  tutor  especial. 

Art.  278. — Los  hijos,  cualquiera  que  sea  su 
estado,  edad  y  condición,  deben  honrar  y  respetar 
a  sus  padres;  están  obligados  a  cuidarlos  y  a  pro¬ 
veer  a  sus  necesidades  en  todas  las  circunstancias 
de  la  vida.  Tienen  derecho  a  los  mismos  cuidados 
y  auxilios  los  demás  ascendientes  consanguíneos. 

Art.  279 — Los  hijos  menores  de  edad  no 
pueden,  sin  permiso  de  sus  padres,  dejar  la  casa 
paterna  o  aquella  en  que  sus  padres  los  han  puesto; 
debiendo  en  todos  los  casos,  ser  auxiliada  la  au¬ 
toridad  doméstica  por  la  pública,  para  el  efecto 
de  hacer  volver  a  los  hijos  al  poder  y  obediencia 
de  los  padres. 

Art.  280. — Los  padres  tienen  la  facultad  de 
corregir  a  sus  hijos,  empleando  los  medios  pru¬ 
dentes  de  disciplina;  y  cuando  éstos  no  bastaren, 
podrán  ocurrir  al  Juez  de  Paz  o  Alcalde  de  la 
localidad  para  que  imponga  a  los  hijos  la  pena  de 
detención  hasta  por  un  mes,  en  un  establecimiento 
correccional.  Bastará  al  efecto,  la  solicitud  verbal 
del  padre  o  de  la  madre  en  su  caso,  y,  en  vista 
de  ella,  expedirá  la  autoridad  la  orden  de  arresto 
que  el  solicitante  podrá  hacer  cesar  a  su  arbitrio. 

Art.  281. — Si  el  hijo  fuere  mayor  de  diez  y  seis 
años  y  tuviere  algún  empleo  o  ejerciere  algún 
oficio,  profesión  o  industria,  la  autoridad  no 
ordenará  ia  detención  sino  después  de  calificar 
los  motivos  en  que  se  funde  la  solicitud.  También 
será  necesaria  la  calificación  cuando  el  padre  o  la 
madre,  en  su  caso,  fueren  casados  en  segundas 
o  ulteriores  nupcias  y  el  hijo  no  sea  de  los  habidos 
en  el  actual  matrimonio. 

Art.  282. — Los  menores  de  edad  que  desem¬ 
peñen  un  empleo  o  cargo  público  son  considerados 
como  mayores  en  lo  concerniente  a  los  actos  que 
ejecutan  en  razón  de  su  empleo  o  cargo. 

Art.  283.  — Permanecen  bajo  la  patria  potestad. 
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aún  después  de  haber  cumplido  la  edad  de  vein¬ 
tiún  años,  los  hijos  en  estado  de  interdicción. 

Art.  284 _ El  padre  en  ejercicio  de  la  patria 

potestad,  puede  nombrar  en  testamento,  uno  o 
más  consejeros  que  dirijan  y  aconsejen  a  la  madre 
viuda  en  determinados  casos  concernientes  a  la 
persona  o  intereses  del  hijo,  o  en  todos  aquellos 
en  que  el  bien  de  los  hijos  lo  exigiere. 

Art.  285. — Cuando  hubiere  divergencia  entre 
la  opinión  de  la  madre  y  la  del  consejero  o  con¬ 
sejeros,  el  Juez  podrá  relevarla  de  seguir  el 
dictamen  de  éstos,  previo  conocimiento  de  causa 
y  oyendo  al  Ministerio  Público. 

Art.  286. — El  padre  o  la  madre,  según  el  caso, 
podrán  también  nombrar  consejeros  del  tutor 
testamentario,  quien  quedará  sujeto  a  las  pres¬ 
cripciones  del  artículo  anterior. 

Art.  287. — La  patria  potestad  sobre  los  hijos 
naturales  reconocidos  voluntariamente  por  sus 
padres  será  ejercida  por  ambos  en  los  términos 
del  artículo  276;  pero  si  la  filiación  hubiere  sido 
declarada  por  sentencia  judicial,  la  patria  potestad 
la  ejercerá  únicamente  aquel  de  los  padres  que 
hubiere  reconocido  voluntariamente  al  hijo.  En 
todo  caso,  por  falta,  incapacidad  o  depravación 
de  uno  de  los  padres,  la  patria  potestad  corres¬ 
ponderá  al  otro. 

Art.  288. — El  padre  y  la  madre  tienen  el  deber 
de  criar  a  sus  hijos  naturales,  proveer  a  su  edu¬ 
cación  y  cumplir  respecto  de  ellos  todas  las 
obligaciones  que  la  ley  atribuye  a  los  padres  con 
relación  a  sus  hijos  iegitimos. 

Art.  289 _ La  persona  casada  que  antes  de  su 

matrimonio  o  durante  él,  ha  reconocido  un  hijo 
natural,  no  puede  tenerlo  en  su  casa,  sin  el  con¬ 
sentimiento  de  su  consorte. 

Art.  290. — La  patria  potestad  comprende  el 
derecho  de  administrar  ios  bienes  del  hijo  menor; 
sin  embargo,  éste  administrará  como  si  fuere 
emancipado,  los  que  adquiera  por  su  industria  o 
profesión. 

Art.  291. — Si  al  que  se  halla  bajo  la  patria  po¬ 
testad  se  le  hiciere  donación  o  se  le  dejare  he¬ 
rencia  o  legado  con  la  condición  deque  los  bienes 
no  los  administren  los  padres,  será  respetada  la 
voluntad  del  testador  o  donante,  quien  deberá 
designar  la  persona  o  institución  administradora. 
En  falta  del  designado,  el  Juez  hará  el  nombra¬ 
miento. 

Art.  292. — El  padre  y  la  madre  tienen  el  usu¬ 
fructo  de  todos  los  bienes  de  sus  hijos  legítimos 


que  estén  bajo  la  patria  potestad,  con  excepción 
de  los  siguientes: 

1° — De  los  que  adquiera  el  hijo  por  su  trabajo, 
profesión  o  industria  y  de  lo  que  gane  en  el  de¬ 
sempeño  de  empleo  o  cargo  público; 

2° — De  los  bienes  de  los  hijos,  adquiridos  por 
herencia,  donación  o  legado,  cuando  el  donante 
o  testador,  ha  dispuesto  que  el  usufructo  corres¬ 
ponda  al  hijo  o  se  destine  a  un  fin  determinado. 

Art.  293. — La  condición  de  que  no  administren 
uno  o  ambos  padres,  impuesta  por  el  donante  o 
testador,  no  se  entiende  que  les  priva  del  usufructo, 
ni  la  que  les  priva  del  usufructo  se  entiende  que 
les  quita  la  administración,  a  menos  que  se  ex¬ 
prese  lo  uno  y  lo  otro  por  el  donante  o  testador. 

Art.  294. — La  administración  de  ios  bienes  de 
los  hijos  naturales  la  tendrán  los  padres  que  ejer¬ 
cieren  ia  patria  potestad,  conforme  a  los  artículos 
anteriores. 

Art.  295 — Los  padres  sólo  tendrán  derecho 
al  usufructo  de  los  bienes  adquiridos  por  sus  hijos 
naturales  con  posterioridad  al  reconocimiento, 
salvo  en  lo  que  se  refiere  a  los  bienes  adquiridos 
por  herencia  o  donación,  caso  en  el  cual  regirá 
lo  que  hubiere  dispuesto  el  testador  o  donante. 

Art.  296. — Los  padres  están  obligados  a  pres¬ 
tar  garantía  de  la  conservación  y  administración 
de  los  bienes  de  los  hijos,  en  los  casos  siguientes: 

1“ — Cuando  hayan  sido  declarados  en  quiebra; 

2? — Cuando  pasen  a  ulteriores  nupcias; 

39 — Cuando  su  administración  sea  notoriamente 
ruinosa  para  los  hijos. 

Art.  297. — Si  el  que  ejerce  la  patria  potestad 
disipa  los  bienes  de  los  hijos  o  fuere  responsable 
civil  o  criminalmente  por  actos  delictuosos  contra 
la  propiedad,  perderá  la  administración  de  los 
bienes. 

Art.  298 — Se  prohíbe  a  los  padres: 

19 — Enajenar,  gravar  o  dar  en  anticresis  los 
bienes  inmuebles  de  los  hijos,  sino  por  causa  de 
evidente  necesidad  o  comprobada  utilidad,  previa 
autorización  del  Juez,  con  intervención  del  Mi¬ 
nisterio  Público; 

29 — Enajenar,  por  menos  de  su  valor  inscrito, 
derechos  reales  que  pertenezcan  a  los  hijos,  sin 
la  autorización  y  en  los  casos  expresados  en  el 
inciso  anterior; 

39 — Celebrar  contratos  de  arrendamiento  por 
más  de  seis  años  o  que  por  cualquier  concepto 
puedan  prorrogarse  a  mayor  tiempo,  así  como 
recibir  la  renta  anticipada  por  más  de  dos  años; 
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4? — Vender  valores  comerciales  o  industriales, 
títulos  de  rentas,  acciones,  frutos  y  ganados  de 
partida,  por  menor  valor  del  que  se  cotice  en  la 
plaza  el  día  de  la  venta; 

59 — Hacer  donación  de  los  bienes  de  los  hijos 
o  remisión  voluntaria  de  los  derechos  de  éstos; 

69 — Dar  fianza  en  representación  de  sus  hijos. 

Los  actos  de  los  padres  contra  las  prohibiciones 
de  este  artículo,  son  nulos. 

Art.  299 — La  acción  para  pedir  la  garantía 
prevenida  en  el  artículo  296  y  la  remoción  a  que 
se  refiere  el  artículo  297,  podrá  ser  ejercida  por 
el  otro  cónyuge,  por  los  ascendientes  o  por  el 
Ministerio  Público. 

Art.  300. — Si  el  padre  fuere  menor  de  18  años 
y  la  madre  mayor  de  esa  edad,  ella  ejercerá  la 
patria  potestad;  pero  si  ambos  fueren  menores  de 
18  años,  la  administración  de  los  bienes  de  los 
hijos  será  ejercida  por  la  persona  bajo  cuya  guarda 
o  tutela  estuviere  el  padre. 

PARRAFO  II 

Suspensión  y  término  de  la  patria  potestad 

Art.  301. — La  patria  potestad  se  suspende: 

19 — Por  ausencia  del  que  la  ejerce,  declarada 
judicialmente; 

29 — Por  interdicción,  declarada  en  la  misma 
forma; 

39 — Por  ebriedad  consuetudinaria. 

Art.  302.— La  patria  potestad  termina: 

19 — Por  la  muerte  de  quienes  la  ejercen; 

29 — Por  llegar  el  hijo  a  la  mayoría  de  edad  o 
por  haber  sido  emancipado  o  habilitado;  salvo  lo 
dispuesto  en  el  artículo  283. 

Art.  303. — La  patria  potestad  se  pierde: 

19 — Si  por  las  costumbres  depravadas  o  escan¬ 
dalosas  de  los  padres,  malos  tratamientos  o 
abandono  de  sus  deberes,  pudiesen  comprometerla 
salud,  la  seguridad  o  la  moralidad  de  sus  hijos, 
aún  cuando  esos  hechos  no  cayeren  bajo  la 
ley  penal; 

29 — Por  delito  cometido  por  uno  de  los  padres 
contra  el  otro  o  contra  la  persona  de  alguno  de 
sus  hijos; 

39 — Por  la  exposición  o  el  abandono  que  el 
padre  o  la  madre  hiciera  de  sus  hijos,  para  el  que 
los  haya  expuesto  o  abandonado; 

49 — Por  haber  sido  condenado  dos  o  más 
veces  por  delito  grave. 


Art.  304.—  Sólo  podrán  promover  la  acción 
sobre  pérdida  o  suspensión  de  la  patria  potestad, 
los  ascendientes  del  menor,  sus  parientes  cola¬ 
terales  dentro  del  cuarto  grado  y  en  defecto  de 
unos  y  otros  el  Ministerio  Público.  El  cónyuge 
inocente  y  el  Ministerio  Público  serán  parte  en 
el  juicio  en  todos  los  casos. 

TITULO  VIH 

Emancipación  y  Habilitación  de  Edad 

Art.  305 _ La  emancipación  es  un  hecho  que 

pone  fin  a  la  patria  potestad. 

Art.  306. — El  matrimonio  produce  la  emanci¬ 
pación  qel  menor  que  ha  cumplido  diez  y  ocho 
años. 

Art.  307. — El  hijo  que  haya  cumplido  diez  y 
ocho  años  puede  ser  emancipado  por  quienes 
ejercen  la  patria  potestad. 

El  acto  de  la  emancipación  debe  hacerse  en 
escritura  pública,  en  la  que  constará  el  consenti¬ 
miento  del  hijo  y  no  producirá  efectos  antes  de 
su  inscripción  en  el  Registro  Civil. 

Art.  308. — La  emancipación  habilita  al  menor 
para  regir  su  persona  y  bienes  como  si  fuera 
mayor  de  edad. 

Art.  309. — Verificada  la  emancipación  no  pue¬ 
de  ser  revocada. 

Art.  310. — Los  menores  que  hayan  cumplido 
diez  y  ocho  años,  que  no  estén  bajo  la  patria 
potestad,  pueden  ser  habilitados  por  el  Juez  de 
14  Instancia  de  su  domicilio. 

Art.  311. — El  Juez  ante  quien  se  presente  el 
menor,  dará  audiencia  sucesivamente  por  el 
término  de  tres  días  para  cada  uno,  al  tutor  y  al 
protutor,  pedirá  informe  al  Consejo  de  tutela, 
acerca  de  las  aptitudes  del  menor  para  el  manejo 
de  sus  intereses,  informe,  que  debidamente  fun¬ 
dado,  se  presentará  dentro  del  término  de  treinta 
días.  El  Juez  resolverá  lo  que  proceda  en  el 
plazo  de  ocho  días  y  mandará  expedir  una  copia 
certificada  de  su  fallo,  si  concede  la  habilitación, 
para  que  sea  inscrito  en  el  Registro  Civil.  De 
la  resolución  del  Juez  cabe  apelación  en  ambos 
efectos. 

TITULO  IX 

Alimentos 

Art.  312. —  La  denominación  de  alimentos 
comprende  todo  lo  que  es  indispensable  para  e] 
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sustento,  habitación,  vestido  y  asistencia  médica, 
y  también  la  educación  e  instrucción  del  alimen¬ 
tista  cuando  es  menor  de  edad. 

Art.  313. — Los  alimentos  han  de  ser  propor¬ 
cionados  a  las  circunstancias  personales  y  pecu¬ 
niarias  de  quien  los  debe  y  de  quien  los  recibe  y 
serán  fijados  por  el  Juez  cuando  respecto  a  ellos 
no  se  avinieren  las  partes. 

Art.  314 _ Los  alimentos  se  reducirán  o 

aumentarán  proporcionalmente,  según  el  aumento 
o  disminución  que  sufran  las  necesidades  del 
alimentista  y  la  fortuna  del  que  hubiere  de 
satisfacerlos. 

Art.  315.— Los  alimentos  sólo  se  deben  en  la 
parte  en  que  los  bienes  y  el  trabajo  del  alimentista 
no  alcancen  a  satisfacer  sus  necesidades. 

Art.  316. — No  es  renunciable  ni  trasmisible  a 
un  tercero,  ni  embargable,  el  derecho  a  los 
alimentos.  Tampoco  puede  compensarse  con  lo 
que  el  alimentista  deba  al  que  ha  de  prestarlos. 

Podrán,  sin  embargo,  compensarse,  embargarse, 
renunciarse  y  enajenarse  las  pensiones  alimen¬ 
ticias  atrasadas. 

Art.  317. — Mientras  se  ventila  la  obligación 
de  dar  alimentos,  podrá  el  Juez  ordenar  según  las 
circunstancias,  que  se  den  provisionalmente, 
desde  que  en  ¡a  secuela  del  juicio  haya  funda¬ 
mento  razonable,  sin  perjuicio  de  la  restitución, 
si  la  persona  de  quien  se  demandan  obtiene 
sentencia  absolutoria. 

Art.  318 — Están  obligados  recíprocamente  a 
darse  alimentos,  de  conformidad  con  el  artículo 
312; 

19 — Los  cónyuges; 

29 — Los  ascendientes  y  descendientes  legítimos; 

39 — Los  padres  y  los  hijos  naturales  recono¬ 
cidos  y  los  descendientes  de  éstos. 

Art.  319. — Los  hermanos  deben  a  sus  herma¬ 
nos  y  medio  hermanos  los  auxilios  indispensables 
para  la  subsistencia,  cuando  por  un  defecto  físico 
o  moral,  o  por  cualquiera  otra  causa  que  no  sea 
imputable  al  alimentista,  no  pueda  éste  procurarse 
su  subsistencia. 

Art.  320. — Cuando  recaiga  sobre  dos  o  más 
personas  la  obligación  de  dar  alimentos,  se  repar¬ 
tirá  entre  ellas  el  pago,  en  cantidad  proporcionada 
a  su  caudal  respectivo. 

Sin  embargo,  en  caso  de  urgente  necesidad  y 
por  circunstancias  especiales,  el  Juez  podrá  decre¬ 
tar  que  uno  o  varios  de  los  obligados  los  preste 


provisionalmente,  sin  perjuicio  de  que  pueda 
reclamar  de  los  demás  la  parte  que  les  corresponde. 

Art.  321. — Cuando  dos  o  más  alimentistas 
tuvieren  derecho  a  ser  alimentados  por  una  misma 
persona,  y  ésta  no  tuviere  fortuna  bastante  para 
atender  a  todos,  los  prestará  en  el  orden  siguiente; 

19 — A  su  cónyuge; 

29 — A  los  descendientes  del  grado  más  próximo ; 

39 — A  los  ascendientes,  también  del  grado  más 
próximo. 

49— A  los  hermanos. 

Si  los  alimentistas  concurrentes  fuesen  el  cón¬ 
yuge  y  uno  o  varios  hijos,  sujetos  a  la  patria 
potestad,  el  Juez  atendiendo  a  las  necesidades  de 
uno  y  otros,  determinará  la  preferencia. 

Art.  322. —  La  obligación  de  dar  alimentos 
será  exigióle  desde  que  los  necesitare  la  persona 
que  tenga  derecho  a  percibirlos. 

El  pago  se  verificará  por  mensualidades  antici¬ 
padas,  y,  cuando  fallezca  el  alimentista,  sus 
herederos  no  estarán  obligados  a  devolver  lo  que 
éste  hubiese  recibido  anticipadamente. 

Art.  323. — El  que  haya  suministrado  alimentos 
con  protesta  de  cobrarlos,  tiene  derecho  a  ser 
indemnizado  por  la  persona  que  esté  obligada  a 
satirfacerlos. 

Art.  324. —  Si  la  persona  que  debe  dar  alimen¬ 
tos  justifica  que  no  puede  pagar  la  pensión 
alimenticia,  podrá  el  Juez,  con  conocimiento  de 
causa,  disponer  que  se  presten  en  la  casa  del 
obligado,  si  éste  lo  solicitare  y  su  cónyuge  da  su 
consentimiento.  El  Juez  podrá  revocar  su  reso¬ 
lución  en  cualquier  tiempo  en  que  se  justifique 
la  inconveniencia  de  mantenerla. 

Art.  325. —  No  pueden  cobrarse  alimentos 
pretéritos  sino  por  un  tiempo  que  no  exceda  de 
doce  meses  inmediatamente  anteriores  a  la 
demanda. 

Art.  326. — Cesará  la  obligación  de  dar  ali¬ 
mentos  ; 

19 — Por  la  muerte  del  alimentista; 

29 — Cuando  aquel  que  los  proporciona  se  ve 
en  la  imposibilidad  de  continuar  prestándolos  o 
cuando  termina  la  necesidad  del  que  los  recibía; 

39 — En  el  caso  de  injuria,  falta  o  daño  grave, 
inferidos  por  el  alimentista  contra  el  que  deba 
prestarlos; 

49 —  Cuando  la  necesidad  de  los  alimentos 
dependa  de  la  conducta  viciosa  o  de  la  falta  de 
aplicación  al  trabajo  del  alimentista,  mientras 
subsistan  estas  causas; 
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5° — Si  los  hijos  menores  se  casaren  sin  el 
consentimiento  de  los  padres  o  abandonaren  la 
casa  paterna  por  causas  injustificables. 

Art.  327. — Los  descendientes  no  pueden  tam¬ 
poco  exigir  alimentos: 

1? — Cuando  han  cumplido  veintiún  años  de 
edad  a  no  ser  que  se  hallen  habitualmente  enfer¬ 
mos,  impedidos  o  en  estado  de  interdicción: 

2° — Cuando  se  les  ha  asegurado  la  subsistencia 
hasta  la  misma  edad. 

Art.  328. — Las  disposiciones  de  este  título  son 
aplicables  a  los  demás  casos  en  que  por  ley,  por 
testamento  o  por  contrato,  se  tenga  derecho  a 
alimentos,  salvo  lo  pactado,  u  ordenado  por  el 
testador  o  lo  dispuesto  por  la  ley  para  el  caso 
especial  de  que  se  trate. 

El  derecho  de  alimentos  que  provenga  de 
contrato  o  disposición  testamentaria,  no  perjudica 
en  ningún  caso  la  preferencia  que  la  ley  establece 
en  favor  de  los  parientes  del  obligado. 

Art.  329. — La  persona  obligada  a  dar  alimen¬ 
tos  contra  la  cual  haya  habido  necesidad  de 
promover  juicio  para  obtenerlos,  deberá  garantizar 
suficientemente  la  cumplida  prestación  de  ellos 
con  hipoteca,  si  tuviere  bienes  hipotecables,  o 
con  fianza  u  otras  seguridades,  a  juicio  del  Juez. 
En  este  caso  el  demandante  tendrá  derecho  a  que 
sean  anotados  bienes  suficientes  del  obligado  a 
prestar  alimentos,  mientras  no  los  haya  garantizado. 

TITULO  X 

PARRAFO  I 

Tutela 

Disposiciones  ff enerales 

Art.  330. — El  menor  de  edad  que  no  se  halle 
bajo  la  patria  potestad,  o  emancipado  o  habilitado, 
quedará  sujeto  a  tutela.  Igualmente  lo  estará 
el  que  hubiere  sido  declarado  en  interdicción,  si 
no  tuviere  padres. 

Art.  331.— La  tutela  se  ejercerá  por  un  solo 
tutor  bajo  la  vigilancia  del  protutor  y  del  Consejo 
de  tutela. 

Art.  332. — La  tutela  y  protutela  son  cargos 
públicos  a  cuyo  desempeño  están  obligadas  todas 
las  personas  que  se  encuentren  en  el  pleno  goce 
de  sus  derechos  civiles. 

Art.  333. — La  tutela  y  protutela  son  cargos 
personales  que  no  pasan  a  los  herederos  ni 


pueden  delegarse.  Sin  embargo,  los  tutores  y 
protutores  pueden  otorgar  poderes  especiales  para 
actos  determinados. 

Art.  334. — La  tutela  puede  ser: 

19 — T  estamentaria ; 

2° — Legítima; 

39 — Dativa. 

PARRAFO  II 

Tutela  testamentaria 

Art.  335.— El  padre,  por  escritura  pública  o 
por  testamento,  puede  nombrar  tutor  y  protutor 
para  sus  hijos  menores  y  para  los  mayores  inca¬ 
pacitados,  ya  sean  legítimos  o  naturales  recono¬ 
cidos,  siempre  que  haya  precedido  la  muerte  de 
la  madre. 

Igual  facultad  corresponde  a  la  madre,  si  antes 
hubiere  muerto  el  padre. 

Art.  336. — El  padre  y  la  madre,  en  su  caso, 
pueden  nombrar  un  tutor  y  un  protutor  para  todos 
o  para  varios  de  sus  hijos  o  para  cada  uno  de  ellos. 
Pueden  también  nombrar  varios  tutores  y  protu¬ 
tores  para  que  ejerzan  el  cargo  uno  en  defecto 
de  otro,  respectivamente,  en  el  orden  de  su  de¬ 
signación  . 

Art.  337.  —  Si  por  un  nombramiento  condi¬ 
cional  de  tutor  o  por  cualquiera  otro  motivo, 
faltare  el  tutor  testamentario,  se  proveerá  al  menor 
de  tutor  conforme  a  la  ley. 

Art.  338. — Si  hallándose  en  ejercicio  un  tutor 
legítimo  o  dativo,  apareciere  el  testamentario,  se 
transferirá  inmediatamente  a  éste  la  tutela. 

PARRAFO  III 

Tutela  legítima 

Art.  339. — La  tutela  legítima  de  los  menores 
corresponde  en  el  orden  siguiente: 

19 — Al  abuelo  paterno; 

29 — Al  abuelo  materno; 

39 — A  la  abuela  paterna; 

49 — A  la  abuela  materna; 

59 — A  los  hermanos,  sin  distinción  de  sexo, 
siendo  preferidos  los  que  procedan  de  ambas 
líneas  y  entre  éstos  el  de  mayor  edad. 

Las  abuelas  y  hermanas  sólo  podrán  ejercer  el 
cargo  si  fueren  viudas  o  solteras. 
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Art.  340. — La  línea  materna  será  preferida  a 
la  paterna  para  la  tutela  de  los  hijos  naturales. 

Art.  341.— Los  Directores  de  los  Hospicios  y 
Casas  de  Huérfanos  son  ipso-jure  los  tutores  de 
los  asilados  en  tales  establecimientos. 

PARRAFO  IV 

Tutela  dativa 

Art,  342. — No  habiendo  tutor  testamentario 
ni  legítimo,  corresponde  al  Consejo  de  tutela  la 
elección  de  tutor. 

Art.  343 _ Los  menores  que  hayan  cumplido 

la  edad  de  16  años  tendrán  derecho  a  proponer 
uno  o  varios  candidatos  para  su  tutela. 

Art.  344. — Corresponde  al  Juez  de  1?  Instancia 
confirmar  el  nombramiento  del  tutor  y  conocer  de 
las  excusas  o  impedimentos  para  ejercer  el  cargo. 

PARRAFO  V 

Tutela  de  los  declarados  en  interdicción 

Art.  345. — No  se  puede  nombrar  tutor  de  los 
locos,  imbéciles  y  sordomudos,  mayores  de  edad, 
sin  que  preceda  la  declaratoria  de  interdicción. 

Art.  346. — La  tutela  de  los  declarados  en  in¬ 
terdicción  corresponde; 

IP — Al  cónyuge,  no  separado  legalmente; 

2° — Al  padre  y  en  su  caso,  a  la  madre; 

3P — A  los  hijos  mayores  de  edad; 

4P — A  los  abuelos; 

5P — A  los  hermanos,  con  la  preferencia  a  que 
se  refiere  el  inciso  5?  del  artículo  339. 

Las  mujeres  sólo  podrán  ejercer  el  cargo  si 
fueren  viudas  o  soltera.s. 

V 

PARRAFO  VI 

Protntcn' 

Art.  347.  —  La  protutela  es  una  institución 
familiar  que  tiene  por  objeto  intervenir  las  fun¬ 
ciones  de  la  tutela  y  asegurar  su  recto  ejercicio. 

Art.  348.— Al  Consejo  de  tutela  corresponde 
nombrar  protutor  cuando  no  lo  hayan  nombrado 
los  que  tienen  derecho  de  elegirlo.  El  Juez 
confirmará  y  discernirá  el  cargo  en  todo  caso. 

Art.  349. — El  tutor  no  puede  comenzar  el 
ejercicio  de  la  tutela  sin  que  haya  sido  nombrado 
el  protutor.  El  que  dejare  de  reclamar  este 


nombramiento  será  removido  de  la  tutela  y 
responderá  de  los  daños  que  sufra  el  menor  o 
incapacitado. 

Art.  350. — El  nombramiento  del  protutor  no 
podrá  recaer  en  persona  que  sea  pariente  de 
pupilo  en  la  misma  línea  que  el  tutor. 

Art.  351. — El  protutor  está  obligado: 

IP— A  intervenir  en  el  inventario  de  los  bienes 
del  menor  y  en  la  calificación  y  otorgamiento  de 
la  garantía  que  debe  prestar  el  tutor; 

2P — A  defender  los  derechos  del  menor  en 
juicio  y  fuera  de  él,  siempre  que  estén  en 
oposición  con  los  intereses  del  tutor; 

3P — A  promover  ante  el  Consejo  de  tutela  el 
nombramiento  de  nuevo  tutor,  cuando  proceda  la 
remoción  del  que  estuviere  en  ejercicio; 

4P — A  procurar  la  reunión  del  Consejo  para  el 
nombramiento  de  nuevo  tutor,  cuando  la  tutela 
quede  vacante  o  abandonada; 

5P — A  intervenir  en  la  rendición  anual  de 
cuentas  del  tutor,  así  como  al  terminarse  la  tutela; 

6P — A  ejercer  las  demás  atribuciones  que  le 
señala  la  ley. 

El  protutor  será  responsable  de  los  daños  y 
perjuicios  que  sobrevengan  al  pupilo  por  omisión 
o  negligencia  en  el  cumplimiento  de  estos  deberes. 

El  protutor  puede  asistir  a  las  deliberaciones 
del  Consejo  de  tutela  y  tomar  parte  en  ellas; 
pero  no  tiene  derecho  a  votar. 

PARRAFO  Vil 

Personas  inháhiles  para  ser  tutores  y  protu¬ 
tores  y  su  remoción 

Art.  352. — No  puede  ser  tutor  ni  protutor: 

IP — El  que  esté  sujeto  a  la  patria  potestad  o  se 
halle  bajo  tutela; 

2P — El  que  hubiere  sido  penado  por  robo, 
hurto,  estafa,  falsedad,  faltas  y  delitos  contra  la 
honestidad  u  otros  delitos  graves; 

3° — El  que  hubiere  sido  removido  de  una 
tutela  anterior,  o  no  hubiere  rendido  cuentas  de 
su  administración  o  si  habiéndolas  rendido,  no 
estuviesen  aprobadas; 

4P — El  ébrio  consuetudinario,  el  vago  y  el  de 
notoria  mala  conducta; 

5P — El  fallido  o  concursado  mientras  no  haya 
obtenido  su  rehabilitación; 

6P — La  mujer  casada; 

7P — Aquel  que  por  sí,  o  cuyos  padres, 
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cónyuges  o  hijos,  tengan  pleito  pendiente  con 
el  menor  o  incapacitado; 

Sí* — El  que  ha  perdido  el  ejercicio  de  la  patria 
potestad  o  la  administración  de  los  bienes  de  sus 
hijos; 

9° — El  acreedor  o  deudor  del  menor  por 
cantidades  de  consideración,  a  juicio  del  Consejo 
de  tutela,  a  menos  que,  con  conocimiento  de 
causa,  haya  sido  nombrado  por  el  padre,  y,  en  su 
caso,  por  la  madre; 

10.  — El  que  no  tenga  domicilio  en  la  República; 

11.  — El  ciego  y  el  que  padezca  enfermedad 
grave  y  contagiosa. 

Art.  353. — Serán  removidos  de  la  tutela  o 
protutela; 

1? — Aquellos  a  quienes  después  de  discernida 
ésta,  sobrevenga  alguna  de  las  incapacidades  que 
se  mencionan  en  el  artículo  anterior; 

2° — Los  que  comenzaren  el  ejercicio  de  la 
tutela  sin  haberse  reunido  el  Consejo,  sin  haber 
pedido  el  nombramiento  de  protutor,  sin  haber 
practicado  el  inventario  de  los  bienes  del  menor 
o  incapacitado  o  haberío  hecho  con  infidelidad,  o 
sin  haber  garantizado  su  administración,  cuando 
así  corresponda; 

3° — Los  que  demuestren  negligencia,  ineptitud 
o  infidelidad  en  el  desempeño  del  cargo. 

Art.  354. — El  Consejo  de  tutela  con  conoci¬ 
miento  de  causa,  podrá  acordar  la  remoción  del 
tutor  o  del  protutor  y  promoverá  ante  el  Juez  de 
14  Instancia  la  acción  que  corresponda,  la  cual 
será  tramitada  y  resuelta  en  juicio  sumario.  Si  se 
tratare  de  la  remoción  del  tutor,  el  Consejo  estará 
representado  por  el  protutor  y  si  la  acción  se 
promoviera  contra  el  protutor,  el  Consejo  actuará 
por  medio  de  su  Presidente. 

Art.  355. — Si  por  cualquier  circunstancia  no 
entrare  el  tutor  en  el  ejercicio  de  su  cargo,  el 
Consejo  proveerá  a  los  cuidados  de  la  tutela, 
mientras  se  resuelve  definitivamente  lo  que 
proceda. 

Si  el  tutor  hubiere  entrado  en  el  ejercicio  <del 
cargo  y  el  Consejo  acordare  que  se  promueva  su 
remoción,  éste  propondrá  las  medidas  conducen¬ 
tes  a  proteger  a  la  persona  y  bienes  del  menor  o 
incapacitado. 

Art.  356. — El  Ministerio  Público  y  los  parien¬ 
tes  del  pupilo  deben  denunciar  las  causas  de 
remoción  del  tutor  o  protutor  ante  el  Juez  de  14 
Instancia  competente. 


Si  la  denuncia  fuere  contra  el  tutor,  el  Juez  la 
tramitará  en  juicio  sumario  con  intervención  del 
protutor;  y  si  fuere  é.ste  el  denunciado,  será  parte 
el  Consejo  de  tutela. 

PARRAFO  VIII 

Exctcsas  de  la  tutela  y  protutela 

Art.  357. — Son  causas  de  excusa  de  la  tutela  y 
protutela: 

14 — Tener  a  su  cargo  otra  tutela  o  protutela; 

24 — Ser  mayor  de  sesenta  años; 

34 — Tener  bajo  patria  potestad  cuatro  o  más 
hijos; 

44 — Ser  pobre  de  solemnidad; 

54 — Padecer  enfermedad  habitual  que  impida 
cumplir  los  deberes  del  cargo; 

64 — Tener  que  ausentarse  de  la  República 
por  más  de  un  año. 

Art.  358. — Las  excusas  deben  alegarse  ante  el 
Juez  dentro  de  ocho  días  contados  desde  la  fecha 
de  la  notificación  del  nombramiento  y  de  lo 
contrario  jio  serán  admitidas;  pero  si  las  causas 
de  excusa  sobrevinieren  durante  la  tutela  o  pro¬ 
tutela,  serán  admisibles  en  cualquier  tiempo  que- 
se  aleguen. 

Art.  359 _ Los  que  no  fueren  parientes  del 

menor  o  incapacitado  no  estarán  obligados  a 
aceptar  la  tutela  y  protutela,  si  existieren  personas 
llamadas  por  la  ley  que  no  tengan  excusa  o 
impedimento  para  ejercer  aquellos  cargos. 

Art.  360. — Durante  el  incidente  de  excu.sa  el 
que  la  proponga  estará  obligado  a  ejercer  su 
cargo.  No  haciéndolo  así,  el  Consejo  nombrará 
persona  que  la  sustituya,  quedando  el  sustituido 
responsable  de  la  gestión  del  sustituto,  si  fuere 
desechada  la  excusa. 

PARRAFO  IX 

Garantía  de  la  administración  de  la  tutela 

Art.  361. —  El  tutor  antes  de  entrar  en  el 
ejercicio  de  su  cargo,  prestará  garantía  para 
asegurar  la  buena  administración  de  los  bienes. 

Art.  362. — Están  dispensados  de  garantizar; 

14 — El  tutor  testamentario  a  quien  el  testador 
haya  relevado  expresamente  de  esta  obligación; 

24 — El  tutor  del  expósito,  cuando  lo  sea  la 
persona  que  lo  recogió  y  ha  alimentado; 
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3? — El  tutor  que  no  administre  bienes. 

Art.  363. — La  excepción  expresada  en  el  inciso 
1?  del  artículo  anterior,  cesará  cuando  con 
posterioridad  al  nombramiento  de  tutor  sobre¬ 
venga  o  se  descubran  causas  que  hagan  indispen¬ 
sable  ia  caución,  a  juicio  del  Consejo  de  tutela. 

Art.  364. — La  garantía  deberá  asegurar: 

19 — El  importe  de  los  bienes  muebles  que 
reciba  el  tutor; 

29—  El  promedio  de  la  renta  de  los  bienes  del 
pupilo,  en  los  últimos  tres  años; 

39 — Las  utilidades  que  durante  un  año  pueda 
percibir  el  pupilo  de  cualquier  empresa  mercantil 
o  industrial. 

Art.  365. — La  garantía  deberá  aumentarse  o 
podrá  disminuirse  según  aumente  o  disminuya  el 
valor  de  los  bienes  expresados  y  el  de  la  cosa  en 
que  aquella  esté  constituida. 

Art.  366. — No  se  podrá  cancelar  totalmente  la 
garantía  hasta  que  aprobadas  ias  cuentas  de  la 
tutela,  haya  extinguido  el  tutor  todas  las  respon¬ 
sabilidades  de  su  gestión. 

Art.  367. — La  garantía  deberá  ser  hipotecaria 
o  prendaria.  Sólo  se  admitirá  la  personal  cuando 
fuere  imposible  constituir  alguna  de  las  anteriores. 

La  garantía  que  presten  los  tutores  no  impedirá 
que  el  Consejo  de  tutela  adopte  otras  medidas 
que  tiendan  a  la  mejor  conservación  de  los 
bienes  del  menor  o  Incapacitado. 

Art.  368. — Cuando  el  tutor  no  pueda  dar 
hipoteca,  prenda  ni  fianza  y  la  suma  que  ha  de 
garantizar  no  exceda  de  quinientos  quetzales,  se 
admitirá  la  caución  juratoria.  si  la  conducta  del 
tutor  fuere  notoriamente  buena. 

Art.  369. — Contra  los  acuerdos  del  Consejo 
de  tutela  en  que  se  señale  el  monto  de  la  garantía 
o  se  haga  su  calificación,  podrá  ocurrirse  al  Juez 
competente,  para  que,  sin  forma  de  juicio,  y 
tomando  las  informaciones  que  crea  pertinentes, 
confirme  o  modifique  tales  acuerdos. 

Art.  370.. — Mientras  se  constituye  ia  garantía, 
el  protutor  ejercerá  los  actos  administrativos  que 
el  Consejo  de  tutela  crea  indispensables  para  la 
conservación  de  los  bienes  y  percepción  de  los 
productos. 

Art.  371. — La  garantía  prendaria  que  preste  el 
tutor  se  constituirá  depositando  los  efectos  o 
valores  en  una  institución  de  crédito  autorizada 
para  recibir  depósitos;  y  a  falta  de  ella,  en  una 
persona  de  notorio  arraigo. 


Art.  372.— El  Consejo  de  tutela,  el  tutor  y 
el  protutor,  están  solidariamente  obligados  a 
promover  la  constitución  de  la  garantia. 

Art.  373. — El  tutor  está  obligado  a  inventariar  y 
hacer  valuar  los  bienes  del  menor  o  incapacitado, 
dentro  de  los  treinta  días  siguientes  a  la  aceptación 
de  la  tutela  y  antes  de  tomar  parte  alguna  en  la 
administración. 

Art.  374. — El  Juez,  según  las  circunstancias, 
podrá  restringir  este  plazo  o  ampliarlo  hasta  dos 
meses. 

Art.  375. — El  testador  no  puede  eximir  al 
tutor  de  hacer  inventario. 

Art.  376. — El  inventario  y  avalúo  deberán 
hacerse  con  intervención  del  protutor  y  con 
las  solemnidades  que  establece  el  Código  de 
Procedimientos. 

Art.  377. — El  tutor  está  obligado  a  inventariar 
el  crédito  que  tuviere  en  contra  o  en  favor  del 
pupilo;  y,  si  a  sabiendas  no  lo  hiciere,  lo  perderá 
en  el  primer  caso,  y  en  el  segundo  podrá  ser 
removido. 

PARRAFO  X 

Ejercicio  de  la  tutela 

Art.  378. — El  Consejo  de  tutela  pondrá  en 
pbsesión  ai  tutor  y  al  protutor,  después  de  discer¬ 
nidos  los  cargos  por  el  Juez. 

Art.  379. — El  tutor  representa  al  menor  o 
incapacitado  en  todos  los  actos  civiles,  salvo  en 
aquellos  que  por  disposición  expresa  de  la  ley, 
pueden  los  pupilos  ejecutar  por  sí  solos. 

Art.  380. — El  pupilo  debe  respeto  y  obediencia 
al  tutor.  El  tutor  tiene  respecto  del  pupilo  las 
mismas  facultades  que  al  padre  conceden  los 
artículos  280  y  281  de  este  Código. 

Art.  381.  —  El  tutor  está  obligado: 

19 —  A  cuidar,  mantener  y  educar  al  menor  o 
incapacitado  con  arreglo  a  las  disposiciones  de 
sus  padres,  o  a  las  que,  en  defecto  de  éstas, 
hubiere  adoptado  el  Consejo  de  tutela; 

29 — A  procurar  por  cuantos  medios  propor¬ 
cione  la  fortuna  del  loco,  imbécil  o  sordomudo 
que  éstos  adquieran  o  recobren  su  capacidad; 

39— A  administrar  el  caudal  de  los  menores 
o  incapacitados  con  la  diligencia  de  un  buen 
padre  de  familia; 

49 — A  requerir  la  intervención  del  protutor  en 
todos  los  casos  en  que  la  ley  ia  declare  necesaria. 
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Art.  382. — Las  alhajas,  muebles  preciosos, 
efectos  públicos,  acciones  y  valores  mercantiles 
o  industriales,  que  a  juicio  del  Consejo  de  tutela 
no  hayan  de  estar  en  poder  del  tutor,  serán 
depositadas  en  un  establecimiento  autorizado  por 
la  ley  para  recibir  depósitos;  y  a  falta  de  éste  en 
persona  de  notoria  honradez  y  arraigo. 

Art.  383.  - —  El  Consejo  fijará  ¡a  pensión 
alimenticia  en  vista  del  inventario  y  de  las 
circunstancias  del  pupilo. 

Esta  resolución  puede  modificarse  a  medida 
que  aumente  o  disminuya  el  patrimonio  de  los 
menores  o  incapacitados  o  cambie  la  situación  de 
éstos.  En  caso  de  inconformidad,  el  Juez  con 
conocimiento  de  causa,  resolverá  lo  que  corres¬ 
ponda. 

Art.  384. — El  tutor, ,  dentro  de  treinta  días 
después  del  discernimiento  y  cada  año  al  presentar 
la  cuenta  que  prevée  el  artículo  398,  debe  someter 
a  la  aprobación  dei  Consejo  de  tutela  el  presu¬ 
puesto  de  gastos  de  administración  para  el 
siguiente  año.  Debe  también  obtener  autorización 
para  todos  los  gastos  extraordinarios.  Esta  auto¬ 
rización  no  exonera  al  tutor  de  justificar  el 
empleo  de  las  sumas  presupuestas. 

Art.  385. — El  tutor  necesita  'autorización  del 
Consejo: 

IP — Para  autorizar  el  matrimonio  del  menor; 

2° — Para  imponer  al  menor  ¡os  castigos  de 
que  tratan  los  artículos  280  y  281; 

3° — Para  dedicar  al  menor  a  una  carrera  u 
oficio  determinados,  o  variar  el  que  éste  hubiese 
elegido,  consultando  siempre  sus  inclinaciones, 
aptitudes  y  circunstancias: 

49 — Para  resolver  acerca  de  la  reclusión  del 
pupilo; 

59 — Para  liquidar  o  variar  el  comercio  o  la 
industria  a  que  el  incapacitado  o  sus  causa- 
habientes  o  los  del  menor,  hubieren  e.stado 
dedicados; 

69 — Para  enajenar,  gravar  o  dar  en  anticresis 
bienes  del  patrimonio  del  menor  o  incapacitado; 
para  darlos  en  arrendamiento  por  más  de  seis 
años  o  con  anticipo  de  renta  por  más  de  dos; 
para  hacer  o  reconocer  mejoras  que  no  sean 
necesarias;  y,  en  general,  para  celebrar  contratos 
que  afecten  el  patrimonio  del  pupilo; 

79 — Para  resolver  la  forma,  condiciones  y 
garantias  en  que  debe  colocar  el  dinero  del  pupilo; 

89 — Para  gestionar  la  partición  de  la  herencia 


o  de  otra  cosa  que  el  menor  o  incapacitado 
poseyere  en  común; 

99 — Para  tomar  dinero  a  premio,  sujetándose 
a  la  forma,  condiciones  y  garantías  que  se 
acuerden; 

109 — .Para  aceptar  o  repudiar  herencias  o 
donaciones.  La  aceptación  deberá  ser  siempre 
con  beneficio  de  inventario; 

119 — Para  transigir  o  comprometer  en  árbitros 
las  cuestiones  en  que  el  menor  o  incapacitado 
tuviere  interés; 

129 — Para  entablar  demandas  y  consentir  las 
sentencias  en  que  el  pupilo  fuere  condenado; 

139 — Para  hacerse  pago  de  los  créditos  que 
le  correspondan  contra  el  pupilo; 

149 — Para  contratar  seguros  sobre  la  vida  del 
sujeto  a  tutela; 

159 — Para  cambiar  el  domicilio  del  pupilo. 

Art.  386. — El  Consejo  de  tutela  no  podrá 
autorizar  al  tutor  para  enajenar  o  gravar  los 
bienes  del  menor  o  incapacitado,  sino  por  causa 
de  necesidad  o  utilidad  que  el  tutor  hará  constar 
debidamente.  La  autorización  recaerá  sobre 
cosa  determinada. 

Art.  387. — El  Consejo  de  tutela,  antes  de 
conceder  la  autorización  a  que  se  refiere  el 
artículo  anterior,  debe  oír  el  dictamen  de  peritos 
nombrados  por  él  y  dar  audiencia  al  protutor. 

Art.  388. — La  venta  de  inmuebles,  derechos 
reales  o  de  alhajas  se  hará  siempre  en  pública 
subasta,  ante  el  Juez  de  19  Instancia. 

Art.  389. — La  venta  de  valores  comerciales  o 
industriales,  títulos  de  renta,  acciones,  frutos  y 
ganados  de  partida,  podrá  hacerse  extrajudicial- 
mente,  pero  nunca  por  menor  valor  del  que  se 
cotice  en  la  plaza  el  dia  de  ¡a  venta,  lo  cual 
deberá  comprobar  el  tutor  ante  el  Consejo. 

Art.  390. — El  tutor  responde  de  los  intereses 
legales  del  capital  del  menor,  cuando  por  su 
omisión  o  negligencia,  quedare  improductivo  o 
sin  empleo. 

Art.  391. —  La  autorización  para  transigir  o 
comprometer  en  árbitros,  deberá  ser  pedida  por 
escrito  en  que  el  tutor  exprese  todas  las  condi¬ 
ciones  y  ventajas  de  la  transacción  o  del  arbitra¬ 
mento.  El  Consejo  de  tutela  podrá  asesorarse 
de  uno  o  más  letrados,  según  la  importancia  del 
asunto,  antes  de  conceder  la  autorización. 

Art.  392. — Quedan  prohibidos  al  tutor  los 
actos  siguientes: 
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19 — Contratar  por  sí  o  por  interpuesta  persona 
con  el  menor  o  incapacitado  o  aceptar  contra  él 
créditos,  derechos  o  acciones,  a  no  ser  que 
resulten  de  subrogación  legal; 

29 — Disponer  a  título  gratuito  de  los  bienes 
del  menor  o  incapacitado; 

39 —  Aceptar  donaciones  del  menor,  entre 
vivos  o  por  testamento,  o  del  expupilo  emanci¬ 
pado  o  mayor,  salvo  después  de  aprobadas  y 
canceladas  las  cuentas  de  administración,  o 
cuando  el  tutor  fuere  ascendiente,  cónyuge  o 
hermano  del  menor; 

49 — Hacer  remisión  voluntaria  de  derechos 
del  menor  o  incapacitado; 

59 — Prestar  fianzas  en  nombre  del  pupilo; 

69  —  Dar  en  arrendamiento  los  bienes  del 
pupilo  por  un  tiempo  que  exceda  del  que  falte  a 
éste  para  llegar  a  la  mayor  edad,  sin  perjuicio 
de  lo  establecido  en  el  inciso  69  del  artículo  385. 

Art.  393. — Tampoco  podrán  contratar  acerca 
de  bienes  o  derechos  del  menor  o  incapacitado, 
por  sí  o  por  interpuesta  persona,  el  cónyuge,  los 
ascendientes,  descendientes  y  colaterales  del  tutor, 
salvo  el  caso  de  que  dichas  personas  sean 
coherederas  o  copartícipes  del  pupilo. 

Art.  394. — La  tutela  da  derecho  a  una  retri¬ 
bución  que  se  pagará  anualmente  sobre  los  bienes 
del  menor.  Cuando  ésta  no  hubiere  sido  fijada 
en  el  testamento,  el  Consejo  de  tutela  la  fijará, 
teniendo  en  cuenta  la  importancia  del  caudal  del 
pupilo  y  el  trabajo  que  ha  de  proporcionar  el 
ejercicio  de  la  tutela. 

En  ningún  caso  bajará  la  retribución  del  cinco 
ni  excederá  del  diez  por  ciento  anual,  de  las 
rentas  o  productos  líquidos  de  los  bienes  del 
pupilo.  Esta  retribución  se  distribuirá  entre  el 
tutor  y  el  protutor,  correspondiendo  al  primero 
el  setenta  por  ciento  y  al  segundo  el  treinta  por 
ciento  restante. 

Art.  395. — Contra  el  acuerdo  en  que  se  fije 
la  retribución  a  que  se  refiere  el  artículo  anterior, 
podrán  los  interesados  recurrir  al  Juez  de  1? 
Instancia  competente,  quien,  con  audiencia  del 
Consejo  de  tutela,  y  sin  forma  de  juicio,  resolverá 
lo  que  considere  equitativo. 

ArL  396. — Cuando  el  tutor  o  el  protutor 
hubieren  sido  removidos  por  su  culpa,  no 
tendrán  derecho  a  recibir  retribución  alguna  y 
devolverán  las  sumas  que  en  ese  concepto 
hubieren  recibido. 


PARRAFO  XI 
Cuentas  de  la  tutela 

Art.  397. — El  tutor  está  obligado  a  llevar  cuen¬ 
ta  exacta  y  debidamente  comprobada  de  todos  los 
actos  de  su  administración,  día  por  día,  sin  que 
pueda  excusarse  de  esta  obligación  ni  aún  el  tutor 
testamentario  a  quien  el  testador  haya  exonerado 
de  rendir  cuentas. 

Art.  398 _ Todo  tutor  rendirá  al  Consejo  de 

tutela  cuentas  anuales  de  su  gestión.  Estas  cuentas, 
glosadas  por  el  protutor  y  aprobadas  por  el  Con¬ 
sejo,  serán  depositadas  en  el  Tribunal  de  la  juris¬ 
dicción  en  donde  hubiere  sido  discernido  el  cargo 
al  tutor,  si  allí  conservare  éste  su  residencia;  en 
caso  contrario,  en  el  Juzgado  de  su  domicilio. 

Art.  399.  — Si  el  Consejo  de  tutela  no  aprobare 
las  cuentas,  el  tutor  podrá  recurrir  ai  Juzgado  de 
19  Instancia  competente,  según  los  dos  artículos 
anteriores,  a  iniciar  en  vía  sumaria  el  juicio  de 
cuentas  respectivo;  y  este  juicio  se  seguirá  con 
quien  las  haya  impugnado.  El  Juez  resolverá  lo 
que  proceda  en  derecho. 

Art.  400. — E]  tutor  que  sea  reemplazado  por 
otro  estará  obligado,  y  lo  mismo  sus  herederos,  a 
rendir  cuentas  de  la  tutela  de  conformidad  con 
los  artículos  anteriores  y  con  la  intervención  del 
reemplazante. 

Art.  401. — La  rendición  final  de  cuentas  se 
hará  por  el  tutor  o  sus  herederos  al  expupilo  o  a 
quien  lo  represente,  dentro  de  sesenta  días,  con¬ 
tados  desde  que  terminó  el  ejercicio  de  la  tutela. 

El  Juez  podrá  prorrogar  este  plazo  a  sesenta 
dias  más,  a  instancia  de  parte,  si  hubiere  circuns¬ 
tancias  extraordinarias  que  así  lo  exijan. 

Art.  402. — Las  cuentas  deben  ir  acompatladas 
de  los  documentos  justificativos.  Sólo  podrá  excu¬ 
sarse  la  comprobación  de  los  gastos  menudos  de 
que  un  diligente  padre  de  familia  no  acostumbra 
recoger  recibos . 

Art.  403.  — Los  gastos  de  la  rendición  de  cuen¬ 
tas  serán  a  cargo  del  menor  o  incapacitado. 

Art.  404. — El  Consejo  podrá  ordenar,  cuando 
lo  crea  conveniente  o  a  petición  del  protutor,  que 
el  tutor  exhiba  las  cuentas  de  su  administración 
y  compruebe  las  existencias  correspondientes. 

Art.  405. — El  tutor,  concluida  la  tutela,  está 
obligado  a  entregar  al  pupilo  todos  los  bienes  y 
documentos  que  le  pertenezcan.  Esta  obligación 
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no  se  suspende  por  estar  pendiente  la  rendición 
de  cuentas. 

Art.  406. — Ei  saldo  que  de  las  cuentas  resultare 
a  favor  o  en  contra  del  tutor,  producirá  interés 
legal. 

En  el  primer  caso,  desde  que  el  menor  sea  re¬ 
querido,  para  el  pago,  previa  entrega  de  sus  bienes. 

En  el  segundo,  desde  la  rendición  de  cuentas, 
si  hubiesen  sido  rendidas  dentro  del  término  legal, 
y  en  caso  contrario,  desde  que  éste  expira. 

Art.  407. — Las  acciones  y  obligaciones  que 
recíprocamente  correspondan  al  tutor  y  al  expu¬ 
pilo,  por  razón  del  ejercicio  de  la  tutela,  se  ex¬ 
tinguen  a  los  cinco  años  de  concluida  ésta. 

PARRAFO  XII 

Consejo  de  tutela 

Art.  408.— Corresponde  al  testador  el  nombra¬ 
miento  de  los  miembros  del  Consejo,  que  se  | 
compondrá  de  no  menos  de  tres  ni  más  de  cinco 
personas,  sean  o  no  parientes  del  menor  o  incapaz. 
Podrá  designar  sustitutos  para  el  caso  de  que  los 
primeros  nombrados  no  acepten  o  no  puedan 
ejercer  el  cargo. 

Art.  409.— En  el  caso  que  el  testador  no  hu¬ 
biese  hecho  tal  designación,  el  Consejo  será  for¬ 
mado  por  tres  persorias  nombradas  por  el  Juez 
de  Instancia  del  departamento  donde  resida 
la  persona  sujeta  a  tutela,  entre  sus  ascendientes, 
descendientes,  hermanos  y  tíos,  prefiriendo  a  los 
de  grado  más  inmediato.  Si  no  hubiere  parientes 
en  los  grados  requeridos,  el  Juez  constituirá  el 
Consejo  con  tres  personas  de  notoria  honradez, 
prefiriendo  siempre  a  los  amigos  de  los  padres 
del  menor  o  incapacitado. 

Art.  410. — Están  obligados  a  poner  en  cono¬ 
cimiento  del  Juez  el  hecho  que  da  lugar  a  la  tutela, 
en  el  momento  que  lo  supiesen,  el  albacea,  el 
tutor  testamentario  y  los  parientes  del  menor  o 
incapacitado,  dentro  del  cuarto  grado  de  con¬ 
sanguinidad.  La  falta  de  cumplimiento  de  esta 
obligación  por  parte  de  las  personas  expresadas, 
será  penada  por  el  Juez  con  una  multa  de  cinco 
a  veinticinco  quetzales.  El  Ministerio  Público  y 
cualquiera  del  pueblo  deben  denunciar  a  la  auto¬ 
ridad  el  hecho  que  da  lugar  a  la  tutela  no  provista. 

Art.  411. — Las  causas  que  excusan,  inhabilitan 
o  dan  lugar  a  la  remoción  de  los  tutores  y  pro¬ 
tutores,  son  aplicables  a  los  vocales  del  Consejo. 


No  podrán  ser  vocales  las  personas,  a  quienes  el 
padre  o  la  madre  en  su  caso,  hubieren  excluido 
en  su  testamento. 

Art.  412 _ Ei  Juez,  por  razón  de  la  distancia 

o  por  otros  motivos  graves  justificados,  podrá 
excusar  del  cargo  de  vocal  del  Consejo,  a  la 
persona  que  lo  solicite,  reemplazándola  por  otra, 
de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  artículo 
409.  Deberá  también  reemplazar  a  los  vocales 
del  Consejo  que  cesen  de  serlo  durante  la  tutela, 
siguiendo  el  orden  establecido  en  el  mismo  artí¬ 
culo.  El  reemplazo  del  protutor,  en  caso  de  falta 
o  excusa  de  éste,  será  hecho  por  el  Consejo. 

Art.  413. — Nombrados  los  miembros  del  Con¬ 
sejo,  el  Juez  los  convocará  señalando  el  día  y 
hora  para  que  concurran  al  Tribunal,  con  el 
objeto  de  constituirse  y  entrar  al  ejercicio  de  sus 
funciones;  y  en  ese  acto  los  instruirá  acerca  de 
sus  deberes  y  facultades. 

Constituido  el  Consejo,  se  hará  constar  su  or¬ 
ganización,  abriendo  al  efecto  un  libro  de  actas. 
Del  acta  inaugural,  así  como  de  cualquiera  otras 
en  que  se  modifique  la  organización  del  Consejo, 
enviará  el  Juez  copia  auténtica  al  Registro  Civil 
para  que  se  inscriba. 

Art.  414. — El  Juez  de  1?  Instancia  podrá  co¬ 
meter  estas  facultades  al  Alcalde  o  Juez  Municipal 
del  domicilio  del  menor  o  incapacitado,  cuando 
éste  no  tuviere  su  residencia  en  el  lugar  del 
Tribunal. 

Art.  415.— El  Alcalde  o  Juez  Municipal  que 
dentro  de  tercero  día  de  haber  recibido  comisión 
del  Juez  de  Instancia,  no  procediere  a  cons¬ 
tituir  el  Consejo,  incurrirá  en  una  multa  de  cinco 
a  veinticinco  quetzales,  que  será  impuesta  por 
aquel  funcionario. 

Art.  416. — Será  Presidente  del  Consejo  el  vo¬ 
cal  que  fuere  electo  por  los  demás  en  la  primera 
reunión  y  le  corresponde: 

1° — Convocar  al  Consejo  cuando  le  pareciere 
conveniente  o  lo  ordenare  el  Juez  de  1®  Instancia, 
o  lo  pidiere  cualquiera  de  los  vocales  o  el  tutor  o 
el  protutor; 

2° — Cuidar  de  que  los  acuerdos  tomados  en 
cada  sesión,  así  como  las  opiniones  de  cada  uno 
de  los  concurrentes,  se  hagan  constar  en  el  libro 
de  actas,  las  que  serán  suscritas  por  los  presentes 
que  pudieren  hacerlo; 

39 — Cuidar  de  que  se  ejecuten  las  resoluciones 
adoptadas  y  representar  al  Consejo  cuando  fuere 
procedente. 
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Art.  417. — El  tutor  no  formará  parte  del  Con¬ 
sejo,  pero  deberá  concurrir  a  él  cuando  fuere 
citado  y  podrá  intervenir  en  las  deliberaciones, 
sin  tener  voto.  Si  dejare  de  concurrir  sin  excusa 
bastante,  el  Juez  le  impondrá  la  multa  señalada 
en  el  artículo  410. 

Art.  418. — El  Consejo  no  podrá  adoptar  reso¬ 
lución  sin  que  estén  presentes,  por  lo  menos, 
tres  de  sus  miembros  y  si  faltare  el  Presidente, 
hará  sus  veces  el  vocal  de  mayor  edad.  Los  acuer¬ 
dos  se  tomarán  por  mayoría  de  votos.  El  voto 
del  que  presida  decidirá  en  caso  de  empate. 

Art.  419. — El  Consejo,  en  caso  de  gravedad  o 
importancia,  podrá  llamar  en  asesoría  a  otros 
miembros  de  la  familia  del  menor  o  incapacitado 
o  a  otras  personas  extrañas,  haciéndose  constar 
en  el  acta  las  opiniones  que  hubieren  emitido. 

Art.  420. — Los  vocales  del  Consejo  están  obli¬ 
gados  a  asistir  a  las  reuniones  a  que  fueren  con¬ 
vocados.  Si  no  asistieren  ni  alegaren  excusa 
legítima,  el  Presidente  del  Consejo  lo  pondrá  en 
conocimiento  del  Juez  de  1?  Instancia,  para  que 
les  imponga  una  multa  de  cinco  a  diez  quetzales. 

Art.  421. — Ningún  vocal  del  Consejo  tendrá 
voto  cuando  se  trate  de  negocio  en  que  él,  sus 
descendientes,  ascendientes  o  consorte,  tengan 
interés;  pero  podrá  ser  oído  si  el  Consejo  lo 
estima  conveniente. 

Art.  422. — El  mayor  de  catorce  años  sujeto  a 
tutela,  tiene  derecho  a  ser  oído  por  el  Consejo  y 
está  obligado  a  asistir  a  la  reunión  a  que  se  le  cite. 

Art.  423.— Cuando  sea  necesaria  una  inter¬ 
vención  inmediata  y  urgente,  cualquiera  de  los 
miembros  del  Consejo,  bajo  su  responsabilidad, 
/'tomará  las  medidas  que  procedan,  dando  cuenta 
al  Consejo  que  será  convocado  sin  dilación. 

Art.  424. — El  Consejo  de  tutela  ejercerá  las 
funciones  y  tendrá  las  facultades  que  se  expresan 
en  el  presente  Título. 

El  Consejo  celebrará  sus  sesiones  ante  el  Juez 
de  14  Instancia  si  se  tratare  de  conceder  la  auto¬ 
rización  a  que  se  refieren  los  incisos  6?,  10?,  134 
del  artículo  385.  El  Juez  podrá  dar  comisión 
para  el  efecto  al  Alcalde  o  Juez  Municipal  del 
domicilio  del  Consejo,  cuando  éste  no  tuviere  su 
residencia  en  el  lugar  del  Tribunal. 

De  la  resolución  del  Consejo  se  dará  por  el 
Tribunal  copia  auténtica  de  lo  conducente,  para 
que,  en  su  caso,  se  inserte  en  la  escritura  respec¬ 
tiva. 


En  los  demás  casos  a  que  se  refiere  el  artículo 
385,  cuando  el  Consejo  lo  crea  conveniente, 
podrá  celebrar  sus  sesiones  ante  el  Juez  de  14 
Instancia  o  ante  un  Notario  que  autorice  el  acta. 

Art.  425. — Contra  las  decisiones  del  Consejo 
pueden  ocurrir  al  Juez  de  14  Instancia  los  vocales 
que  hayan  disentido  de  la  mayoría,  al  votarse  el 
acuerdo.  Igual  derecho  tienen  el  tutor  y  el  pro¬ 
tutor.  El  Juez  resolverá  el  punto  de  que  se  trate, 
en  forma  de  incidente. 

Art.  426. — Al  terminar  la  tutela  y  disolverse 
por  consecuencia  el  Consejo,  enviará  éste  al 
Juzgado  de  14  Instancia  competente  el  libro  de 
actas  de  sus  sesiones  y  demás  documentos  para 
que  sean  archivados. 

Art.  427. — Los  vocales  del  Consejo  son  res¬ 
ponsables  de  los  daños  que  por  su  malicia  o  ne¬ 
gligencia  culpable  sufra  la  persona  sujeta  a  tutela. 
Se  eximirán  de  esta  responsabilidad  los  vocales 
que  hubiesen  disentido  del  acuerdo  que  causó  el 
perjuicio . 

Art.  428. — El  Consejo  se  disuelve  en  los  mis¬ 
mos  casos  en  que  se  extingue  la  tutela. 

PARRAFO  XIII 

Disposiciones  especiales 

Art.  429. — El  discernimiento  de  la  tutelase  ri¬ 
ge  por  la  ley  del  lugar  del  domicilio  del  menor  o 
incapacitado. 

Art.  430. — El  cargo  de  tutor  discernido  en  país 
extranjero  de  conformidad  con  las  leyes  de  dicho 
país,  será  reconocido  en  la  República. 

Art.  431. — La  tutela,  en  cuanto  a  los  derechos 
y  obligaciones  que  impone,  se  rige  por  la  ley  del 
lugar  en  que  fué  discernido  el  cargo. 

Art.  432. — Las  facultades  de  los  tutores  res¬ 
pecto  de  los  bienes  que  el  menor  o  incapacitado 
tuvieren  fuera  del  lugar  de  su  domicilio,  se  ejer¬ 
citarán  conforme  a  la  ley  del  lugar  en  que  dichos 
bienes  se  hallen  situados. 

Art.  433. — La  ley  del  lugar  del  domicilio  del 
menor  o  incapacitado,  regula  la  capacidad  para 
ser  miembro  del  Consejo  de  tutela,  y  las  incapa¬ 
cidades  especiales,  organización,  funcionamiento, 
derechos  y  deberes  del  Consejo. 

Art.  434. — El  extranjero  puede  ser  tutor,  pro¬ 
tutor  y  miembro  ’del  Consejo  de  tutela,  pero  no 
está  obligado  a  admitir  el  cargo,  sino  en  el  caso 
de  que  se  trate  de  sus  parientes  dentro  del  49 
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grado  de  consanguinidad.  La  admisión  de  tales 
cargos  no  implica  la  adquisición  de  la  nacionalidad 
guatemalteca. 

TITULO  XI 

Registro  Civil 

PARRAFO  I 

Disposiciones  generales 

Art,  435. — En  las  cabeceras  de  cada  departa¬ 
mento  habrá  un  funcionario  encargado  de  llevar 
el  Registro  Civil.  En  las  demás  poblaciones  que 
tengaii  Municipalidad,  el  Registro  estará  a  cargo 
del  respectivo  Secretario  Municipal. 

Art.  436. — Los  Registradores  serán  nombrados 
por  el  Poder  Ejecutivo. 

Art.  437. — Para  ser  Regi.strador  se  necesitasen 
ciudadano  guatemalteco  en  ejercicio  de  sus  dere¬ 
chos,  de  notoria  buena  conducta  y  Abogado  o 
Notario  Público  y  a  falta  de  profesionales,  una 
persona  idónea. 

Art.  438. — Las  actas  del  Registro  debidamente 
autorizadas  hacen  fe  de  su  contenido  mientras  no 
se  pruebe  lo  contrario. 

Art.  439 _ En  el  Registro  se  llevarán  los  si¬ 

guientes  libros: 

19 — De  nacimientos; 

29 — De  personas  jurídicas; 

39 — De  matrimonios; 

49 — De  capitulaciones  matrimoniales; 

59 — De  separación,  divorcio,  nulidad  del  ma¬ 
trimonio  y  reconciliación;  ( 

69 — De  reconocimiento  de  hijos  ilegítimos; 

79 — De  tutelas  y  guardas; 

89 — De  ciudadanos; 

99 — De  extranjeros; 

109 — De  defunciones; 

PARRAFO  II 

Registro  de  nacimientos 

Art.  440. — Todos  los  nacimientos  que  ocu¬ 
rrieren  en  el  territorio  de  la  República  deben 
inscribirse  en  el  Registro  Civil,  dentro  del  tér¬ 
mino  de  ocho  días. 

Art.  441. — La  declaración  del  nacimiento  de 
un  niño  se  hará  por  el  padre  o  la  madre  o  en 


defecto  de  uno  y  otro,  por  los  médicos,  cirujanos, 
parteras  u  otras  personas,  que  hayan  asistido  ai 
parto. 

Los  padres  podrán  cumplir  esta  obligación  por 
medio  de  encargado  especial. 

Art.  442. — En  cualquier  caso  el  Registrador 
podrá  constituirse  acompañado  de  testigos,  en  el 
lugar  en  que  el  niño  hubiere  nacido,  para  com¬ 
probar  la  verdad  de  la  declaración. 

Art.  443. — Los  nacimientos  que  ocurran  en 
hospitales,  hospicios,  cárceles  u  otros  estableci¬ 
mientos  análogos,  serán  declarados  por  sus  res¬ 
pectivos  administradores. 

Art.  444. — Los  administradores  de  las  casas  de 
huérfanos,  y  en  general,  toda  persona  que  hallare 
abandonado  a  un  recién  nacido,  o  en  cuya  casa 
hubiere  sido  expuesto,  estarán  obligados  a  declarar 
el  hecho  y  a  exhibir  en  la  oficina  del  Registro 
las  ropas,  documentos  y  demás  objetos  con  que 
se  encontrare,  todo  lo  cual  se  describirá  en  el 
acta  respectiva. 

Art.  445. — La  inscripción  del  nacimiento  se 
hará  extendiendo  una  acta  que  exprese: 

19 — El  lugar,  fecha,  día  y  hora  en  que  se  veri¬ 
ficó  el  nacimiento; 

29 — El  sexo  y  nombre  del  recién  nacido  y  su 
calidad  de  hijo  legítimo  o  natural; 

39 — El  nombre,  apellido,  profesión  y  domicilio 
de  los  padres  y  de  los  testigos  ante  quienes  se 
levante  el  acta. 

Si  se  tratase  de  hijos  nacidos  fuera  de  matri¬ 
monio,  no  se  designará  al  padre  en  la  partida 
sino  cuando  haga  la  declaración  él  mismo  o  por 
medio  de  mandatario  especial. 

Art.  446. — Cuando  se  trate  de  inscribir  el  na¬ 
cimiento  de  dos  o  más  niños  nacidos  de  un  mismo 
parto,  se  hará  la  inscripción  de  cada  uno  de  ellos 
en  partida  separada,  designándose  especialmente 
todo  signo  físico  que  pueda  contribuir  a  iden¬ 
tificarlos. 

Art.  447. — La  muerte  del  recién  nacido  no 
exime  de  la  obligación  de  registrar  el  nacimiento, 
así  como  se  registrará  también  la  defunción. 

Art.  448. — Si  el  nacimiento  se  efectuare  en  un 
viaje,  se  declarará  ante  el  encargado  del  Registro 
Civil  en  cuya  jurisdicción  se  efectuó  el  alumbra¬ 
miento. 

Art.  449. — Si  el  recién  nacido  tuviese  o  hubiere 
tenido  uno  o  más  hermanos  del  mismo  nombre, 
se  hará  constar  ese  hecho  en  la  partida  de  naci- 
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miento,  haciéndose  también  referencia  a  la  muerte 
de  los  hermanos  homónimos. 

Art.  450. — Cuando  se  cambie  o  rectifique  el 
nombre  y  apellido  de  una  persona,  se  pondrá 
nota  marginal  en  la  partida  de  nacimiento.  El 
cambio  o  rectificación  no  podrá  hacerse  sin  que 
lo  autorice  el  Juez  de  1®  Instancia  después  de 
seguir,  con  audiencia  del  Ministerio  Público  una 
información  respecto  de  los  motivos  que  lo  jus¬ 
tifiquen.  I 

Art.  451. — En  la  inscripción  de  nacimiento  se  1 
pondrá  nota  marginal  de  cualquiera  otra  inscripción 
que  posteriormente  se  haga  en  el  Registro,  relativa 
al  estado  civil  de  la  misma  persona. 

PARRAFO  III 

Personas  jurídicas 

Art.  452. — Deberán  inscribirse  en  el  Registro 
de  personas  jurídicas: 

19 — Las  compañías  colectivas,  anónimas,  en 
comandita,  cooperativas,  consorcios  y  cuales¬ 
quiera  otras  que  establezcan  las  leyes; 

29 — Las  asociaciones  que  se  proponen  fines 
políticos,  científicos,  artísticos,  económicos,  de 
beneficencia,  de  recreo  o  de  cualquiera  otro  fin 
lícito,  que  no  tenga  por  objeto  el  lucro  y  cuya 
constitución  fuere  aprobada  por  el  Gobierno. 

Art.  453. — No  podrán  ejercer  actos  de  natu¬ 
raleza  jurídica  las  compañías  y  asociaciones  a  que 
se  refiere  el  artículo  anterior,  mientras  no  estu¬ 
vieren  inscritas  en  el  Registro. 

Art.  454. — Toda  prórroga  de  las  sociedades  y 
compañías,  así  como  las  modificaciones  de  sus 
escrituras  constitutivas  o  estatutos  y  su  disolución 
legal,  se  transcribirán  en  el  Registro,  anotándose 
ia  prórroga  o  modificación  o  disolución  al  margen 
de  la  partida  respectiva. 

Art.  455. — La  falta  de  la  inscripción  de  la  pró¬ 
rroga  o  de  las  modificaciones,  no  podrá  ser  alegada 
por  la  sociedad  contra  terceros. 

PARRAFO  IV 

Registro  de  matrimonios,  capitulaciones 
matriirwniales,  separación  y  divorcio 

Art.  456. — Todo  matrimonio  que  se  celebre 
en  el  territorio  de  la  República  debe  inscribirse 
en  el  Registro  Civil. 


Art.  457. — La  certificación  del  acta  de  matri¬ 
monio,  se  copiará  íntegramente  en  el  libro  que 
corresponde. 

Art.  458. — En  ia  partida  de  matrimonio  se 
anotará  cualquiera  otra  inscripción  que  posterior¬ 
mente  se  haga  en  el  Registro,  que  afecte  a  la 
unión  conyugal.  Sin  perjuicio  de  la  anotación 
marginal,  ia  sentencia  que  declare  la  nulidad  del 
matrimonio,  la  separación,  el  divorcio  y  la  recon¬ 
ciliación,  se  transcribirá  en  el  libro  correspondiente. 

Art.  459. — Las  capitulaciones  matrimoniales  y 
sus  modificaciones  se  copiarán  textualmente,  en 
el  libro  respectivo.  Las  modificaciones  se  ano¬ 
tarán  también  al  margen  de  la  primera  inscripción. 

Art.  460.— Para  e¡  efecto  del  artículo  anterior, 
el  Notario  que  autorice  una  escritura  de  capitu¬ 
laciones  matrimoniales  o  su  modificación  o  el 
funcionario  ante  quien  se  levante  el  acta  a  que  se 
refiere  el  artículo  160,  harán  constar  en  el  docu¬ 
mento  haber  advertido  a  los  interesados  la  obli¬ 
gación  de  presentar  al  Registro,  el  testimonio  en 
el  primer  caso,  o  copia  certificada  en  el  segundo, 
para  su  inscripción.  La  omisión  de  la  advertencia 
será  penada  con  cinco  quetzales  de  multa. 

PARRAFO  V 

Registro  de  legitimaciones  y  ele  reconoci¬ 
miento  de  hijos  naturales 

Art.  461.— Los' actos  de  legitimación  expresa¬ 
dos  en  los  artículos  251,  252  y  253  de  este  Código, 
deben  inscribirse  en  el  Registro  en  un  libro  es¬ 
pecial  y  ser  anotados  en  el  acta  de  nacimiento 
correspondiente. 

Art.  462. — El  reconocimiento  de  un  hijo  na¬ 
tural  que  se  verificare  en  el  Registro,  se  hará 
constar  en  el  libro  respectivo,  por  medio  de  una 
acta  que  será  firmada  por  el  Registrador  y  el 
padre  que  hiciere  el  reconocimiento. 

En  el  acta  se  expresará  el  nombre,  apellido, 
edad,  estado,  profesión,  nacionalidad  y  domicilio 
del  que  hace  el  reconocimiento,  así  como  el 
nombre,  lugar  y  fecha  en  que  nació  el  hijo  a 
quien  se  reconoce. 

Art.  463. — Cuando  el  reconocimiento  de  los 
hijos  naturales  se  haga  por  escritura  pública  o  por 
testamento,  la  inscripción  en  el  Registro  se  hará 
presentando  el  testimonio  respectivo. 

Art.  464. — Cuando  la  escritura  pública  tenga 
por  objeto  exclusivo  el  reconocimiento  de  un  hijo 
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natural,  se  insertará  íntegramente  en  el  Registro; 
en  caso  contrario,  o  en  el  que  el  reconocimiento 
se  haga  por  testamento,  sólo  se  insertará  lo  con¬ 
ducente,  haciéndose  relación  del  documento  en 
que  conste. 

Alt.  465. — Cuando  el  reconocimiento  proceda 
de  sentencia  de  los  tribunales,  el  Juez,  de  oficio 
o  a  solicifud  de  parte,  enviará  copia  de  la  ejecu¬ 
toria  en  que  se  declare  la  filiación,  para  que  sea 
transcrita  en  el  Registro  Civil. 

Art.  466. — El  reconocimiento  será  anotado 
también  en  la  partida  de  nacimiento  respectiva. 

PARRAFO  VI 

Registro  de  tutelas  y  guardas 

Art.  467. — Los  tutores  y  guardadores  están 
obligados  a  hacer  inscribir  en  el  Registro  Civil, 
el  documento  o  auto  que  acredite  su  cargo  y  cer¬ 
tificación  del  acta  en  que  se  les  hubiere  discernido.  I 

Art.  468. — Se  inscribirá  en  este  Registro  copia 
certificada  del  acta  de  la  sesión  en  que  se  organiza 
el  Cpnsejo  de  tutela,  así  como  cualesquiera  otras 
en  que  se  modifique  su  organización,  anotándose  i 
también  en  la  partida  original. 

Art.  469. — La  remoción  o  suspensión  de  los 
tutores  o  guardadores  se  anotará  al  margen  de  la 
partida  donde  se  haya  registrado  el  discernimiento 
del  cargo.  Para  el  efecto,  el  Juez  dará  oportuno 
aviso  al  Registrador  que  corresponda.  También 
se  anotará  la  aprobación  de  la  cuenta  final  de  la 
tutela  o  guarda. 

PARRAFO  VII 

Registro  de  ciudadanos 

Art.  470. — Toda  persona  que  tuviere  la  calidad 
de  ciudadano  está  obligada  a  inscribirse  como  tal 
en  el  Registro,  dentro  del  plazo  de  tres  meses  a 
contar  desde  la  fecha  en  que  adquiera  esa  calidad. 

Art.  471. — La  autoridad  competente  que  dicte 
auto  de  bien  preso,  está  obligada  a  enviar  copia  ¡ 
certificada  de  dicho  auto  al  Registro  Civil  que  | 
corresponda,  para  que  sea  anotado  al  margen  de 
la  inscripción  de  ciudadanía;  pero  si  no  existiere 
la  inscripción  de  ciudadano,  deberá  hacerla  el 
Registrador,  cuando  proceda  conforme  al  artículo 
anterior,  recabando  del  Tribunal  los  datos  nece¬ 
sarios. 


Art.  472. — El  Tribunal  a  quien  corresponda 
ejecutar  una  sentencia  firme  que  implique  la  pér¬ 
dida  o  suspensión  de  los  derechos  de  ciudadano, 
debe  enviar  copia  auténtica  de  la  parte  resolutiva 
del  fallo  al  Registro  Civil,  para  que  se  anote  al 
margen  de  la  respectiva  inscripción. 

Art  473. — Reformado  o  revocado  el  auto  de 
prisión  o  extinguida  la  condena  que  privó  al  ciu¬ 
dadano  del  ejercicio  de  sus  derechos,  deberán 
ser  canceiadas  la  inscripción  y  anotación  respec¬ 
tivas,  presentándose  al  efecto  la  constancia  autén¬ 
tica  correspondiente. 

PARRAFO  VIII 

Registro  de  extranjeros  doimciliados  y 
naturalizados 

Art  474. — El  extranjero  domiciliado  en  la  Re¬ 
pública  debe  inscribirse  en  el  Registro,  haciendo 
constar  su  nacionalidad,  su  estado  civil,  profesión, 
oficio  o  modo  de  vivir,  el  lugar  de  su  última  re¬ 
sidencia  y  el  tiempo  que  tenga  de  estar  en  el  país. 
Para  este  efecto  deberá  exigírsele  la  presentación 
de  documentos  auténticos  que  identifiquen  su 
persona. 

Art  475. — Se  inscribirán  en  el  Registro  los 
extranjeros  que  adquieran  la  naturalización  gua¬ 
temalteca  conforme  a  la  ley.  En  el  Registro  se 
harán  constar,  además  de  los  datos  a  que  se  refiere 
el  artículo  anterior,  los  requisitos  que  la  ley  de 
naturalización  exija  y  el  acuerdo  en  que  fué 
concedida. 

Art  476. — El  recobro  de  la  nacionalidad  gua¬ 
temalteca  deberá  también  inscribirse  en  este  Re¬ 
gistro  y  anotarse  en  la  partida  de  nacimiento  y 
matrimonio  correspondientes. 

PARRAFO  IX 

Registro  de  defunciones 

Art.  477. — Toda  defunción  que  ocurra  en  el 
territorio  de  la  República  debe  inscribirse  en  el 
Registro  Civil. 

Art.  478. — El  jefe  de  la  casa  o  establecimiento 
donde  hubiere  fallecido  alguna  persona,  está  obli¬ 
gado  a  dar  aviso  al  Registro  Civil,  por  sí  o  por 
medio  de  dos  testigos,  en  un  término  que  no 
exceda  de  veinticuatro  horas. 

Art  479. — Igual  obligación  tendrá  toda  per- 
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sonaque  encuentre  un  cadáver  abandonado,  oculto 
o  en  lugares  públicos. 

Alt.  480. — Además  de  las  formalidades  exigidas 
por  este  Código  para  extender  la  partida  de  de¬ 
función,  será  necesaria  constancia  médica,  si 
hubiese  facultativo  en  el  lugar. 

Art.  481. — El  facultativo  que  hubiese  asistido 
a  una  persona  en  su  última  enfermedad  y  a  falta 
de  él,  cualquier  otro  que  se  llame  al  efecto,  estará 
obligado  a  examinar  el  cadáver  y  a  expedir  la 
constancia  a  que  se  refiere  el  artículo  anterior. 
Donde  no  hubiere  facultativo  hará  sus  veces  un 
empírico. 

Art.  482. — La  constancia  expresará,  en  cuanto 
sea  posible,  el  nombre  y  domicilio  que  tuvo  el 
difunto,  la  causa  inmediata  de  la  muerte  y  el  día 
y  hora  en  que  tuvo  lugar,  debiendo  el  facultativo 
expresar  si  estas  circunstancias  le  constan  por 
conocimiento  propio  o  por  informes  de  tercero. 

Art.  483. — La  constancia  deberá  presentarse 
al  encargado  del  Registro  por  la  persona  obligada 
a  declarar  la  muerte  y  podrá  ser  exigida  de  oficio 
por  aquel  funcionario  a  los  facultativos. 

Art.  484. — La  partida  de  defunción  será  fir¬ 
mada  por  quienes  dieron  el  aviso,  si  supieran 
hacerlo,  y  por  el  Registrador  y  dos  testigos. 

Art.  485. — El  acta  de  defunción  deberá  expre¬ 
sar,  en  cuanto  sea  posible: 

19 — El  nombre,  apellido,  edad,  sexo,  domicilio 
o  residencia,  profesión  u  oficio  y  nacionalidad  de 
la  persona  muerta,  indicando  el  nombre  y  ape¬ 
llido  del  cónyuge  si  hubiere  sido  casado; 

29 — El  lugar,  fecha,  día  y  hora  en  que  hubiese 
acaecido  la  muerte  y  la  enfermedad  o  causa  que 
la  motivó; 

39 — El  nombre  y  apellido  del  padre  y  de  la  madre 
del  muerto,  si  fueren  conocidos; 

49 — Si  testó  y  ante  quien; 

59 — El  nombre,  apellido,  edad,  profesión  y 
domicilio  de  los  declarantes. 

Art.  486. — Si  se  tratare  del  caso  del  artículo 
479  la  inscripción  deberá  contener,  si  fuere  posi¬ 
ble,  los  datos  a  que  se  refiere  el  artículo  anterior, 
y  en  todo  caso : 

19 — El  lugar  donde  fué  hallado  el  cadáver; 

29 — El  estado  en  que  se  encontraba; 

39 — El  sexo  y  la  edad  que  represente; 

49 — Descripción  del  vestido  que  tenía  y  cuales¬ 
quiera  otras  circunstancias  o  indicios  que  puedan 
servir  para  identificar  la  persona  del  muerto. 


Siempre  que  se  adquieran  otros  datos  se  ano¬ 
tarán  al  margen  del  acta. 

Art.  487. — No  podrá  sepultarse  el  cadáver  de 
ninguna  persona  sin  que  se  presente  al  encargado 
del  cementerio,  constancia  de  la  defunción  ins¬ 
crita  en  el  Registro  Civil. 

Art.  488. — Los  encargados  de  los  cementerios 
llevarán  en  un  libro  nota  exacta  de  las  Inhuma¬ 
ciones  que  se  verifiquen  en  el  mes,  con  separa¬ 
ción  de  los  que  han  fallecido  en  hospitales  y 
establecimientos  de  beneficencia,  haciendo  rela¬ 
ción  de  la  constancia  expedida  por  el  Registro 
Civil;  y  mensualmente  enviarán  al  encargado  de 
la  Oficina  una  copia  de  las  partidas  del  libro  de 
inhumaciones  para  que  las  confronte  con  las  del 
Registro  respectivo.  El  Registrador  dará  parte  al 
Juez  de  las  diferencias  que  note  para  que  inves¬ 
tigue  la  causa  de  ellas. 

Art.  489. — En  caso  de  muerte  a  bordo  de  un 
buque  que  navegue  en  aguas  de  la  República, 
será  obligación  del  Capitán  del  buque  ponerlo  en 
conocimiento  de  la  autoridad  del  primer  puerto 
nacional  a  donde  llegue,  para  que  se  inscriba  en 
el  Registro  Civil  del  puerto. 

Cuando  la  defunción  hubiere  acaecido  en  alta 
mar  o  en  aguas  jurisdiccionales  extranjeras,  en 
buque  que  navegue  con  bandera  de  la  República, 
tendrá  el  Capitán  la  misma  obligación. 

Art.  490. — Respecto  de  los  que  murieren  en 
campaña  o  en  algún  combate  o  encuentro  en  el 
territorio  de  la  República,  el  que  tenga  el  mando 
de  las  tropas  está  obligado  a  poner  en  conocimiento 
de  su  jefe  respectivo  las  muertes  ocurridas,  para 
que  éste  haga  inscribirlas  por  quien  corresponde. 

Igual  obligación  tendrá  el  que  mande  tropas, 
respecto  de  las  muertes  ocurridas  en  ellas  fuera 
de  la  República. 

-Art.  491. — La  sentencia  que  declare  la  pre¬ 
sunción  de  muerte  de  una  persona  será  inscrita  en 
el  Registro  Civil  del  domicilio  del  presunto  muerto. 

Art.  492. — Cuando  hubiere  noticia  cierta  del 
naufragio  de  un  buque  en  el  que  hayan  desapa¬ 
recido  personas  domiciliadas  en  la  República, 
deberá  ser  inscrita  la  defunción  de  éstas  en  el 
Registro  de  su  respectiva  vecindad.  Para  ese  fin, 
la  autoridad  marítima  del  puerto  nacional  de 
donde  hubiere  zarpado  el  buque  y  el  Cónsul  de 
la  República  en  el  puerto  de  su  destino,  darán 
aviso  del  naufragio  a  sus  superiores  jerárquicos 
para  que  sean  inscritas  las  defunciones  ocurridas. 
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Art-  493.—  Si  alguno  muere  fuera  del  lugar  de 
su  domicilio,  el  encargado  del  Registro  Civil  que 
reciba  la  declaración  de  muerte,  debe  inscribirla 
y  comunicarla  dentro  del  plazo  de  diez  días,  al 
encargado  del  Registro  del  lugar  en  que  el  difunto 
tenia  su  domicilio,  si  constare  esa  circunstancia, 
para  que  sea  anotada  en  la  partida  de  nacimiento. 

Art.  494. — En  caso  de  inhumación  clandestina 
no  se  inscribirá  la  defunción  sino  por  mandato 
judicial  recaído  en  la  causa  que  para  el  efecto 
debe  ser  instruida. 

PARRAFO  X 

Disposicio^ies  generales  y  reglamentarias 

Art.  495. — Los  agentes  consulares  de  la  Repú¬ 
blica  en  el  extranjero,  llevarán  el  registro  de  los 
nacimientos,  matrimonios,  cambios  de  naciona¬ 
lidad  y  defunciones  délos  guatemaltecos  residentes 
o  transeúntes  en  los  países  en  que  aquellos  ejer¬ 
zan  sus  funciones. 

Cada  mes  remitirán  estos  funcionarios  al  Mi¬ 
nisterio  de  Relaciones  Exteriores,  una  copia  de 
las  partidas  que  hayan  hecho  constar  en  sus  libros, 
la  que  se  enviará  por  dicho  Ministerio  al  Registro 
Civil  de  la  capital  de  la  República  para  que  se 
conserve  en  su  archivo . 

Art.  496. — Las  actas  del  Registro  Civil  se  ex¬ 
tenderán  ante  el  Registrador  y  dos  testigos  el 
mismo  día  en  que  se  dé  el  aviso,  sin  dejar  espa¬ 
cios  entre  ellas,  sin  abreviaturas,  ni  cifras  y  sin 
insertar  nada  que  les  sea  extraño. 

Art.  497. — Extendida  el  acta  en  el  Registro, 
se  leerá  por  el  Encargado  a  los  interesados  o  a 
sus  representantes  y  a  los  testigos.  Se  salvarán  al 
pie  del  acta  los  errores,  si  los  hubiere,  y  en  se¬ 
guida  firmarán  todos. 

Art.  498. — Cuando  se  extienda  una  nueva  acta 
que  tenga  relación  con  otra,  se  anotará  además, 
al  margen  de  la  partida  a  que  haga  relación. 

Art.  499. — Por  las  inscripciones  en  el  Registro 
no  se  cobrará  derecho  alguno. 

Art.  500. — Los  libros  del  Registro  Civil  estarán 
debidamente  encuadernados  y  foliados,  llevarán 
en  cada  una  de  sus  hojas  el  sello  de  ¡a  Munici¬ 
palidad  respectiva  y  comenzarán  con  una  razón 
que  exprese  el  número  de  folios  que  contiene,  la 
que  será  firmada  por  el  Alcalde  y  el  Secretario 
Municipal. 


Art.  501. — Los  libros  del  Registro  Civil  se  ce¬ 
rrarán  el  treinta  y  uno  de  diciembre  de  cada  año 
con  una  razón  que  exprese  el  número  de  actas 
que  contiene,  la  que  será  firmada  por  el  encargado 
del  Registro  y  el  Alcalde.  Igual  cosa  se  hará  si 
algún  libro  se  concluyere  en  el  transcurso  del  año. 

Los  libros  que  se  hubieren  cerrado  se  conser¬ 
varán  en  el  archivo  de  la  oficina. 

Art.  502. — Los  poderes  y  demás  documentos 
a  que  se  refieran  las  actas,  se  archivarán  junto 
con  los  Registros. 

Art.  503. — Los  Registros  del  Estado  Civil  son 
públicos.  Cualquiera  persona  podrá  imponerse  de 
ellos  y  pedir  certificaciones  de  los  actos  y  cons¬ 
tancias  que  contengan. 

Art.  504. — En  el  caso  de  haberse  omitido  al¬ 
guna  partida  en  los  Registros,  se  ocurrirá  al  Juez 
competente,  quien  en  vista  de  las  pruebas  que  se 
le  presenten  resolverá  que  se  repare  la  omisión. 

Art.  505. — Los  encargados  del  Registro  Civil, 
son  responsables  de  las  omisiones,  adulteraciones 
y  suplantaciones  cometidas  en  el  Registro,  mien¬ 
tras  no  se  compruebe  que  son  imputables  a  otras 
personas. 

Art.  506. — Toda  alteración  o  falsificación  de 
las  actas  del  estado  civil  y  todo  asiento  de  éstas 
hecho  en  pliego  suelto  o  de  otro  modo  que  no 
sea  en  los  Registros  destinados  a  este  fin,  da  de¬ 
recho  a  los  interesados  a  pedir  al  encargado  del 
Registro,  la  indemnización  de  los  daños  y  perjui¬ 
cios  que  sufran,  sin  perjuicio  de  las  demás  res¬ 
ponsabilidades  que  correspondan  según  la  ley. 

Art.  507. — Cuando  fuere  necesario  calificar  la 
edad  de  un  individuo  para  la  ejecución  de  actos 
o  el  ejercicio  de  cargos  que  requieran  cierta 
edad  y  no  fuere  posible  hacerlo  por  documentos 
que  fijen  la  fecha  de  su  nacimiento,  se  le  atribuirá 
una  edad  media  entre  la  mayor  y  la  menor  que 
parecieren  compatibles  con  el  desarrollo  y  aspecto 
físico  del  individuo. 

El  Juez,  para  establecer  la  edad,  oirá  el 
dictamen  de  expertos. 

Art.  508. —  La  posesión  notoria  del  estado 
civil  se  probará  ante  el  Juzgado  de  1?  Instancia 
competente  por  un  conjunto  de  testimonios 
fidedignos  que  la  establezcan  de  un  modo  irrefra¬ 
gable,  particularmente  en  el  caso  de  no  explicarse 
y  probarse  satisfactoriamente  la  falta  de  la  respec¬ 
tiva  acta,  o  la  pérdida  o  extravío  del  Registro  en 
que  debiere  encontrarse. 
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Art.  509. — Toda  persona  que  debiendo  dar 
aviso  para  que  se  verifique  alguna  de  las  inscrip¬ 
ciones  que  previene  este  Código  no  lo  hiciere 
dentro  de  los  plazos  en  él  señalados,  incurrirá 
en  multa  que  no  baje  de  cinco  ni  exceda  de 
veinticinco  quetzales,  cuya  graduación  hará  el 
Juez  del  departamento,  exigiendo  la  multa  im¬ 
puesta  por  la  vía  de  apremio.  Dicha  multa 
ingresará  a  los  fondos  municipales. 

Art.  510. — Los  encargados  del  Registro  Civil, 
en  las  poblaciones  que  no  sean  cabeceras  del 
departamento,  formarán  dentro  de  los  primeros 
diez  días  de  cada  mes,  un  extracto  correspon¬ 
diente  a  cada  uno  de  los  libros  de  las  partidas 
asentadas  durante  el  mes  anterior  con  los  datos 
necesarios  para  formarse  juicio  de  su  contenido. 

Estos  extractos  los  enviarán  dentro  del  indicado 
término  al  encargado  del  Registro  Civil  de  la 
cabecera  departamental  respectiva,  quien  formará 
con  todos  ellos  y  las  constancias  de  los  libros  que 
tenga  a  su  cargo,  los  extractos  de  las  inscripciones 
hechas  en  todos  los  Registros  del  departamento, 
y  los  enviará  a  más  tardar,  el  día  último  del 
siguiente  mes,  a  la  Dirección  General  de  Estadís¬ 
tica,  archivando  en  su  oficina  los  originales 
recibidos. 

Art.  511. — Los  encargados  del  Registro  Civil 
en  las  cabeceras  departamentales  tendrán  la  ins¬ 
pección  de  los  demás  Registros  que  hubiere  en  su 
departamento  y  tanto  éstos  como  aquéllos,  serán 
inspeccionados  por  los  Jueces  de  1^  Instancia. 

Unos  y  otros  dictarán  las  medidas  que  sean 
conducentes  para  subsanar  las  faltas  e  irregulari¬ 
dades  que  notaren. 

Art.  512. — Cuando  en  alguna  acta  se  haya 
cometido  error  de  palabra  que  no  entrañe  alte¬ 
ración  de  concepto,  podrá  rectificarse  en  nuevo 
asiento  que  se  anotará  al  margen  del  primitivo, 
si  las  partes  y  el  Registrador  estuvieren  de 
acuerdo.  La  rectificación  se  hará  tan  pronto 
como  se  advierta  el  error. 

Art.  513. —  Cuando  en  el  acta  se  hubiere 
incurrido  en  omisión,  error  o  equivocación  que 
afecte  el  fondo  del  acto  inscrito,  se  ocurrirá  al 
Juez  de  1^  Instancia  respectivo  para  que,  con 
audiencia  de  los  interesados  y  del  Ministerio 
Público,  se  haga  en  nueva  partida  la  rectificación 
que  procede,  y  se  anote  al  margen  de  la  inscrip¬ 
ción  original. 


Art.  514.— No  podrá  darse  certificación  de 
una  partida  del  Registro  sin  insertar  en  ella  todas 
las  nc^as  marginales  que  contenga. 

Art.  515. — Cuando  por  haberse  perdido  o  por 
cualquier  otro  motivo  no  existan  los  Registros 
del  estado  civil,  podrá  admitirse  como  pruebas 
supletorias  documentos  públicos,  auténticos  o 
privados  y  a  falta  de  ellos,  información  de  testigos 
a  quienes  les  consten  los  hechos  constitutivos  del 
estado  civil  de  que  se  trate. 

En  defecto  de  dichas  pruebas  supletorias  podrá 
probarse  el  e.stado  civil  por  la  posesión  notoria 
de  dicho  estado. 

Art.  516. — La  posesión  notoria  de  la  filiación 
se  prueba  conforme  a  los  artículos  250  e  inciso 
2?  del  articulo  268,  y  la  del  estado  de  matrimonio 
consiste  en  haberse  tratado  los  que  se  dicen 
cónyuges  como  marido  y  mujer  en  sus  relaciones 
domésticas  y  sociales  y  en  haberse  presentado 
ambos  con  ese  carácter  y  tenidos  por  tales  por 
los  deudos  y  amigos  y  por  el  vecindario  del 
domicilio  en  general. 

Dúpoxl ciónos  transitorias 

Art.  517.  —  Dentro  del  término  de  tres  meses, 
contados  desde  la  vigencia  del  presente  Código, 
se  procederá  a  organizar  las  tutelas  y  guardas  en 
ejercicio,  de  conformidad  con  las  prescripciones 
del  Título  X.  Los  tutores  y  guardadores  estarán 
obligados,  bajo  pena  de  nulidad  de  todos  los  actos 
que  verifiquen  después  de  pasado  ese  término,  a 
promover  la  formación  del  Consejo  de  tutela  y 
nombramiento  de  protutor. 

Sin  perjuicio  de  la  nulidad  expresada,  el  tutor 
o  guardador  que  omitiere  el  cumplimiento  de 
aquel  precepto,  incurrirá  en  una  multa  de  10  a 
loo  quetzales  y  en  la  responsabilidad  por  los  daños 
y  perjuicios  que  se  ocasionaren  al  menor.  El  Juez 
del  domicilio  del  tutor  será  el  competente  para 
imponer  la  multa,  ya  sea  de  oficio  o  por  denuncia 
del  Ministerio  Público  o  de  cualquiera  del  pueblo. 

Art.  518. — Los  Jueces  suspenderán  el  curso  de 
las  solicitudes  en  trámite  que  afecten  el  patrimonio 
de  los  menores  o  Incapacitados,  las  cuales  quedan 
sujetas  a  las  disposiciones  de  este  Código. 

Art.  519. — Queda  extinguida  la  adopción. 

Art.  520.— Subsistirán  las  adopciones  verifi¬ 
cadas  con  anterioridad  a  este  Código,  pero  los 
adoptantes  quedan  obligados  a  garatizar  los  bienes 
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que  administren,  en  los  mismos  términos  que  los 
tutores  y  dentro  de  un  plazo  no  mayor  de  tres 
meses.  Se  excluyen  de  la  garantía  los  bienes  que 
el  adoptante  hubiere  donado  al  hijo  adoptivo  así 
como  los  frutos  de  estos  bienes. 


Si  no  fuere  prestada  la  garantía  y  el  adoptado 
fuere  menor  de  edad  o  incapacitado,  deberá  ser 
puesto  en  tutela  a  menos  que  existieren  los  padres, 
quienes,  en  tal  caso,  tendrán  a  su  cargo  ¡a  ad¬ 
ministración  de  los  bienes. 


(Continuación) 

Lista  de  los  Abogados  inscritos  basta  el  31  de  Marzo  de  1921 


Alvarado  García  Manuel 

Bocanegra  Jorge 
B.  Contreras  Francisco 
Beltranena  Emilio 
BolaTlos  S.  Javier 

Cabrera  H.  Abraham 
Carrascosa  L.  Felipe 
Carrillo  Alfonso 

Ddvila  Valentín 

Estrada  Ubico  Rafael 
Espinosa  R.  Emilio 

Guillén  Antonio  J. 
Galicia  E.  David 

Klussmmann  Carlos 

López  h.  Manuel  Antonio 
Loiventhal  Roberto 

Mendizdbal  José 


PEIR  M  A 

La  Corte  Suprema  de  Justicia  está 
dispuesta  a  atender  las  indicaciones 
que  haga  la  prensa  seria,  acerca  de  los 
medios  que  puedan  emplearse  para  el 
progresivo  mejoramiento  de  la  adminis¬ 
tración  de  Justicia;  despachará  toda 
queja  o  denuncia  que  se  la  presente 
contra  las  autoridades  cuya  conducta 


Matos  Roberto 
Menú  Francisco  José 

Oquelí  José  H. 

Pivaral  Salomón 
Pena  Hurtado  Lorenzo  J. 
Padilla  JV.  Rafael 

Rivera  Carlos 
Rivera  Rodolfo 
Rosales  José  Luis 
Rodas  Leandro 

Solís  Ordóñez  Rafael 
Somoza  Herndnez  Jesús 

Torsselli  Hugo  E. 

Urrutia  Carlos 
Urrutia  J ulio 

Vides  Guillermo 
Villanueva  G.  Abelino 

Zecena  B.  Manuel 


N  einte: 

oficial  está  llamada  a  vigilar  y,  en 
consecuencia,  espera  que  la  prensa 
honrada,  imparcial  y  patrióticamente 
intencionada,  concrete,  lo  más  que  le 
sea  posible,  los  hechos  y  las  personas 
contra  las  cuales  proceda  hacerse  una 
investigación  porque  de  lo  contrario 
ésta  resultaría  infructuosa. 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


347 


Lista  de  los  Nuevos  Libros 

que  se  encuentran  en  la  Biblioteca  del  Poder  Judicial,  a  disposición 

del  público. 


Vols. 

Prontuario  del  Consejo  de  Familia,  de  la  Protutela  y  de  la  Tutela, 

por  Mariano  Rivera  y  Cañizares  .  S 

Código  Civil,  Concordado  y  Comentado  extensamente  por  Q.  M. 
Scaevola . . ‘ . 

Derecho  Civil,.  Teórico  y  Prdctico,  por  Francisco  Ricci,  traducción 

de  Eduardo  Ovejero. . . .  . . .  SO 

Tratado  Teórico  Legal  del  Derecho  de  Siícesión,  por  el  Doctor  Micasio 

López  R.  Gómez .  3 

La  Posesión,  por  Rodolfo  von  Ihering,  versión  española  de  A.  Posadas  1 

Teoría  de  las  Obligaciones  en  el  Derecho  Moderno,  expuesta  confor-  ' 
me  a  la  Doctrina  y  a  la  Jurisprudencia  italiana,  francesa, 
alemana,  etc.,  por  Jorge  Giorgí .  9 

El  Contrato  de  Arrendamiento  y  el  Juicio  de  Deshaucio,  por  el  Dr. 

Manuel  Ddvila  y  Collado . . .  1 

La  Lucha  por  el  Derecho,  por  R.  von  Diering,  versión  española,  de 

A.  Posada . . .  1 

El  Elemento  Etico  en  el  Derecho,  por  Juan  Infantes  y  de  Ortiz .  1 

Tratado  de  Derecho  Matural,  por  Luis  Mendizábal  y  Martín .  S 

Teoría  General  del  Derecho,  por  Luis  Mendizdbal  y  M. .  1 

Principios  Morales  Básicos,  por  Luis  Mendizábal  y  M .  1 

Del  Espíritu  de  las  Leyes  por  Montesquieu,  versión  castellana  de 

jyicolás  Estévanez.' .  S 

La  Esuela  Histórica  del  Derecho,  Documentos  para  su  estudio,  por 

Savigny,  Bichorn  y  Gierke,  Stamber,  por  R.  Aiard  (traductor)  1 

El  Concepto  de  la  Naturaleza  y  el  Principio  del  Derecho,  por  Jorge 

del  Vecehes . . ' . . .  1 

Tratado  de  Derecho  Penal,  por  Franz  von  Liszt .  1 

Tratado  del  Contrato  de  Compra-Venta,  por  Pothier .  1 

Tratado  de  los  Retractos,  por  Pothier . . .  1 

Sistema  de  Dactiloscópica  de  Olóriz . .  1 

Ley  de  Aguas,  por  Caballero .  1 
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VolR. 

Legislación  Penitenciaria  Española,  por  Castejón . . . .  1 

Delincuencia  en  los  Kinos,  por  Ferré .  1 

Infancia  Delincuente,  por  Joly .  1 

Estudios  Penitenciarios,  por  Lestres .  1 

Accidentes  del  Trabajo,  por  Manant .  1 

Las  Huelgas,  su  Historia  y  Legislación,  por  Renauld .  1 

Estudios  Sociales,  por  Rodríguez .  2 

La  Pequeña  Industria  Contempordnea,  por  Brantz  .  1 

Carlls  y  Trusts,  por  Saint-León . .  1 

Etica  de  las  Prisiones,  por  Spencer . .  1 

Las  C Arceles  y  los  Hombres,  por  Jerry .  1 

Cédulas  Personales  . . . . . . .  1 

La  Policía,  por  Cambara .  . , . .  .  1 

La  Policía  Científica,  por  Cambara . . . . .  1 

Compilación  de  Leyes  Políticas,  por  CatalA .  1 

Legislación  Obrera,  por  Catalá .  1 

Diccionario  de  Legislación  Penal,  por  Cadalso . ' .  1 

Codificación  Penitenciaria .  ] 

Tratado  de  las  Cuestiones  Prejudiciales,  por  Aguilera. . .  1 

Establecimientos  Penales,  por  Vita . 1 

Legislación  JTatural,  por  Vila .  1 

Procuradores  y  Agentes,  por  Vila . 1 

Recurso  contra  la  InconstitucionAlidad,  por  J.  Alvarado .  1 

¿El  Aborto  es  un  Crimen?,  por  Alvarez .  1 

Teoría  Ceneral  de  la  Prueba,  en  Derecho  Civil,  por  Lesson .  2 

Tratado  de  la  prueba  materia  criminal,  por  Mittermaier. . .  1 
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Catálogo  de  las  Obras  Existentes  en  la  Biblioteca 
del  Poder  Judicial. 

Formado  con  separación  de  materias  y  en  orden  alfabético  de  apellidos  de 
los  autores  por  el  Br.  Miguel  A.  Alvarado  h.,  y  publicado  por  disposición 
del  Señor  Presidente  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  Licdo.  don  Rodolfo 

E.  Sandoval.  Año  de  1927. 


(CONXI  N  U  ACION) 


PROCEDIMIENTOS  CIVILES 

—  A  — 

T.  V.  r. 

Abella.  Fermín....  Manual  de  Juicios  de  testamentaría  y  abintestato  1  A  4 
id.  id .  Manual  de  formularios  para  todos  los  juicios ... .  i  .\  4 

—  B  — 

Boitar .  Procedure  Civile  .  2  J  1 


—  C  — 

3  A  4 

1  J  1 
1  A  7 

1  B  2 

1  J  6 

-  D  — 

Dumont,  E .  Pruebas  Judiciales .  1  A  4 


Caravantes,  J.  V _  Procedimientos  Judiciales . 

Camuset,  C.  E _  Procedure  Civile . 

Castañeda,  Ricardo  C.  Prontuario  de  los  Procedimientos  Judiciales - 

Código  de  Procedimientos  Civiles  y  Criminales 

de  El  Salvador . 

Código  de  Procedimientos  Civiles  del  Distrito 
de  Baja  California . 


—  E  — 


Elizond,  R.  Antonio  Práctica  Universal  Forense .  10  A  4 

—  F  — 

Fernández  de  la  Roa, 

V .  Comentarios  a  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil .  5  J  6 
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—  G  — 

T.  V.  V. 

Garosmet,  E . 

CoLirs  de  Procedure,  organization  judicaire 
competence  et  orocedure  en  matiere  civile  et 

commerciale  . 

—  L  — 

2  A  4 

Liendo,  H . 

Código  de  Enjuiciamiento  Civil . 

1  J  1 

Lehr,  E . 

Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil,  oara 

España  v  Ultramar . 

1  J  1 

Lessona,  Carlos.... 

Teoría  General  de  la  Prueba  en  Derecho  Civil. 

2  J  4 

Moreno  y  Serrano,  S. 

—  iVl  - 

Repertorio  Jurídico  de  los  Juzgados  de  Paz.  .  . . 

1  A  7 

Manresa . 

Ley  de  Enjuiciamiento  Civil . 

—  O  — 

4  J  5 

Ortiz,  Zúñiga  M. .  . 

Práctica  General  Forense . 

—  R  — 

2  A  4 

Reiis,  Emilio . 

Lev  de  Enjuiciamiento  Civil . '.  . . 

—  S  — 

6  J  6 

Seoane,  J.  A . 

Jurisorudencia  Civil  Española . 

1  J  1 

Saint-Joseph,  A.  de 

Ley  provisional  sobre  organización  del  Poder 

Judicial . . 

—  T  — 

1  J  1 

Tolouse,  I . 

Manual  de  Procedure  Practique . 

1  A  4 

Taoia,  Eugenio  de.  . 

Febrero  Novísimo  o  Librería  de  Jueces,  Abo- 

gados.  Etc . 

_  V  — 

6  A  4 

Vivier,  A . 

Essai  sur  la  organization  judicíaire  en  France .... 

1  A  7 

Verlanga  H.,  J . 

Jurisorudencia  Popular . 

1  A  3 

2  A  4 

—  W  — 

Waelbrock.  E . 

La  competence  en  matiére  contentieuse . 

—  Z  — 

1  A  5 

Zúñiga . 

Jurisorudencia  Civil . 

2  .1  1 
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NUMERO  DE  RESOLUCIONES  dictadas  por  los  Tribunales  de  Justicia  de 
la  República,  durante  el  mes  de  Octubre  del  corriente  año. 

RAMO  CIVIL 


TRIBUNALES 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

Corte  Suprema  de  Justicia . 

328 

12 

1 

Sala  14  de  Apelaciones . 

54 

23 

2 

oa 

81 

9 

1 

,.  34  ”  .,  . 

31 

4 

2 

..  44  .,  .,  . 

90 

13 

2 

Aa 

26 

2 

- 

..  64  ..  ..  . 

127 

10 

_ 

Juzgado  19  de  l'*  Instancia . 

644 

278 

15 

00 

577 

166 

9 

•íü 

n  »»  n  o  . 

258 

317 

8 

Juzgado  de  14  Instancia  de  Amatitlán . 

86 

61 

2 

,,  .,  ..  .,  Escuintla . 

234 

74 

1 

,,  ,,  ,.  ..  Saeatepéquez . 

35 

S 

- 

.,  .,  ,,  Chimaltenango . 

1.35 

48 

- 

.,  ,,  ,.  Baja  Verapaz . 

41 

30 

2 

,,  ,.  ,,  ,.  Alta  Verapaz . 

74 

34 

- 

,,  ,,  ..  ,,  Fetén . 

15 

1 

- 

.,  ,.  .,  Suchitepéquez . 

76 

20 

1 

,,  ,.  ,,  ,,  Retalhuleu . 

209 

£0 

1 

„  „  „  „  Sololá . 

98 

120 

- 

Juzgado  19  de  14  Instancia  de  Quezal tenango . 

220 

83 

- 

29  „  ,.  „  „  . 

76 

63 

2 

„  39  „  „  „  . 

72 

60 

2 

Juzgado  de  14  Instancia  de  Totonicapán . 

14 

34 

2 

,,  ..  San  Marcos . 

164 

44 

5 

,,  ,.  ,,  ,,  Huehuetenango . 

198 

54 

2 

,,  .,  Quiché . 

176 

43 

1 

.  „  Izabal . 

53 

34 

- 

,,  ,,  Zacapa . 

121 

114 

2 

Chiquimula . 

96 

9ti 

- 

,,  ,,  Jalapa . 

141 

29 

3 

.,  Jutiapa . 

35 

1 

- 

,  ,.  Santa  Rosa . 

55 

19 

,,  El  Progreso . 

121 

112 

“ 

,.  Asunción  Mita . 

.30 

25 

2 

,  ..  Coateueque . 

21 

8 

- 

Chiquimulilla . 

31 

8 

- 

TOTAL . 

4.843 

2.113 

70 

Las  Salas  que  dictaron  más  sentencias,  fueron  las  1“.  S'*  y  4^*  de  Apelaciones. 

El  Juzgado  que  dictó  mayor  número  de  las  mismas,  fue  el  1?  de  14  Instancia  de  este 
Departamento. 

Sección  de  Estadistica:  Guatemala,  31  de  Octubre  de  1926. 
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GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


NUMERO  DE  RESOLUCIONES  dictadas  por  los  Tribunales  de  Justicia  de 
la  República,  durante  el  mes  de  Octubre  del  corriente  año. 

RAMO  CRIMINAL 


TRIBUNALES 

DEGRETOS 

AUTOS 

SENTENCIAS 

Corte  Suprema  de  Justicia  . 

_ 

7 

8 

Sala  1?  de  Apelaciones . 

75 

195 

39 

Sala  2?  „  . 

86 

73 

22 

Sala  3?  .,  . 

82 

51 

26 

Sala  4^  ,,  .,  .  . 

218 

74 

26 

Sala  5?  ..  ,,  . 

83 

48 

33 

Sala  6^  ,.  . 

— 

29 

21 

Juzgado  4?  de  1^  Instancia . , . 

331 

219 

16 

SÓ  1 

635 

208 

12 

69 

263 

190 

6 

Juzgado  de  1?  Instancia  de  Amatitlán . 

165 

124 

4 

,,  ,,  Escuintla . 

305 

115 

14 

.,  ,,  Sacatepéquez . 

343 

23 

— 

,,  ..  Chimaltenango . 

294 

51 

11 

.,  ..  ,.  Baja  Verapaz . 

205 

78 

2 

. .  ,.  Alta  Verapaz . 

216 

66 

3 

, .  ....  , .  Fetén . 

128 

1 

_ 

,,  ,,  ,.  ,,  Suchitepéquez  . 

296 

69 

5 

,,  ....  ,,  Retalhuleu . 

210 

26 

5 

,,  ..  ,,  Sololá . 

81 

300 

5 

Juzgado  19  de  19  Instancia  de  Quezaltenango . 

240 

74 

3 

„  29  „  „  ,  „  „  . 

139 

84 

9 

„  39,.  „  „  . 

95 

83 

3 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Totonicapán . 

125 

49 

— 

,,  ,,  .,  .,  San  Marcos . 

171 

113 

7 

.,  ),  í>  ••  Huehuetenango . 

587 

102 

3 

,.  ,.  .,  ,.  Quiché . 

208 

68 

6 

,,  .,  ,.  ,,  Izabal . 

376 

lio 

2 

.,  ,,  ..  Zacapa . 

243 

112 

4 

,,  ,,  ,,  .,  Chiquimula . 

371 

77 

1 

,,  ..  ..  Jalapa . 

492 

51 

8 

,,  .,  ,,  Jutiapa . 

250 

48 

4 

,,  ....  ,.  Santa  Rosa . 

198 

64 

6 

,,  ,,  El  Progreso . 

286 

144 

3 

,.  ..  Asunción  Mita . 

116 

72 

3 

, .  ,.  .,  Coatepeque . 

209 

31 

1 

,,  ,.  Chiquimulilla . 

175 

74 

5 

Total . 

8.297 

3,303. 

225 

La  Sala  que  más  sentencias  dictó,  fué  la  de  Apelaciones. 

El  Juzgado  que  dictó  el  mayor  número  de  las  mismas  fué  el  4?  de  Instancia  de  este  Depar¬ 
tamento. 

Los  decretos  de  este  cuadro  pertenecientes  a  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  van  incluidos  en  los 
del  anterior. 

Sección  de  Estadística;  Guatemala.  31  de  Octubre  de  1926. 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 
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NUMERO  DE  RESOLUCIONES  dictadas  por  los  Tribunales  de  Justicia  de 
la  República,  durante  el  mes  de  Noviembre  del  corriente  año. 

RAMO  CIVIL 


TRIBUNALES 

DECRETOS 

AUTOS 

SENTENCIAS 

Corte  Suprema  de  Justicia . 

258 

5 

1 

Sala  19  de  Apelaciones . 

75 

11 

2 

Sala  29  .,  .,  . 

62 

18 

0 

Sala  39  „ 

31 

12 

2 

Sala  49  ,,  . 

107 

28 

1 

Sala  59  ,,  ,,  . 

22 

8 

3 

Sala  69  .,  . 

140 

11 

0 

Juzgado  19  de  19  Instancia . 

706 

285 

12 

29  „  „  . 

536 

167 

11 

39  „  .,  . 

248 

270 

7 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Amatitlán . 

80 

39 

0 

,.  ,,  ,,  ,.  Escuintla . 

228 

80 

4 

,,  ,,  ,.  .,  Sacatepéquez . 

57 

13 

1 

,,  .,  ,,  ,,  Chimaltenango . 

118 

42 

1 

,,  ,,  ,,  Baja  Verapaz . 

35 

11 

0 

,,  ,,  ,,  ,,  Alta  Verapaz . 

81 

56 

0 

,,  .,  ,,  •,  Peten . 

7 

— 

0 

,,  ,,  ,,  ,,  Suchitepéquez . 

38 

49 

2 

,,  .,  ,,  ,,  Retalhuleu . 

96 

25 

1 

,,  ,,  ,,  Sololá . 

88 

lio 

0 

Juzgado  19  de  19  Instancia  de  Quezaitenango . 

210 

95 

0 

,,  29  „  „  „  . 

59 

47 

0 

„  39  „  „  „  „  . 

72 

59 

1 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Totonicapán . 

81 

18 

1 

,,  .,  ,,  San  Marcos . 

137 

26 

5 

,,  ,,  ,,  ,,  Huehnetenango  . 

176 

49 

2 

,,  ,,  Quiché  . 

293 

56 

1 

— 

16 

0 

»»  s?  Zacapa . . . 

101 

95 

4 

,,  ,,  „  Chiquimula . 

68 

5 

0 

,,  ,,  M  Jalapa . 

114 

25 

3 

Jutiapa . 

46 

30 

1 

,,  ,,  ,,  ,,  Santa  Rosa . 

53 

21 

0 

.,  ,,  .,  ,,  El  Progreso . 

128 

115 

0 

,,  ,,  Asunción  Mita . 

40 

33 

2 

„  „  ,,  Coatepeque . 

19 

13 

0 

,.  ,,  ,,  ..  Chiquimulilla . 

20 

16 

0 

Total . 

4.601 

1,959 

68 

La  Sala  que  dictó  más  sentencias,  fue  la  5^  de  Apelaciones. 

El  Juzgado  que  dictó  el  mayor  número  de  las  mismas,  fue  el  19  de  19  Instancia  de  este  Depar¬ 
tamento. 


Sección  de  Estadística;  Guatemala,  30  de  Noviembre  de  1926. 
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GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


NUMERO  DE  RESOLUCIONES  dictadas  por  los  Tribunales  de  Justicia  de 
la  República,  durante  el  mes  de  Noviembre  del  corriente  año. 

RAMO  CRIMINAL 


TRIBUNALES 

DECRETOS 

AUTOS 

SENTENCIAS 

Corte  Suprema  de  Justicia . 

7 

'5 

Sala  1?  de  Apelaciones . 

68 

47 

29 

Sala  2^  ,,  ,,  . 

62 

52 

27 

Sala  3®  ,,  ,,  . 

81 

34 

18 

Sala  4?  .,  . . 

178 

56 

17 

Sala  5?  .,  ,,  . 

79 

41 

27 

Sala  64  ,,  .,  . ; . 

— 

52 

24 

Juzgado  4-4  de  14  Instancia . 

421 

197 

9 

,,  54  ,,  ,,  ,,  . 

548 

147 

8 

,,  64  ,,  ,,  „  . 

273 

170 

5 

Juzgado  de  14  Instancia  de  Amatitlán . 

99 

94 

5 

,,  ,,  .,  ,,  Escuintla . 

305 

130 

12 

,,  ,,  ,,  ,.  Sacatepéquez . 

278 

16 

4 

,,  ,,  ,,  Chimaltenango . 

300 

64 

12 

,,  .,  ,,  „  Baja  Verapaz . 

278 

62 

7 

„  •,  Alta  Verapaz . 

222 

96 

5 

133 

3 

2 

.,  ,.  Suchiteoéquez . 

360 

64 

5 

,,  Retalhuleu . 

350 

36 

1 

,,  ,,  ,,  ,,  Sololá  . 

72 

280 

1 

Juzgado  14  de  14  Instancia  de  Quezaltenango  . 

290 

111 

2 

24  : 

165 

72 

4 

'io 

86 

77 

8 

Juzgado  de  14  Instancia  de  Totonicaoán . 

256 

79 

2 

..  ,,  San  Marcos . 

175 

109 

10 

,,  ,,  ..  Huehuetenango . 

537 

95 

n 

.,  ,,  Quiche . 

391 

88 

1 

, .  , .  , ,  . ,  Izabal . 

236 

76 

1 

..  ,,  ,,  ..  Zacana  . 

272 

130 

11 

,,  ,,  ,.  Chiquimula . 

370 

54 

__ 

,,  ,,  ..  Jalapa . 

361 

41 

6 

.,  .,  ,,  Jutiapa . 

246 

118 

7 

,,  ..  Santa  Rosa . 

293 

75 

7. 

,,  ,,  ,.  El  Progreso . 

295 

140 

2 

,,  ,,  ..  Asunción  Mita . 

133 

53 

1 

,,  ,,  ,,  Coatepeque . 

274 

52 

1 

,,  ,,  ,.  ,,  Chiquimulilla . 

180 

63 

2 

Total . 

8,667 

3.081 

290 

La  Sala  que  dictó  más  sentencias,  fué  la  de  Apelaciones.  ' 

Los  Juzgados  que  dictaron  el  mayor  número  de  las  mismas,  fueron  los  de  1?  Instancia  de  Es- 
cuintla  y  Chimaltenango. 

Los  decretos  de  este  cuadro  que  corresponden  a  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  están  incluidos  en 
los  del  anterior. 


Sección  de  Estadística;  Guatemala,  30  de  Noviembre  de  1926. 
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* 

NUMERO  DE  RESOLUCIONES  dictadas  por  los  Tribunales  de  Justicia  de 
la  República,  durante  el  mes  de  Diciembre  del  corriente  año. 

RAMO  CIVIL 


TRIBUS -ILES 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

Corte  Suprema  de  Justicia . 

172 

7 

1  , 

Sala  de  Apelaciones . 

55 

15 

6 

Oa 

53 

26 

5 

..  3»  .. 

2B 

10 

0 

..  P  .. 

83 

26 

0 

21 

3 

5 

"7 

.3 

1 

Juzgado  19  de  I»  Instancia . 

540 

278 

12 

OO 

378 

121 

8  , 

39  „  „ 

11  . 

159 

238 

7 

Juzgado  de  !?•  Instancia  de  Amatitlán . 

162 

.34 

0 

Escuintla . 

225 

68 

2 

>1  11  »♦  1 

Sacatepéquez . 

40 

0 

11  •«  *1  1 

Chimaltenango . 

65 

2 1 

0 

•  1  1  »  !•  1 

Baja  Verapaz . 

.33 

10 

1 

••  !■  ■}  1 

Alta  Verapaz . 

74 

53 

0 

.»  •«  •«  • 

Fetén . 

9 

0 

0 

•1  •>  •*  1 

Suchitepéquez . 

34 

20 

1 

Retalhuleu . 

126 

38 

0 

.,  ,,  Sololá . 

10 

25 

0 

Juzgado  P  de  Instancia  de  Quezaltenango . 

190 

60 

0 

29  ,,  „ 

11  1!  . 

56 

42 

0 

„  39  „  ,. 

11  1!  . 

62 

35 

1 

Juzgado  de  P  Instancia  de  Totonicapán . 

42 

10 

2 

San  Marcos . 

106 

24 

30 

••  11 

Huehuetenango . 

184 

67 

11 

•1  *1  •? 

Quiché . 

277 

61 

5 

Izaba 1 . 

163 

76 

1 

1*  11  1! 

Zacapa . 

48 

57 

2 

Chiquimuia . 

74 

18 

1 

1*  11  1* 

Jalapa . 

106 

25 

2 

•1  11  11 

Jutiapa . 

28 

35 

2 

Santa  Rosa. . . . 

36 

14 

0 

•1  11  11 

El  Progreso . ' 

115 

90 

0 

Asunción  Mita . 

50 

33 

0 

Coateueque . 

'  10 

11 

0 

Chiquiraulilla . 

18 

15 

1 

TOTAL. 

4.407 

1.702 

87 

La  Sala  que  dictó  más  sentencias,  fue  la  P.  de  Apelaciones. 

El  Juzgado  que  dictó  mayor  número  de  las  mismas,  fue  el  P  de  !'>  Instancia  de  este 
Departamento. 


Sección  de  Estadística:  Guatemala,  31  de  Diciembre  de  192ij. 
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NUMERO  DE  RESOLUCIONES  dictadas  por  los  Tribunales  de  Justicia  de 
la  República,  durante  el  mes  de  Diciembre  del  corriente  año. 


RAMO  CRIMINAL 


TRIBUNALES 


Corte  Suprema  de  Justicia  . 

Sala  1?  de  Apelaciones . 

Sala  2^  „  „  . 

Sala  39  ,,  „  . 

Sala  49  ,,  ,,  . 

Sala  59  ,,  . 

Sala  69  . . 

Juzgado  49  de  19  Instancia . 

59  ,,  ,,  ,,  . 

,,  69  ,,  ,,  . . . . . . 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Amatitlán . 

Escuintla . 

Sacatepéquez  .  .  . . 
Chimaltenango. .  .  . 

Baja  Verapaz . 

Alta  Verapaz . 

Fetén . 

Suchitepéquez  .  .  . 

Retalhuleu . 

Sololá . 

Juzgado  19  de  19  Instancia  de  Quezaltenango. 
„  29  „  „ 

30 

9»  91  9  9  99  ^  59 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Totonicapán . 


9  1 

9  9  9  9 

9 

Huehuetenango . 

9  9 

9 

Quiché . 

Izabal . 

Zacaoa . 

Chiquimula . 

9  9  99 

9 

Jalapa . 

Jutiapa . 

Santa.  Rosa . 

El  Progreso . . 

Asunción  Mita . 

Coatepeque . 

59 

9  9 

Chiquimulilla  .  ■. . 

Total . 


DECRETOS 

AUTOS 

SENTENCIAS 

17 

9 

40 

40 

23 

58 

32 

22 

26 

50 

17 

121 

41 

16 

49 

47 

19 

— 

29 

10 

331 

168 

11 

441 

109 

7 

295 

137 

7 

82 

68 

— 

306 

168 

12 

195 

15 

5 

207 

54 

7 

261 

65 

6 

174 

99 

6 

150 

7 

_ 

265 

63 

2 

358 

55 

3 

260 

214 

1 

200 

60 

1 

182 

82 

5 

81 

68 

4 

152 

45 

1 

148 

92 

7 

362 

50 

1 

419 

96 

6 

163 

76 

1 

200 

96 

3 

386 

78 

4 

317 

73 

3 

202 

126 

2 

225 

34 

6 

123 

lio 

- 

78 

46 

4 

224 

77 

3 

91 

49 

- 

7.072 

2,736 

234 

La  Sala  que  más  sentencias  dictó,  fué  la  19  de  Apelaciones. 

El  Juzgado  que  dictó  el  mayor  número  de  ¡as  mismas,  fué  el  de  19  Instancia  de  Escuintla. 


Los  decretos  de  este  cuadro  pertenecientes  a  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  van  incluidos  en  los 
del  anterior. 


Sección  de  Estadística:  Guatemala,  31  de  Diciembre  de  1926. 


Jueces  de  Primera  Instancia  de  los  Departamentos 


Juez  de  Amatitlán . 

Juez  de  Alca  Verapaz . 

Juez  de  Baja  Verapaz  . . . , 
Juez  de  ChimalCenango. . . 

Juez  de  Chiquimula . 

Juez  de  Eseuintla . 

Juez  de  Huehuetenango  . . 

Jue;  de  Izabal . 

Juez  de  Jalapa . 

Juez  de  JuCiapa . 

Juez  de  Peten . 

Juez  de  Quiché . 

Juez  1?  de  Quezaltenango, 
Juez  2^*  de  Quezaltenango, 
Juez  Sí"  de  Quezaltenango 

Juez  de  Recalhuleu . 

Juez  de  Sacatepéquez _ 

Juez  de  Suchitepéquez.. . 

Juez  de  Sololá . 

Juez  de  San  Marcos . 

Juez  de  Sanca  Rosa . 

Juez  de  Totonicapán  .... 

Juez  de  Zacapa . 

Juez  de  El  Progreso . 

Juez  de  Coacepeque . 

Juez  de  Asunción  Mita  . . 
Juez  de  Chiquimulilla  .. . 


Lie.  don  Raúl  Alarcón. 

Lie.  don  Salvador  García  Iglesias. 
Lie.  don  Efraín  Peüalva. 

Lie.  don  Luis  Felipe  Rosales. 

Lie.  don  Daniel  Esealante. 

Lio.  don  José  León  Castillo. 

Lie.  don  Manuel  J.  Vásquez. 

Lio.  don  Ricardo  Midence. 

Lie.  don  Pedro  Rafael  Espinosa. 
Lie.  don 

Lie.  don  Rafael  A.  Cuestas. 

Lie.  don 

Lie.  don  Héctor  Polanco  R. 

Lie.  don  Abraham  Bustamante 
Lie.  don  Max  Palomo  M. 

Lie.  don  Valentín  Dávila  B. 

Lie.  don  Luis  Arturo  González. 
Lie.  don  Juan  M.  Herrera. 

Lie.  don  Jesús  Hernández  Somoza 
Lio.  don  Rafael  A.  Soto. 

Lie.  don  Alfonso  Cifuentes  S. 

Lio.  don  Franciseo  Delgadillo  Z. 
Lie.  don  Daniel  Arellano  h. 

Lie.  don  Antonio  M.  Rosa. 

Lie.  don  Juan  Córdova  Cerna. 

Lio.  don  Purifieación  Sierra. 

Lio.  don  Pedro  Contenti  h. 


Cuadro  d«  los  Señores  Magistrados  de  las  Salas  4^,  5^  y  6^,  de  la  Corte  de  Apelaciones,  Procuradores  y  Secre¬ 
tarios  de  las  mismas,  Magistrados  Suplentes  de  las  seis  Salas,  Empleados  especiales  del  Poder  Judicial,  Funcionarios 
Militares  y  Vocales  de  la  Corte  Marcial;  y  distritos  jurisdiccionales  de  las  seis  Salas  de  la  Corte  de  Apelaciones. 


Sala  4?  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Lie.  don  Juan  de  D.  Castillo. 
Magistrado,  Lie.  don  ^^rnardino  López  R. 
Magistrado,  Lie.  don  Isaías  PeSalonzo. 
Fiscal,  Lie.  don  Eulogio  González. 
Procurador,  Lie.  don  Enrique  Rodríguez  M. 
Secretario,  Lie.  don  Gabriel  Cojulún. 

Sala  5^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Lie.  don  Angel  M.  Bocanegra. 
Magistrado,  Lie.  don  Antonio  F.  Aguirre. 
Magistrado,  Lie.  don  Alberto  Paz  y  Paz. 
Fiscal,  Lio.  don  Alberto  Argueta. 
Procurador  don  Gregorio  Barrientos. 
Secretario,  Lie.  don  Feo.  Guerra  y  Guerra. 

Sala  6^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Lie.  don  Manuel  A.  Núíiez. 
Magistrado,  Lie.  don  Delfino  Santisteban. 
Magistrado,  Lie.  don  Franciseo  Rodríguez. 


Fiscal,  Lie.  don  Alberto  C.  Camey. 
Procurador,  Br.  don  Manuel  José  González. 
Secretario,  Lie.  don  A.  Chacón  B. 

Magistrados  Suplentes 

De  la  Sala  Lie.  don  Abel  Girón. 

De  la  Sala  1^  Lie.  don  Manuel  M.  Rivera. 

De  la  Sala  2»  Lie.  don  Celso  D.  Cerezo. 

De  la  Sala  2^  Lio.  don  Max.  Cifuentes. 

De  la  Sala  3^  Lie.  don  M.  Alfredo  Gil. 

De  la  Sala  Lie.  don  Cecilio  Palma. 

De  la  Sala  Lie.  don  Fernando  D.  Ramírez. 

De  la  Sala  é"  Lie.  don  Salomón  Pivaral . 

De  la  Sala  5^  Lie.  don  Javier  Ramos  O. 

De  la  Sala  6^  Lie.  don  P.  R.  Espinosa. 

De  la  Sala  6»  Lie.  don  Alberto  C.  Camey. 

De  la  Sala  6^  Lie.  don  Abel  Barrios  M. 

Empleados  Especiales 

Receptor  de  Fondos  Judiciales,  don  Francisco 
Cifuentes  Pontaza.  Bibliotecario,  Br.  don  Miguel 
A.  Alvarado  h. 


Funcionarios  Militares 

Comandante  de  Armas,  General  don  Doroteo 
Monterroso. 

Auditor  General  dé  Guerra  de  la  República,  Lie. 
don  Eliseo  Solís. 

CORTE  MARCIAL  DE  LA  REPUBLICA 


Vocales  Militares  para  la  Corte  Suprema 
de  Justicia 

Propietario,  General  de  División  don  Mariano 
Sánchez  O. 

Propietario.  General  de  División  don  Rodolfo 
A.  Mendoza. 

Suplente,  General  de  División  Ingeniero  don 
Ramón  Alvarado  S. 

Suplente,  General  de  División  Ingeniero  don 
Juan  B.  Padilla. 

Vocales  Militares  para  las  Salas  Primera, 
Segunda  y  Tercera  de  Apelaciones 

^Propietario,  General  de  Brigada  don  Silverio 
Conireras. 

Propietario,  General  de  Brigada  don  José  Víctor 
Mejía. 

Suplente,  General  de  Brigada  don  Arturo  Ro¬ 
mero  R. 

Suplente,  General  de  Brigada  don  Rodrigo  G. 
Solórzano. 

Vocales  Militares  para  la  Sala  Cuarta  de 
Apelaciones 

Propietario,  Teniente  Coronel  don  Nicolás  Mal- 
donado. 

Propietario,  Teniente  Coronel  don  Jacobo  Aguilar. 

Suplente,  Teniente  Coronel  don  J.  Nicolás  Ro¬ 
dríguez. 

Suplente,  Teniente  Coronel  don  Ismael  Ma- 
rroquín. 

Vocales  Militares  para  la  Sala  Quinta  de 
Apelaciones 

Propietario,  Coronel  don  Basilio  Campos  A. 

Propietario,  Coronel  don  Felipe  Solórzano. 

Suplente,  Coronel  don  J.  Antonio  Martínez. 

Suplente,  Comandante  don  Rodrigo  Salazar. 


—  ^ 

Vocales  Militares  para  la  Sala  Sexta  de 
Apelaciones 

Propietario,  Coronel  don  Enrique  F.  Cruz. 

Propietario,  Teniente  Coronel  don  Luis  Alfredo 
Arango. 

Suplente,  Teniente  Coronel  don  J.  Rodolfo  Cár¬ 
denas.  '  ' 

Suplente.  Teniente  Coronel  don  Cipriano  E. 
Ordóñez.  _ . 

DISTRITOS  JURISDICCIONALES 

Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  19  y  69  de  Guatemala  y  Juzgados  de 
1^  Instancia  y  Comandancias  de  Armas  de 
Amatitlán,  Petén,  Santa  Rosa  y  Baja  Vera- 
paz:  y  Juzgado  Territorial  de  ChiqUimuliHa. 

Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  29  y  49  de  1^^  Instancia  de  Guatemala  y 
Juzgados  de  19  Instancia  y  Comandancias  de 
Armas  de  Chimaltenango,  Alca  Verapaz  y 
Escuintla. 

Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  39  y  59  de  19  Instancia  de  Guatemala, 
Comandancia  de  Armas  de  Guatemala.  Juz¬ 
gado  de  19  Instancia  y  Comandancia  de  Ar¬ 
mas  de  Sacatepéquez;  y  .1  uzgado  Territorial 
de  El  Progreso. 

Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  19.  2“  y  39  de  T''  Instancia  y  Coman¬ 
dancia  de  Armas  de  Quezaltenango  y  Juzgados 
de  19  Instancia  y  Comandancias  de  Armas  de 
San  Marcos  y  Retalhuleu:  y  Juzgado  Terri¬ 
torial  de  Coatepeque. 

Sala  Quinta  de  la  C^rte  de  Apelaciones 

« 

Juzgados  de  19  Instancia  y  Comandancias  de  Ar¬ 
mas  de  Jalapa.  Jutia^a.  Chiquiiuula,  Zacapa 
e  Izabal:  y  Juzgado  irerritorial  de  Asunción 
Mita. 

Sala  Sexta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  de  19  Instancia  y  Comandancias  de  Ar¬ 
mas  de  Totonicapán.  Sololá,  Quiche,  Huehue- 
tenango  y  Suchitepéquez. 


